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INTRODUCCION 

En la Constitución Política de los Estados U nidos Mexicanos se establece, en su 

anfculo 17, la garantfa de la prontitud y expcditez en la administración de justicia. 

Debido a ésto, existe la obligación a cargo del Tribunal superior de Justicia del 

Distrito Federal de respetar esta gamntfa, y de proveer la rapidez en Ja solución de tos conflictos 

jurídicos sometidos a su jurisdicción. 

Esta obligación corresponde tambi~n a los jueces del fuero comdn, quienes se 

encargan de conocer en primera instancia de los conílictos mencionados, debiendo interpretar 

correctamente las normas legales. 

Ahora bien, no obstante la claridad de la nonna que se menciona, la prontilud y 

expcditcz en d ámbito civil son letra muerta, por causa de los malos ahogados postulantes que 

prestan sus servicios sin ética alguna, por la falta de pericia en los jueces que no interpretan 



correctamenle las nonnas legales, por la gran cantidad de litigios, por los bajos sueldos d~ los 

funcionarios judiciales, etc. 

Lo cual implica la cx:istenda de una adminislrncióo de justicia lenta y defectuosa. 

Por lo anterior, es motivo del presente trabajo el realizar un análisis de las causas 

que provocan la Jcntilud de los procesos, para finalmente proponc~c los postulados a atenderse 

para su solución. 
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CAPITULO 1 
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DEL 
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CAPITULO I 

ESTADIOS DE CONFORMACION HISTORICA DEL TRIBUNAL 

SUPERIOR DE JUSTICIA DEL DISTRITO FEDERAL 

l .. Epocu prttortcslana. El sistema judicial de los Aztecas. 

l.a justicia y su administración. visualizadas como instituciones a cargo del 

gobierno de un puchlo. han tenido su origen dentro de nuestra civili1.ación. precisamente, bajo 

el imperio de los aztecas, quienes lograron confonnar a pesar de sus fanatismos religiosos, un 

sistema judicial bas.'ldo en una constante preocupación por mantener el orden social, así como 

las bucm1s costumbres y el respeto a las instituciones legales. 

La c..·araclcrización más profunda de este sistema de administrar justicia, es 

señalada por la imp:m:ialid<ld y la rectitud misma de sus juicios y en sus personas encargadas, 

quienes :1pam:ían como decantadas por una especie de mano invisible que poderosamente les 

h:u:ía manlcncrsc <lcntro Je un límilc de original pun:za: desgmciadamenle, ésta pulcritud en 

el ju1.g;1r y en los juzgndorcs, sólo ha podido extenderse hasta la presencia del pueblo espado( 

en cslas ticrrns americanas. 
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Durante su vigencia, los azlecas alimcnlaban su administración de justicia, divi­

diendo las distintas funciones necesarias entre una clara estraliticación judicial en Ja cual 

intervenían únicamente, ahas personalidades de Ja nobleza azteca que previamente habían 

obtenido su preparación en los Calmécac, y que habían logrado su aptitud parn el juzgar, 

mediante las prñcticas respectivas en los Tribunales. 

personas: 

AsC, es conocido que contribuían en esta administración de justicia lns siguientes 

El emperador azteca. 

El cihuacoatl. 

El llacatecatl. 

El lccpoyotl. 

El cuauhmochtli. 

Los jueces menores o inferiores. 

Los comerciantes, que iruegraban un Tribunal especial: y. 

Los archiveros, pintores dejeroglfficos. alguaciles mayores y alguaciles menores. 

Con todas las cuales aparccfa completo el esquema para obtener una pronla y 

expedita administración de justicia, pues se conoce que no existía un renglón de l!stc rubro tan 

importante que no tuviese a un personaje idóneo a su frente. 
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Dentro de la anterior cslrnlificación se guardaba un orden jerárquico definido, 

inidando por el propio Emperador Azleca, quien además de sus mtiltiplcs atribuciones polílicas 

y militares, ostentaba el cargo de jefe absolulo de esta adminislr.1ción de justicia. Adcnln\ndosc 

en sus funciones, se sabe que el Monarca Azteca ejercía en liltimo extremo y, en Cilsos 

especiales, las jurisdicciones civil y criminal, acltmndo mediante el auxilio y el consejo de 4 

ancianos caciques, quienes Je proporcionaban su opinión en caJidad de jurispcrilos, tan sólo por 

una ración de comida de la que más apetecieran. ( 1) 

Estos ancianos prudentes eran sabiamente escuchados por el Emperador, quien 

finalmente emitía su vcrcdiclo en calidad de firme e inapelable. 

El seguida del En·1pcrndor Azteca, continuaba en este orden jerárquico judicial 

azteca el Ohuaroatl.al que lambién sele llamaba como "presidcnlc o juez mayor". y al que sólo 

se le nombraba para las poblaciones más importantes, debido n que en realidad era considerado 

como el Juez Supremo de esta orgnni1J1ción judicial, pues como ha quedado sellalado, el 

Emperador sólo actuaba en casos ex.traordinarios y muy especiales. 

lknwl IJfa: del Cmtlllo, Hütorin l't>rtl11tlefll 11~ /11 Ccmq11iJta ¡/~ '" N11~wi f~p111111. MI.tiro, /WJ.I, 
Tnmo /, Ct1pfllllr> ,\("/,p. 1Hll. 
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Por lo que respecta a las funciones del Cihuacoatl, se conoce que el mismo se 

encontraba ampliamente revestido de atribuciones tanto en materia administrativa. así como 

también en el orden puniti\.'o, en donde anunciaba las apelaciones en forma definitiva y sin 

ulterior recurso. Era tal la importancia de este personaje, que su autoridad se lcnía como de 

Virrey, y sus dictados dcbínn ser cslrictnrncntc personales, por lo que la U!mrpación de sus 

funciones se castigaba con suma dure1..a. (2) 

Enseguida, y dentro del mismo orden en desarrollo, interviene c111acatccatl, que 

cm quien resolvía los asuntos civiles en segunda instancia y los penales en primera. Para emitir 

sus resoluciones, el Tlacatecatl encontraba apoyo en el asesommicnto de otros dos personajes 

de la vida judicial azteca, los cuales eran conocidos como el cuauhmochtli y el 11ailotlac, con 

quienes en mayor rango y en fonna colegiada, llegaron a integrar el "Tribunal común" 

Este Tribunal Comíin por su influencia, llegó a gozar de un gran prestigio dentro 

de la civilización de los aztecas, pues en él se impartía la justicia en nombre del Monarca; 

además. de que en sus recintos reales eran bien aprendidas las artes judiciales por sus nobles 

aprendices. En este Tribunal, se pronuncinbnn invariablemente las sentencias en nombre del 

Tlncalccatl, y, a su vez, eran dadas a la publicidad por un pregonero, el Tecpoyotl, cargo 

Frny Juan tft' Tt1rq1mtu1da, tmlilma, Mi.rico, 1903, Tmno 11. IJhro XI. Cnpfru/11 XXV, p. J52. 
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descmpei'lado por hombres nobles y graves que gozaban de alta estima entre los anliguos 

mexicanos, en razón de que se les consideraba como Ja imagen del Rey. 

En la parte puniliva, se nfimm que Jns penas impuestas por JosjuCi..·es se ejcculnban 

directnmcnle por el Cuauhmochtli, empicado ejecutor cuyo nombre en trndu::ción significa 

Alguacil Mayor, y que cm quien en este orden se encargab3 de hacer cumplir por sus propias 

manos las dctcnninacioncs de sus superiores, actuando asf. como un símbolo del poder de su 

Rey y de la Justicia. 

También existían los jueces menores o inferiores que eran quienes olan las 

querellas de los habi1anlcs de las provincias. pueblos o barrios de su jurisdicción, y cuya 

auloridad se encontraba puramente limitada a asuntos de poca cuantfa, con la expresión de que 

estos jueces menores no podían ciuenderse en el conocimiento y In resolución definitiva de las 

controversias, más allá de los 80 días que cm el rénnino de la consulta general; cxisliendo. 

además, un Tribunal especial integrado por comcrdanlcs, con residencia en los mercados y 

cuyos jueces tcnfnn exclusivamente bajo su cncurgo, la resolución de las diferencias que 

pudieran surgir enlre los mercaderes. 

Finalmcnlc, romo nux.iliarcs de la funcit\njudicial, destacaron lt1) figuras de los 

pinlores de jeroglrílcos que ponfan en sus pinlurns los motivos de los liligios, asf como los 

alguncilcs mnyorcs y menores que podrían ser cquipnrados a los ejecutores de hoy en día: 

contándose. además, con archi\"eros. 



La carrera judicial entre el pueblo ndhuall era estimada y respetada, los jueces 

pertenecían a la nobleza y eran progresi\'amente preparados por los saccrdolcs pam que se 

pudiesen desempcitar en los puestos judiciales, primero en el Calméc:1c (como ya se había 

citado), y posteriormente, como aprendices en el Tribunal Común. 

Para los jueces existían ciertos privilegios, como el go7.ar de un salario, y una 

quilaci6n o derecho de usufructo sobre las tierras que proporcionalmente les otorgaba el Rey 

para su aprovechamiento; derechos que se consideraban como pcrsonalísimos e intransferibles, 

pues no podían ser heredados a sus hijos, ni a sus p::1rientes. A la par de éstos privilegios 

especiales, existían fuertes requerimientos personales, e~igiéndose que Jos scitores ju1gadorcs 

fuesen personas totalmente rectas e incorrompibles, pues en caso de darse lo contrario, eran 

duramente sancionados, ya sea mediante el trasquilamiento, que era signo de deshonor y de 

pillería, o bien a través del encarcelamiento o con Ja aplicación de la pena de muerte, en casos 

graves. De Jo cual, se colige la consecuente rectilud y In imparcialidad existentes entre los 

jueces inlegrantes de estajudicalurn. 

La administración de justicia entre Jos aztecas tenía lugar en salones especiales del 

Palacio Rcnl. dislinguiéndosc aquel en donde se irnpnrdajuslicia al pueblo, de aquel en donde 

se \'Cían las causas de los nobles; y por último, el salón en donde eran resueltas las causas más 

difCC'iles y grn\'es por el soberano en unión de sus sabios consejeros. 
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2. Régimen Colonial. La Audiencia y Real Chancillerfa de Mtxico. 

Al darse el inicio de la dominación espanola sobre los naturales en Aml!rica, 

p=isamente, a partir del afio de 1521 en que se concluyó la Conquista del pueblo rulhuatl, •urae 
la imposición del gobierno de Jos vencedores con una duración de basta 300 ai'los. 

En su entrada en vigor, bte gobierno abarcó grandes sectores, entre los cuales se 

cncorurnba el de la justicia. Dentro de este importante rubro fueron estructurados organismos 

jurisdiccionales ordinarios y especiales o de fuero, a semejanza de sus similares en la Península 

lbtñca. 

En la llamada jurisdicción ordinaria, destacaban sobremanera los Tribunales de 

segunda instancia o de segundo nivel, entre los cuales se encuadraba U\ AUDIENCIA Y 

REAL CHANCILLERIA DE MEXICO que fue uno de los organismos judiciales mú 

importantes de Ja vida jurídica de la ~poca colonial, pues en tomo suyo giraba toda la 

administración de justicia de Ja zona centro en Ja Nueva Espafta. 

La Audiencia y Real Chancillería de Mb.ico fue eñgida con fecha 29 de Noviem· 

brc de 1527, y se le dotó de Onlcnanz.as d 22 de Abril de 1528; habitndosc concluido el periodo 

de su formación con Ja creación en 1597 de una Sa1a Penal, además de la Sala Civil ya en 

funciones. 
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Desde sus orígenes. la Audiencia fue modificada en su estructura báska por 2 

cuestiones fundamentales: el re1..ago y la reforma liberal. 

Por el primer motivo, y alrededor del año de 1736. se planteó al monarca español 

la necesidad de aumentar la planta de funcionarios de In Real Audiencia y Chancillcrfa de 

México. pues el número de causas de que conocía excedía en mucho las posibilidades de su 

despacho nonnal, puesto que consen·aba el mismo número de magistrados que hacía 200 años. 

A ésto. se proveyó la creación de plazas adicionales de mngistrndos, a la \'Cl de que el propio 

monarca les instaba a tenninar voluntariamente con este fundamental problema, mediante 

consejos prácticos que fueron plnsnmdos para mayor efectividad en un Reglamento, (3) en el 

que se mencionaba In necesidad de que todos los magistrados asistieran siempre y no se 

ucusaran por reati1.nr encargos o comisiones (labores administrativas), ya que si ello fuera 

motivo para dejar de cumplir, cm prefeñble que renunciarán a su encargo o comisión. 

Esta rcfom1a tcnninó con el rczngo, y en poco tiempo fue derogada. 

J •R<'glamt'tlfn dr /aJ .''ialm /j1•iln .v C:rimt1111/rJ fil' la lktfl Amllt'11da ,fl' Ml:rico P""' 1111<' nm Jiu 
m/111.ttros m11nt't1llftlM purdm1 w11 mdJ bU\'l'dnil dHUJllarJl' 101 /Wt'JllJJ 11trruntfm dr md.r •. v olfnJ 
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Pam 1749, rcsuri.:ió el rezago judicial y el Rey de España se \'ÍO precisado a lomar 

nuc\'as mcdidns, c"pidicndo así, una Cédula Real en tlonde se dirigfn ni Virrey de la Nueva 

Espa1la en los ténninos siguientes: 

"Por varios expedientes que ¡>0r 111( Secretaría de Estatlo y del despacho universal 

<le lndi:1s. y por mi consejo y cámara de ellas se han recibido causados, y seguidos unos, y 

dctcnninados otros por las Audiencias de ese Rcyno de Nueva España, me he infommdo de la 

lentitud con que se procede en estos tribunales al despacho de los negocios, plcito:i y otros 

incidenles t¡uc ocurren en ellos con daño de la causa pública, perjuicio, y atraso de las partes 

y muchas veces con conocido detrimento de mi erario". 

Documento que hacía referencia espccHica a la Audiencia de México, y en donde 

se concenlraban las disposiciones siguientes: 

l. Se insiste en la neccsidnd del cumplimiento exacto y puntual de las labores 

cotidianas de los sellares magistrados. 

y t~11rr /"""'" 1!~1·hMt1 lm n1rrir111r.t•, l'rmmtl,(ruln pnr /lf'fll Cidult1 ~:tpt'rlirlt1 rl I J 1/r J111io de J 719 tll 
lllll'll JMirn, M1tdrltl. /~1p.1tlt1. 
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2. Se establece la obligación a cargo de los relatores de dar cuenta mensunJ de lns 

causas pendientes de resolución. y de las ya resuellas en la Audiencia. 

3. Por último, se establece Ja obligación de informar del cumplimienlo de éstas 

disposiciones ni Virrey cndn 4 meses. 

De esta manera, el virrey podría verificar el rezago existente y tomar medidas para 

solvenlarlo, lns cuales podrían llegar a la separación del cargo de quién resultará rcsponsnble, 

en fonna temporal o definitiva, e inclusive remitirlo a In Metrópoli bajo Pmtida de Registro (4). 

Poslerionnente, con fecha 6 de Abril de 1776, se expidió nueva Cédula Real, en 

donde se aumentaba el número de los magistrados y se organizaban 3 Salas, una de Justicia y 

dos de Gobierno: creándose también la figura del Regente, como punto de unión entre el 

Presidente de la Audiencia y la Audiencia misma. 

Poco después. durante el Bienio Liberal en 1812. la Audiencia de M~xico procedió 

a organizarse confonne a la Constitución de Cádiz, asumiendo su presidencia el Regente y 

desincorporándose algunas jurisdicciones ordinarias iníeriorcs que se delegaron en jueces de 
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primera instancia. Esla nueva organi7 .. 1.Ci6n fue abolida por el Rey Femando VII, y restablecida 

en su vigencia en el nño de 1820. 

La integración de In Audiencia y Real Chnncillcría de México evidenciaba el 

control total de la judicatura por el gobierno absoluto del Rey de España. quien ejercía e5tc 

control a trn\'és del Virrey de la Nueva Ec;paña como Presidente nato de esta Real Audiencia. 

El Virrey, que dcsempcftnba este cargo üe Presidente de la Audiencia, no siendo 

lclrndo, tenía expresa prohibición de intervenir en los negocios de justicia, ni siquiera 

moslrnndo su inclinación u opinión en un asunlo dctemdnado; sin embargo, por su calidad de 

Presidente, el Virrey debía finnnrtodas las sentencias. 

Continuadamente, y en un grado inferior jerárquico se encontraban los magistrndos 

de la Real audiencia, los cuales eran: el regenle, los oidores, los alcaldes del crimen y los 

fiscales. 

En primer lugar, estaba el Rcgenle, quien fue originalmcnle considerado como una 

figura de enlace cnlrc Ja Audiencia y su Prcsidcnle, el virrey; situación que prevaleció hasta el 

ano de 1812 en que se le nombró como Prcsidenle Titular de la Audiencia, en virtud de ser un 

l~cnito del Derecho que debía tener por vocación Ja resolución de lo~ litigios que se le 

planteasen. 
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En segundo lugar, se encontraban los Oidores, a quienes se les conccphmba como 

los Administradores de la Justicia Real. A este respecto, Guillenno Lohmann se refiere a ellos, 

como: "Los muy poderosos señores que compartían con el Virrey In autoridad superior de 

Nueva España, con exclusión de cualquier otra, en lo temporal". (5) La razón de lo cual, era 

derivada del hecho de que los señores Oidores integraban en forma colegiada, el Real Acuerdo, 

que tenín facultades de fiscalizar y controlar jurldicamente ni Virrey, as[ como de anular sus 

decretos, y de infonnar directamente al Rey sobre la marcha política del virreinato. 

En tercer lugar, estaban los Alcaldes del Crimen, a quienes corrcspond(a impartir 

Injusticia penal, debido a lo que integraban la Real Sala del Crimen: sin tener atribuciones pnm 

intervenir en asuntos gubernativos. 

Finalmente. en cuarto lugnr, se encontraban los Fiscales que tenían como encargo 

principal, la representación de la Corona en pleitos sobre asuntos de gobierno, as[ como el de 

atender el título de Protectores de Indios, lo que implicaba ser sus abogados en los litigios contra 

tos espaí'iolcs. Su intervención resultaba del pedimento fiscal, y eran auxiliados por los 

llamados "agentes fiscales". (6) 

S Cfr. /,m mi11l.uros dt la Auditfll'ia dt /Jtna tn ti rdnadCJ ,ft loJ llorbol~s ( 1700·1820J. ~villa, 197-1, 
p.X/. 

Q1u· hoy tn d(a rr1"t.,;pondtrian a los llmnnJo.r A,ttnlt'S dtl MfnlJttrlo PMbllro. 
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Para todos los magistrados cx.isl(an rigurosos estatutos que se hacían extensi\'os a 

las personns de sus esposas y de sus hijos, mencionándose n manera de ejemplo, la prohibición 

de casarse dentro de los límites de su jurisdicción: así también, existfon fuertes sanciones para 

el caso de incumplimiento de sus labores respectivas. 

En materia de subalternos, la Audiencia de México se encontraba integrada por. el 

alguacil mayor, el teniente del gran ch;mcillcr, los rclnlorcs, los escribanos de cámara, los 

abogados, los t.."lsadorcs repartidores, los receptores ordinarios y extraordinarios y su repartidor, 

los procuradores. los intérpretes y el portero. 

De entre ellos, resultaban más destacadas las figuras de los relatores y de los 

abogados, que contri bufan importantcmcntc a el buen desarrollo de la vida jurídica cotidiana 

dentro de este Tribunal. A los relatores corrc.c;pondfa. faciliL'lr la labor de los magistrados, 

descubriendo la verdad en los litigios. Su función cspccUica se hacfa consistir en la redacción 

de resúmenes de las controversias planteadas, y de relaciones. como sinópsis de la reunión de 

lu fonnalidndes legales requeridas dentro del proceso, t:on la mención de las actuaciones 

totales. 

A los abogados, que constituían una élite cuidadosamente seleccionada, les 

correspondía postular bajo Colegiación Obligatoria, como importanles elementos en In labor 

de dirimir conflictos dentro de la Real Audiencia. 
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Las funciones de este Tribunal Superior eran de caráclcr administrativas o 

gubernamentales y jurisdiccionales. Dentro de las del primer tipo, los magistrados que la 

integraban, actuaban en la acti\'idad política de la Nucrn Espaila, como instrumentos de 

equilibrio en la vida pública, y como medios de control jurídico a las autoridades políticas 

coloniales. Funciones que dcscrnpci\aban t1 través de las Instituciones del Rc;.d Acuerdo, las 

Comisiones y la Sustitución del Virrey. En las del segundo tipo, dentro del ámbito de sus 

naturales atribuciones jurisdiccionnlcs, se ejerc(n la justicia ordinaria, y se ntendfn. alternativa­

mente, la jurisdicción extraordinaria por medio del Juzgado de Bienes de Difunto, el Tribunal 

de la Bula de la Snntn Cruzada, lo~ recursos de fuerza y las visitas. 

En la justicia ordinaria, le correspondía conocer dentro de su distrito audiencínl, de 

las apelaciones en materia civil, penal y administrativa, cuando el interés pecuniario de los 

asuntos en trámite fuera superior a los 60,0CX) maravedíes (aproximadamente 133 pesos de 

aquella época), referidos al momento de fijarse la litis correspondiente. 

En su época de cslnhilidad, la Re.11 Audiencia contaba en su seno con 3 Salas, dos 

llamadas de Justicia, que decidían de los recursos de apelación en n\.o1tc.:ria civil y administrativa; 

y unn del cri111en, que conocía de los recursos de apelación en materia penal. 

La Audiencia de Méit.ico scsionabn cotidianamente en el Real Palncio, hoy Palacio 

Nacional, los dfas lunes a sábado de las 7:30 horas de la matlana, hasta las horas de In tarde en 
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que se despacharan lodos los asuntos del día. En horario normal de sesiones, y durante todo 

el tiempo de su pcnnanencia dentro de la Real Audiencia, los magistrados vestían traje talar, 

garnachas y toga (los abogados colegiados traían. además, bolillos). 

Como signo distintivo de este magno Tribunal del Régimen Colonial, surge In 

solemnidad que imponía, y que obtenía en contestación, un marcado respeto hacia sus 

miembros y sus instituciones. 

3. México Jndcpt'ndlcntc. El Tribunal Superior del Distrito. 

Habiéndose consolidado la Independencia de nuestro país, pasa el gobierno y el 

dominio de su entidad en manos de un grupo de nacionales que pugnaban entre tirantez 

corrientes de pensamiento políticas, las que convulsionaban y mantenían al país en un coostante 

estado de intranquilidad. 

En el medio de estas abiertas pugnas inlcstinas fue promulgada la Constitución de 

1824, que perfilaba la nueva definición del México lndcpcndienle, como una nación libre y 

soberana cuyo régimen interior lo sería el Fcdcrnlismo. Debido a ésto, surgió la inge~tc 

necesidad de buscar un tcnitoño dclenninado parn ascnlar, en fonna pcnnanentc, a los poderes 
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federales derivados. 

Lo anterior, motivó la creación de la entidad federativa. DISTRITO FEDERAL. 

mediante Decreto de fecha 18 de Noviembre de 1824; dotándoscle de una serie de modalidades 

jurídico-políticas distintivas, y disponiéndose que su ubicación se correspondiese en la Ciudad 

de México, con un distrito "comprendido en un c{rculo cuyo centro sea la plaza mayor de esta 

Ciudad y su radio de dos leguas". (7) 

Al núsmo tiempo, el estado de la administración de justicia se mantenía inestable, 

pennaneciendo en sus funciones la Audiencia y Real Chancillería de Méx.ico, que iniciaba su 

decndencia; no siendo, sino hasta el 23 de Noviembre de 1855 en que se expidió la "IA.")' de 

Administración de Justicia y Org6aica de los Tribunales de la Federación", cuando 

propiamente, se instituyó por vez. primera en la historia del Distrito Federal. un Tribunal 

privativo del mismo con todos sus beneficios. 

Dentro de la Ley que se comenta, en su parte relativa, quedó establecido el 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO como un Tribunal de segunda y tercera instancias 

con jurisdicción amplia, inclusive, en negocios de comercio y de mincrfa. La función 6nica de 

Gil de Uslt'T, Ckmtnlimi. IAS Nut\'as /la.us Cmuti111c-lnnnltJ y l.egoks d~I SlJ1tma Jwlldnl 
Muic'otw. Edlt. PorriJci, Mhlc:o, lWl7, p. 619 
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este TRIBUNAL SUPERIOR se rcalii.aba n través del desempeño cotidiano de 3 Sa1ns. dos 

unitarias de segundo conocimiento, y por una tercera compuesta de 3 magistrados, en tercer 

nivel. 

El funcionamiento del TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO se determinaba 

por el sorteo del acuerdo diario que efectuaba el Tribunal en Pleno, de los negocios con los que 

daban cuenta las Salas Unitarias y los Fiscales. Su integración principal se confonnaba por la 

intervención de 5 magistrados con sus suplentes respectivos, y de 2 fiscales, quienes para 

obtener sus nombramientos requerían de ser ahogados, mayores de 30 ailos, encontrarse en el 

pleno ejercicio de sus derechos de ciudadano, nsf como de no haber sido condenados a alguna 

pena infamante. 

Como integrantes nu:dlinrcs con dcscmpciio en cada Sala, hnbfan un Secretario 

Letrado y dos Escribientes: y para todas las Salas. dos Abogados Defensores de Pobres, un 

Escribano de Diligencias. un Archivero, un Ministro Ejeculor, un Portero y dos Mozos de Asco: 

y, como auxiliares de los Fiscales, dos Escribienles. 

Al imponerse el movimiento de Rcfomrn, y las subsiguientes pugnas cnlrc 

conscr\'adores )'U hernies por la instauración del Imperio de México, surgió un estado general 

de pobreza en las arcas de la nación, que obligó a Don 81..'llilo Ju.trez a cesar el funcionamiento 

del TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO, mediante Decn:to de fecha 24 de Enc'fO de 
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1862; encargándose el despacho nonnal de los asuntos a la Suprema corte de Justicia. 

Posteriormente, durante el desarrollo histórico de la misma época, el Emperador 

Maximiliano de Habsburgo decretó una "Ley para la Organización de los Tribunales y 

Juzgados del Imperio" de fecha lo. de Enero de 1866, en donde se contenían una serie de 

interesantes disposiciones dirigidas a los jueces, a quienes se obligaba a asistir durante todas 

las horas que debían hacerlo a sus juzgados, sin perjuicio de continuar la labor fuera de horas 

cuando fuere necesario, ya que estaba convencido de que uno de sus deberes principales era que 

Injusticia se administrare "pronta y cumplidamente". 

Con el triunfo de Don Benito Juárcz y los Republicanos, precisamente, el 3 de 

Marzo de_ 1868, el Congreso Nacional derogó el anterior Decreto por el que se habla suprimido 

el TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO, y se encargó su reorganización al Ejecutivo. 

Este debería estar dividido en 3 Salas y quedar integrado por once magistrados: cinco de la 

Primera Sa.Jn y tres en cada una de las otras dos. Se destinó como sede del Poder Judicial del 

Distrito Federal el cx·con\'cnto de la Ensci'ian1n, sito en el número 100 de la Calle de Donceles, 

e inició en sus labores el 30 de Mayo del mismo ni'io, junto con los juzgados de to Civil y de 

lo Criminal. 
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4. Epoca contemporinea.~ Surgimiento del Trihuna1 Superior de Ju.sticin Uet Distrito Federn1. 

El Tribuna' Superior de Justicia dc1 Distrito Federal es el rcsuhndo de una gesta 

1riunfa1 que cuvo como efectos. entre otros, el de cei\ir In función de administmrsc justicia a sus 

verdaderos requirentes. logrando evilar injusticias e í.mpunidndes )' proporcionnndo seguridad 

y e~uídad en las relaciones de los gobernados sujetos a su jurisdi-cción. 

Para una mejor comprensión en c1 surgimiento y la evolución de1 Organo admi­

nistrador de justicia de que se lrnla, se consideran 3 clapns históricas: 

a) La pre-revolucionaria. 

b) La revolucionaria. 

e) La posH1::volucíonaria. 

a) Ln pre~revoludonaria. A la muerte del Presidente Jmirez. ni cabo de su 

segunda reelección en el nño de 1872, tuin pennanccfa latente 1a pugna originada por Ja 

oposición. Le sucede en el poder el Presidente de la Suprema Corte de Justicín, Scb<\Stián Lerdo 

de Tejada, que al declararse reelecto en Seplicmbrc de 1875, exacerbó nuevamente a la 

oposición. 
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Porfirio Dfaz se levantó en annas conforme al Plan de Tuxtepec, y al triunfar su 

movimiento convoca a elecciones, siendo declarado Presidente en Mayo de lf!:n. 

La primera gestión de don Porfirio oraz, fue de 1876 a 1880; tres meses antes de 

terminar este período, público la Ley Orgánica de los Tribunales del Distrito Federal y 

Tenitorios de la Baja California ( 15 de Septiembre de 1880), disponiéndose que el Tribunal en 

funciones se aumentara en tres Salas y Juzgados. 

Durante el mismo período, una nueva Ley de Organización de los Tribunales 

Comunes del Distrito y Territorios Federales. atentaría de la soberanía e independencia del 

Poder Judicial, fue publicada el 9 de Septiembre de 1903; en ella, se dieron facultades a la 

Secretaría de Justicia e Instrucción Pública pam ordenar y visitar a los tribunales, y para 

imponer a los jueces y empicados conec<:ioncs disciplinarias. asf como para librar excitativas 

de justicia y hacer visitas de cárceles. 

El nrtfculo 20 y afines de la Ley de Organización en mención, tratan de justificar 

la indebida intromisión del Poder Ejecutivo en la actividad judicial. Dclarando que la Secrctnria 

de Justicia no podía inmiscuirse en el ejercicio de la función jurisdiccional encaminada a los 

Tribunnlcs. y al imponer las correcciones disciplinarias aducidas, lo hacia llnkamcnte por faltas 

de orden administrativo o económico, o bien, por la violación de algunos de los deberes 

impuestos por la Ley a funcionarios y empleados. 
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A partir de esta Ley, e1 jefe de la administmción de justicia en c1 Distrito Federal, 

lo será igualmente del partido norte de la Rnja Cnlifomia. y del territorio de Quintana Roo. Así 

mismo, se adiciona c1 nombre del Tribunal Superior del Distrito, para quedar como Tribunnl 

superior de Justicia del Distrito y Territorios Federales. 

b) La rcvoluclonnrln. Al estallar la Revolución Mcx.icana en contra de la 

dictadura de Porfirio Oínz, se tuvieron como fines principales, entre otros, c1 respeto n el 

sufragio efectivo y la no reelección, c1 establecimiento de nonnas democráticas, el destituir al 

imperialismo, el hacer asequible una ADMINISTRAC!ON DE JUSTICIA PRONTA, HO­

NESTA Y EFICAZ, y la dcstn1cción de los latifundios por la refonna agraria. 

Las aspiraciones del pueblo mex.icuno parn lograr una administración de justicin 

equitativa, honesta, pronta y cfica7., se ven canalizadas por los elementos revolucionarios, 

cuando se denuncian los abusos de las diferentes autoridades judiciales, exigiéndose que se 

procediera confom1e n Derecho y dundo a conocer urgentes rcfomm.o,; tendente~ n mejorar este 

servicio. 

Dichas manifestaciones y denuncias, quedaron contcnillas en los documentos 

siguienlcs: 

Progruma del Purtido Li~rol. Los hcmmnos Ricardo y Jesús Flores Mag6n 
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manifiestan en este documento, la certeza de que el General Dfaz conoce que no tiene una sabi~ 

recta y honorable administración de justicia. Así como, de que sus funcionarios judiciales 

ejercitaban venganzas valiéndose de su poder, y que muchos de ellos venden ptíblicamente la 

justicia. 

Y se cuestionaban, -"¿el por qué se pennitfa se encarcele o hacía encarcelar a los 

periodistas que descubrían virilmente todas las inmoraJidades prácticas de In autoridad?•-. 

Afinmmdo, -"que si el Presidcnlc Dfaz deseaba evitar la enérgica situación que originaría la 

impunidad del delito de ultraje a In autoridad, debía evitar la autoridad, pues entre estas dos 

anarquías, la segunda es más peligrosa, porque el pueblo oprimido estalla y se rebela, y la 

autoridad no tiene el poder popular". (8) 

Plan de Snn Luis. El precursor Madero, dcspu~s de su aprehensión y lmslado a 

San Luis Potosí, redacla este documento, y expone al pueblo de México la necesidad de que 

lomaran las annas para arrojar del poder a las auloridades que les gobernaban. 

De la administración de justicia, en su parte expositiva, se decía que: 

8 Cfr. florn Utgón. Ricardo. Pro~rama ~l Partido I.Jb«>ral. I·~riddico R~.e~nuarlón. Mlilm. 1906, 
No. JH. lo. d~ Julio, p. I, 
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"Los pueblos en su csíucrzo conslm1te para que triunfen los ideales de libcrtnd y 

justicia, se ven precisados en determinar momentos históricos a realizar los mejores 

sacrificios ..... TANTO EL PODER LEGISLATIVO. COMO El.JUDICIAL. F.STAN COM­

PLETAMENTE SUPEDITADOS AL FJECUTIVO, LA DIVISION DE LOS PODERF.S, LA 

SOBERANIA DELOS F.STADOS, LA LIBERTAD DE LOS AYUNTAMIENTOS Y LOS 

DERECHOS DE LOS CIUDADANOS. SOLO EXISTEN F.SCRITOS EN NUESTRA 

CARTA MAGNA; PERO DE HECHO, PUEDE DECIRSE QUE EN MEXICO SOLO 

REINA l.A LEY MARCIAL ... IA JUSTICIA F.N VEZ DE IMPARTIR SU PROTECCION 

AL DEBIL SOLO SIRVE PARA LEGALIZAR LOS DESPOJOS QUE COMETE EL 

FUERTE; LOS JUECES, EN VEZ DE SER LOS REPRESENT ANTF.S DE LA JUSTICIA, 

SON AGENTES DEL EJECUTIVO, CUYOS INTERESES SERVIAN FlELMENTE .... L.as 

Cámaras de la Unión no tienen otra voluntad que la del Dictador; los gobernadores de los 

Estados son designados por él, y ellos a su vc1., designan e imponen, de igual manera, las 

autoridades municipales". (9) 

Plan de Ayab1. El General Zapata junto con el profesor Montaña fueron los 

redactores de este documento, que en el objetivo administración de justicia, hace líoicamcntc 

denuncias sobre la conducta y el procedimiento de las autoridades judicial e~. gcncraliuindolas 

en tal ronceplo en su punto sexlo, que decía que: 

.'ii/1w llt'T:.og, J,..uls. /lrt'W lfülllri111/1' la RC"l'tllurii111 Mnkatld. /~il. Fom/d ti.- C11l1ura I::ninifmlca, 
Ml.1ko, /Y7J, fom" l. l'-1'· 140-157. 
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"A la sombra de la tiranía y justicia venal. habían usurpado los hacendados. 

científicos y caciques; los terrenos, montes y aguas•. ( 10) 

En tnl vinud, prometían el eslablccimiento de Tribunnles especiales para que 

hiciesen justicia a los despojados, 

Pion de Guadalupe. El jefe del ejército constitucionalista, Don Venustiano 

Carranza, finna este documento el 26 de Mano de 1913, con la aspiración de derrotar a Huerta 

para restablecer el orden Constitucional. En su considerando primero, hizo mención al Poder 

Judicial, diciendo que: 

'CONSIDERANDO QUE LOS PODERES LEGISLATIVOS Y JUDICIAL, 

HAN RECONOCIDO Y AMPARADO, EN CONTRA DE LAS LEYES Y PRECEPTOS 

CONSTITUCIONALES AL GENERAL VICTORIANO HUERTA Y SUS ILEGALES Y 

ANTIPATICOS PROCEDIMIENTOS .... SE DESCONOCETAMBIEN A LOS PODERES 

LEGISLATIVOS Y JUDICIAL DE LA FEDERACION'. (11) 

/O /'anida /Jrr:wo. Robt>r10. Historia ckl Tribunal S11¡Nrior ck Jw1icia dd diJtrllO Feckrat. PubllMCidn 
pan/rular t".thltnlt en la l.Ublioltta dtl ArchlWJ Judicial dtl propio 1".S. dt J. dtl IJ.1··. Mliico, 1990. p. 8J. 

11 ldtm. p. lU 



Posteriormente. el mismo Don Venustiano Carranza, como Primer Jefe, dictó 

imponantes disposiciones en materia de justicia del orden común para el Distrito Federal, 

expidiendo el 29 de Enero de 1915 el decreto número 34, estableciendo una administración de 

justicia provisional. De igual forma, íueron creados 5 juzgados menores, 5 civiles, 5 de 

instrucción, 5 correccionales, 8 auxiliares, así como los menores de paz y foráneos. 

Connncl6n de Agua.scaUentcs. La Asamblea Nncional Revolucionaria integrada 

por delegados de filiación Carrancista, de la División del Norte y del Movimiento del Sur, 

nombra,n como su presidente interino al General Eulnlio Gutiérrez, y reunidos en Jojutla, 

Marcios, dan a la publicidad su "Progn1ma de Rcfonnas Políticas y sociales" con fecha 18 de 

Abril de 1916. 

Este Programa, en lo relativo a la justicia, ex.ponía que: 

"EN EL RAMO DE JUSTICIA, LA CONVENCION ALUDE A LAS REFOR­

MAS, QUE CON URGENCIA RECLAMA EL DERECHO COMUN DE ACUERDO CON 

LAS NECESIDADES DE QUE LOS CODIGOS SE MODIFIQUEN EN ESE SENTIDO, 

PARA EFECTO DE SUPRIMIR TODA EMBARAZOSA TRAMITACION Y HACER 

EXPEDITA Y EFICAZ LA ADMINISTRACION DE JUSTICIA" 

Conslltuc16n Politka de Jos Estados Unidos Mexicanos de 1917. Don Venusriano 
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Carranza convocó a un Congreso constituyente para reíonnar a la Constitución de 1857, y en 

la lectura de su informe en la primera sesión, mencionó solemnemente, acerca de la adminis4 

tración de justicia, lo siguiente: 

"LOS JUECES HAN SIDO, DURANTE EL PERIODO CORRIDO, DESDE LA 

CONSUMACION DE LA INDEPENDENCIA HASTA HOY, IGUALES A LOS JUECES 

DE LA EPOCA COLONIAL; ELLOS SON LOS ENCARGADOS DE AVERIGUAR LOS 

DELITOS Y BUSCAR LAS PRUEBAS A CUYO EFECfO SIEMPRE SE HAN CONSI­

DERADO Alfl'ORIZADOS A EMPRENDER VERDADEROS ASALTOS CONTRA LOS 

REOS, PARA OBLIGARLOS A CONFESAR, LO QUE SIN DUDA DESNATURALIZADA 

LA FUNCION DE LA JUDICATURA .... LA SOCIEDAD ENTERA RECUERDA, HO· 

RRORIZADA LOS ATENTADOS COMETIDOS POR JUECES QUE, ANSIOSOS DE 

RENOMBRE, VEJAN QUE LLEGABA A SUS MANOS UN PROCESO QUE LES PER­

MITIERA DESPLEGAR UN SISTEMA COMPLETO DE OPRESION, EN MUCHOS 

CASOS CONTRA PERSONAS INOCENTES Y EN OTROS CONTRA LA TRANQUILI· 

DAD Y EL HONOR DE !A FAMILIA, NO RESPETANDO SUS INQUISICIONES, NI LAS 

BARRERAS MISMAS, QUE TERMINANTEMENTE ESTABLECIA LA LEY .... EL 

PROCEDIMIENTO CRIMINAL EN MEXICO, HA SIDO HASTA HOY, CON LIGERAS 

VARIACIONES, EXACTO AL MISMO QUE NOS DEJARON LA IMPLANTACION 

ESPAÑOLA, SIN QUE SE HA YA LLEGADO A TEMPLAR EN LO MAS MINIMO, SU 

DUREZA, PUES, ESA PARTE DE LA LEGISLACION MEXICANA HA QUEDADO 

ENTERAMENTE ATRASADA, SIN QUE NADIE SE HAYA PREOCUPADO EN 

MEJORARLA .... DILIGENCIAS SECRETAS Y PROCEDIMIENTOS OCULTOS DEQUE 

EL REO NO DEBIA TENER CONOCIMIENTO, COMO SI NO SE TRATASE DE EUD SU 
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LIBERTAD Y DE SU VIDA: RESTRICCIONES DB. DERECHO DE DEFENSA IMPI­

DIENDO AL MISMO REO, Y A SU DEFENSOR, ASISTIR A LAS RECEPCIONES DE 

PRUEBAS EN SU CONTRA, COMO SI SE TRATASE DE ACTOS INDIFERENfES QUE 

DE NINGUNA MANERA PODRIAN AFECTARLO. Y POR ULTIMO, DEJAR LA SUER­

TE DE LOS REOS CASI SIEMPRE ENTREGADA A LAS MAQUINACIONES FRAU­

DULENTAS, Y DOLOROSAS DE LOS ESCRIBIENTES, QUE POR PASION O POR VIL 

INTERESES ALTERABAN SUS PROPIAS DECLARACIONES, LA DE LOS TESTIGOS 

QUE DISPONIAN EN SU CONTRA Y AUN LO DE LOS QUE SE PRESENTABAN A 

DECLARAR EN SU FAVOR". (12) 

El reclamo del Primer Jefe, era el mismo que tenia la mayoría de los diputados 

Constituyentes; el ambiente del Congreso condenó la actuación de los Tribunales, y por ese 

motivo, como por los compromisos que habían contra(do ante el pueblo los revolucionarios, 

nuncn fue mayormente debatido este requeñmicnto, que con atención 'i profundidad se decidió. 

Don Vcnustiano Carranza cumplió, y logró plasmar en et texto Constitucional de 1917, los 

anhelos de justicia que tos representativos de las aspiraciones n:volucionarins, sintetizaron en 

el pensamiento de uno de los oradores de este trascendental debate, cuando expresó reliriéndosc 

al Poder Judicial, que: "LAS REVOLUCIONES SE HACEN POR LA FALTA DE EFI­

CAZ JUSTICIA". (13) 

e) La pos:t·revolucionarla. Pasada la revuelta contra la dictadura, y al 

12 l1ar1ida llraWJ, Robtrto. Op. cit. Jl.p. 87-M. 

I J ld~m. p. 88 
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encontrarse en estabilidad la situación política del pa[s, se requería un cambio visible en la 

administración de justicia; as(, fue dictada una nueva Ley Orgánica para los Tribunales del 

Fuero Común (9 de Septiembre de 1919) que indica modiíicacioncs en su estructura, se senatan 

como juzgados de primera instancia al civil, al correccional y al penal, se reduce la jurisdicción 

territorial, y se agudiza en contra de los responsables por delitos y faltas en contra de la función 

jurisdiccional. 

La Ley Orgánica anterior no surtió los efectos deseados, y al ser electo ~idcnte 

de la República el Lle. Emilio Portes Gil expide una nueva Ley Orgánica de los Tñbunalcs de 

Justicia del Fuero Común (31 de diciembre de 1928), que comprende importantes modifica· 

ciones en materia de jueces, magistrados, correccionales, juzgados menores de paz. el jurado, 

las responsabilidades administrativas del Presidente del Tribunal, la organización interior de 

las salas y juzgados, el archivo judicial, el boletín judicial, los anales de jurisprudencia. la 

imposición de las correcciones disciplinarias y los delitos comunes. 

Al ser designado Presidente Sustituto de la Repllblica Mexicana el militar y político · 

Abelardo L Rodríguez, llevó a cabo una política obrerista, su aportación a la administración 

de justicia fue el dccrct.ir la Ley orgánica para los Tribunales de Justicia del Fuero común de 

1932, que se orientaba a In aplicación equitativa de la Ley, para responder mejor a los 

requerimientos de justicia. y a la obtención de bienestar social mediante su impartición gratuita, 

pronta y expedita. 
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Posteriormente, al declararse Presiden le al Uc. Gustavo Dfaz Ordaz. quien había 

lenido un conocimiento previo de cuestioncsjudicinles, e)t.pidió, con fcchn 29 de Enero de 1969, 

la Ley Orgánica de los Tribunales de Justicia del Fuero Común del Distrito Federal que 

modifica los juzgados menores del pnnido judicial, pasando a ser juzgados civiles, enumerándolos 

progresivamente del décimo noveno al trigésimo octnvo, se enumeraron 310 nrtfculos en trece 

titulas, que nos hablan de fas Disposiciones Generales; del cómo aplicar las Leyes en asuntos 

civiles y penales del fuero coriiún, así como qui~n detenta esa facuhad, de la división territorial, 

de las condiciones y prohibiciones para ejercer funciones judiciales; de la incompatibilidad e 

incapacidad, de In organiz.ación de los tribunales; del tribuna] superior. del tribunal pleno, del 

presidente del tribunal, de lns sal ns, de la organización de los juzgados depcndienlcs del tribunal 

superior, de los juzgados civiles, de los juzgados pupilares, Je la organi7.nción inlema de los 

juzgados civiles, de las cortes y juzgados penales, de los presidentes de dcbntes, de la jusi ida 

de paz, del jurado popular, de los juzgados de Jos territorios; de los juzgados de primera 

instancia, de los juzgados menores, de los juzgados de paz, del proccdimienlo para suplir las 

faltas de los funcionarios y empleados de la administrnción de justicia; de Jos síndicos de 

concursos, de los intervcnlores de concursos, de Jos albaceas, luton:s y curadores, de los 

nolarios, de los pcñlos, del servicio m~dico forense, dependencias del tribunal; del archivo 

judicial, de los anales de jurisprudencia y su sección bolelfn judicial, de la biblioteca, 

conserjería; aranceles de los abogados, de los depositarios, de los intérpretes y lraduclorcs, de 

los árbitros, cuantía detenninada o que deba delenninarsc, de la cuantía indctenninada, de las 

responsabilidades oficiales; de las faltas oficiales, del procedimiento para imponer cortéccio­

nes disciplinarias. de los delitos oficiales, de la susailución en caso de impedimenlos, 

recusaciones y excusas. 
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En la actualidad, conlinúa vigente la l1hima de las Leyes de organización men­

cionadas: operándose en su liler.tlidad y en fechas n:cicntes importantes modificaciones, para 

conformarse un Tribunal Superior de Justicia con una estructura f uncionnl adecuada y a!ln más 

sólida. que se estima acorde con los requerimientos de prontitud y expcditez en la administra­

ción de justicia del fuero comlln del Distrito Federal. 
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CAPITULOII 

EL SEÑOR JUEZ COMO 

ADMINISTRADOR DE JUSTICIA 



CAPITULOII 

EL SEÑOR JUEZ COMO ADMINISTRADOR DE JUSTICIA 

l. Importancia de la función social de administrar Justicia. Consideraciones generales. 

Hacer justicia, implica administrarla, llevándola o trayéndola a donde se le 

requiere. Su aplicación en casos concretos es una función sociBI, que se hace consistir en la 

acción de mantener actuante al Derecho vigente, impulsándolo hacia su ideal de justicia. 

Ln importancia de su administración, es derivada de la necesidad de desgajar el 

orden jurídico fonnal en todas y cada una de las controversias que se susciten, para la 

prosecución real de su fin primordial de seguridad. 

2. La figura del Juez como administrador de Joslkla. En un Estado de Dem:ho, como el 

nuestro, se destaca la figura del juzgador como un vindicador del Derecho. 

A el juez suele dcnominársele como un garanle de la nonnatividad, pues en su 

actuar cotidiano. deviene el poder en sus mMOS para decir el Derecho ap1icablc en los casos 
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concrelos que le son planteados. Por lo anterior. se le considera indispensable para lograr unn 

mejor convivencia dentro de la Sociedad. 

Se ha pretendido en erigirlo como un director del proceso, pero tal cuestión es de 

imposible realización habiendo vigente el sistema dispositivo, que pennitc el libre impulso 

procesal. con una muy limitada actuación del juez en el proceso mismo. 

Actualmente, se han incrementado sus facultades de inter\'cnción y de decisión. en 

basen el principio de prueba de sana cñtica, y al extender su ramo de conocimiento a cuestiones 

del Derecho especializado, permitiéndole así recubrir de protección mayor a los gobernados 

que confían en su poder para decir el Derecho. 

De su Scmblnn1.n Actual, se desprenden: 

a) Fondones propins de su encargo. Al señor juez comrtc la función juris­

diccional, la cual qucdn desglosada en: 

l. Ln realiznción de todas las diligencias necesarias tendentes a ilustrar su 

entendimiento y a dirigir su conciencia, sobre los hechos que los litigantes presentan a su 

decisión. 
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11. La resolución de la contienda planleada; y. 

111. El poder de coacción para lograr el cumplimiento forzado de la resolución. 

Lo anterior. mediante una apegada observancia de Ja Ley en su textualidad y en su 

total extensión. 

b) Cualidades debidas en el Juez.. Al hablarse de cualidades inherentes al seftor 

juez. se hace referencia a sus calidades humanas y jurídicas; y asf, se destacan las siguientes: 

ajenas. 

J. La jurisprudencia. es decir, la sapiencia del Dciecho: (14) 

D. La posesión de una fina tc!cnica para interpretar y aplicar el Derecho: (15) 

UI. El ser imparcial, para mantener el equilibrio entre lns partes contendientes: 

IV. El tener valor civil, para imponer el Derecho con sus consecuencias: y, 

V. FJ tener una inquebrantable probidad moral, para resistir las influencias 

Además, de la reunión de todos los requisitos de edad y condiciones fisicas 

óptimas, que exigen los Ordenamienfos correspondientes. A 610. se auna el requerimiento de 

una buena reputación. 

14 /Jurgon Oriluula, Ignacio, EJ}uri.Jla y'' s/mJJador dd lktVcho, Edil, Pomla, All.xlro, 1988. P.p. 78-'19. 
15 Aul/ano Gan:fa, Carlos, l'rdcllea jllTfdlca. Edil. l'orr"4, Mhko, 1979, p. 368 
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e) Nombramiento del Jnez. En nuestro país existe el nombramiento de los jueces 

a tmv~s del examen de oposición. ( 16) 

Este examen consta de dos ~ipos de pruebas: escritas y orales. 

En su planlcamiento. intervienen acti\'nmcntc importantes órganos del Tribunal 

Superior de Justicia: y. se Jmce consistir en la resolución de un conjunto de pruebas y de 

situaciones problemáticas. para que por contraste de los resultados oblenidos en cuanto a la 

capacidad judicial, actitud de vocación social, antecedentes académicos y experiencia profe­

sional, se califique de manera fundamentada a los sustentantes en un dictamen que conduzca 

a la determinación del candidato seleccionado. 

Con el procedimiento anterior, es posible obtener nombramientos de jueces con 

aptitudes comprobadas. 

d) Impedimentos, excusas y n-c=wacJones. En nuestro Sistema de Derecho, los 

impedimentos "son los hechos o circunslancias personales que ocurren en un funcionario 

judicial. y que lo obligan a inhibirse del conocimiento de determinado juicio por ser obstáculos 

16 R'81am,nlo fk/ F .. mmen de Opmlrlr.Jn. 'n bol~lln Judicial, Nilm. 55. Marl's 7 d~ 0r.·1ubre d' 1986. 
P.p. /·ti 
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para que imparta justicia". ( 17) 

Las causas especfficas de impedimento, se regulan en el articulo 170 del Código 

de Procedimientos Civiles para el Distrito Fcdeml, mismas que por su importancia se 

transcriben: 

"Todo magistrado, juez o secretario, se tendrá por forz.osamcntc impedido para 

conocer en los casos siguientes: 

1. En negocio en que tenga interés directo o indirecto: 

n. En los negocios que interesen de la misma manera a su cónyuge o a sus 

parientes consangu(ncos en línea recta, sin limitnción de grados: a los colaterales dentro del 

cuarto grado, y a los afines dentro del segundo; 

DI. Siempre que entre el funciona:io de que se trate, su cónyuge o sus hijos y 

algunos de los interesados, haya relación de intimidnd nacida de algún acto civil o religioso, 

sancionado y respetado por la costumbre: 

IV. Si fuere pariente por consanguinidad o afinidad, del abogado o procurador 

11 /'aUar~s. f:Juardo, Dií'cionario de D<ucho Prousal Cfrll. F.dit. l'omla, Mblro, 1966, p. JBO. 
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de alguna de las partes, en los mismos grados a que se refiere la fr.icción 11 de este 

artrculo; 

V. Cuando él, su cónyuge o alguno de sus hijos se.a heredero, lcgalario, donante, 

donatario, socio, acreedor, deudor, fiador, fiado, arrendador, arrendatario, princip.1], dependiente 

o comcnsaJ habitual de algunn de las panes, o administmdor actual de sus bienes; 

VI. Si ha hecho promesas o amenazas, o h.1 manifestado de otro modo su odio o 

afecto por alguno de los litigantes; 

VII. Si asiste o ha asistido a convites que especialmente para él diere o costeare 

alguno de los litigantes, después de comenzado el pleito, o si tiene mucha familiaridad con 

alguno de c11os, o vive con él, en su compaiHn, en una misma casa; 

VIII. Cuando después de comenzado el pleito, haya ndmitido él, su cónyuge o 

alguno de sus hijos, dádivas o servicios de alguna de las partes; 

IX. Si ha sido abogado o procurador, perito o testigo en el negocio de que 

se trnte; 

X. Si ha conocido del negocio como juez. árbitro o asesor. resolviendo algún punto 

que afecte a la substancia de la cuestión, en la misma instancia o en otra; 
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XI. Cuando él, su cónyuge o alguno de sus parientes consanguíneos en Unea recta, 

sin limitación de grados, de los colaterales dentro del segundo, o de los afines en c1 primero, 

siga contra alguna de las partes, o no ha pasado un año de haber seguido un juicio civil o una 

causa criminal, como acusador, querellante o denunciante, o se haya constituido parte civil en 

causa criminal seguida contra cualquiera de ellas: 

XII. Cuando alguno de los litigantes o de sus abogados es o ba sido denunciante, 

querellante o acusador del funcionario de que se trate, de su cónyuge o de alguno de sus 

expresados parientes, o se ha constituido parte civil en causa criminal seguida contra cualquiera 

de ellos, siempre que el Ministerio Público haya ejercitado la acción penal: 

XIII. Cuando c1 funcionario de que trate, su cónyuge o alguno de sus expresados 

parientes, sea contrario a cualquiera de las partes en negocio atlministmtivo que afecte a sus 

intereses: 

XIV. Si él, su cónyuge o alguno de sus expresados parientes sigue algdn proceso 

civil o criminal en que sea juez, agente del Ministerio Póblico, drbitro o arbitrador. alguno de 

los litigantes; 

XV. Si es tutor o curador de alguno de los interesados, o no han pasado tres aftos 

de haberlo sido•. 
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Al coníluir. en el caso en particular, alguna de las cnusns de impcdimenlo 

mencionadas, el juzgador tiene el deber scilalado de inhibirse, absteniéndose del conocimiento 

del negocio --exca5'ndosc-, en el caso contrario, el litigante perjudicado tiene el derecho de 

promover una recusación. 

La recusación es •et aclo procesal por el cual una de las partes solicita del juez, 

magistrado o secretario, se inhiban de seguir conociendo de un proceso por concurrir en ellos 

algdn impedimento legal". (18) 

Aclunlmcntc, sólo procede expresándose la causa en la cual se funda. 

e) l>en"Chos y deberes del Juez. Corresponden aljuzgndor, en orden a lo nito de 

su investidura, los siguicnti:s Derechos: 

l. El ejercicio regular del poder jurisdiccional; 

11. El gozar de una justa retribución pecuniaria, la cual no podrá disminuirse 

durante su encargo; 

111. El tener independencia para el mejor desempci\o de sus funciones¡ 

IR fÑ/inll'ldn citada f"1' '' Ur. I''ÁuaTJo l'1lllnT,s. Op.cll. P.p. 655-656. 
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IV. El que se le provea del suficiente material administrativo. así como del 

personal necesario para el mejor desempeño de sus funciones; 

V. El gozar de protección constitucional, cuando se le pretenda enjuiciarlo penal 

o administrativamente; y, 

VI. Los demás que se derivan de los Ordenamientos sustantivos y adjetivos. que 

regulan su actuación. 

Como Deberes del propio juzgador, quedan contemplados los siguientes: 

J. Dcsempeftar con regularidad su función jurisdiccional, la cual queda 

desglosada en un doble aspecto: juzgnr y hacer ejecutar lo juzgado. 

11. Apegarse a el texto de la Ley, alln cuando exista silencio u obscuridad, 

debiendo actuar confonne a los principios generales del Derecho. 

111. Cumplir con las disposiciones constitucionales de prontitud, cxpeditez y 

gratuidad en el diclado de sus resoluciones. 

IV. Tratar con decoro y cortesía a quienes acudan en demanda de justicia. 
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V. Cumplir con las fonnalidadcs que marca la Ley, para el desempeño de su 

actuación; y, 

VI. Los demás que se desprenden n su cargo, del texto de los Ordenamicnlos 

sustanlivos y de organización que ñgen su actuación. 

O ResponsnbWdades en que puede incurrir en el dcsempcfto de so encargo. 

La responsabilidad en el seflor juez. debe ser entendida como "el conjunto de consecuencias de 

Derecho a que se hace acreedor el juzgador cuando incumple con sus obligaciones respcctivM". 

(19) 

Al respecto, se estima viene ni caso un comentario que es citado por el maestro 

Eduardo Pallares, y que es el siguiente: 

"La responsabilidad oficial es un mito, ni extremo de que los jueces prevaricadores 

escapan a ella, y el espíritu de cuerpo que cxislc en In burocracia judicial, los protege 

sistemáticamente. Sólo en el caso c~trcmo se procede contra ellos, y las más de las veces 

1inicamenle se les separa de sus pueslos. o se les pide la renuncia respectiva•. (20) 

19 lkfi11/ciú11 cilada "°'el /Je~ Ct1'1m Are llano García. Op. c/1. p. 421. 
20 Op. c/1. p. 49 
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La responsabilidad de los jueces es susceptible de dosificarse en administrativa. 

penal y civil: según el Ordenamiento en que se contemple. 

Así, existe Responsabilidad Administrativa, cuando se actualiw alguna o algunas 

de las fallas que se enumeran en el artículo 2.88 de la Ley orgánica de los Tribunales de Justicia 

del Fuero Común del Distrito Federal; o bien, ni actualizarse el incumplimiento de alguna o 

algunas de las obligaciones de los servidores públicos que se contienen en el artfculo 47 de la 

Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos. 

En el primero de los preceptos en cita. es decir, en el mtfculo 288 de la Ley orgánica 

de los Tribunales de Justicia del Fuero Comtln del Distrito Fedeml. quedan comp~ndidas las 

fallas siguientes: 

"l. No dictar, sin causa justificada, dentro del término setlalado por la Ley, los 

acuerdos que procedan a los escritos y promociones de las partes; 

11. No dar al Secretario los puntos resolutivos. ni dictar sin causa justificada. 

dentro del ténnino que sef'iala la Ley. las sentencias interlocutorias o derinitivas de los negocios 

de su conocimiento; 

111. No concluir, sin causajustiricoda, dentro del t6mino de la Ley, la instrucción 

de Jos procesos de su conocimiento; 
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IV. Dictar resoluciones o trámites notoriamente innecesarios, que sólo tienden 

a dilatar el procedimiento~ 

V. Admitir demandas o promociones de parte de quien no acredite su persona-

lidad confonne a la Ley. o desechar, por esa deficiencia, unas y otras, de quienes Ja hubieren 

acredit.1do suficientemente; 

VI. Admitir fianus o contrafianzas en los casos que prescriben las Leyes, de 

personas que no acrediten suficientemente su solvencia y In libertad de gravámenes de los 

bienes que sirvan para ello~ 

VII. Actuaren los negocios en que estuvieren impedidos por las causas previstas 

en las fracciones IJJ, IV, VI, X, XI, XII y XIII del artículo 170 del Código de Procedimientos 

Civiles; 

VID. Hacer declaración de rebeldía en perjuicio de alguna de lns partes, sin que 

las notificaciones o citaciones anteriores hayan sido hechas en forma legal o antes del t~rmino 

prevenido por la Ley; 

IX. No recibir las pruebas ofrecidas por los litigantes. cuando reunan los 

requisi1os del anfculo 285 del Código de Procedimientos Civiles; 

X. Hacer uso, en perjuicio de las panes, de los medios de apremio sin causa 

justificada; 
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XI. No presidir las audiencias de recepción de pruebas y las juntas y demás 

diligencias para las que la Ley determine su intervención~ 

XII. Señalar para Ja celebración de las vistas o audiencias, un día lejano cuando 

se pueda designar otro más próximo; 

XIII. Decretar un embargo o ampliación de 61, sin que se reunen Jos requisitos de 

Ley. o negar Ja reducción o levantamiento del mismo, cuando se compmebc en autos, de manera 

fehacicnle, que procede una u otra; 

XIV. No concunir, sin causa justificada, al dcsempcllo de sus labores oficiales, 

durante rodas las horas reglamentarias; 

XV. Alterar el orden de las listas al hacer el nombramiento de auxiliares de la 

Administración de Justicia y, 

XVI. Dedicar a los servidores pllblicos de la Administración de Justicia de su 

dependencia al dcsempeilo de labores extrañas a las funciones oficiaJes, las que deberán estar 

demarcadas con roda precisión en el reglamento de esta Ley. 

En el caso de las fracciones IV, V, VI, VIII, IX y XIII será requisito de 

proccdibilidad que la resolución de que se trate. haya sido revocada". 
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De la comisión de las faltas enunciadas que engendren responsabilidad adminis­

trativa, conocerá en única instancia el Tribunal Superior previa In queja que se promueva por 

Ja parte autorizada, y mediante audiencia que se conceda a el juez inculpado. Si resolla 

procedente, se hará la dcclrunción de que el juez incurrió en la falta de que se tralc, y se impondr.i 

In sanción que corresponda. 

Lo anterior, sin perjuicio de que la conducta que scjuzgn, sea también sancionada 

por el propio Tribunal Superior, como manifiesto incumplimicnlo de las obligaciones de los 

servidores públicos, que quedan contenidas en el artículo 47 de Ja Ley Federal de Responsa­

bilidades de los Servidores Ptlblicos, las cuales son las siguientes: 

•r. Cumplir con la máximo diligencia el servicio que le sea encomendado y 

abstenerse de cualquier acto u omisión que cause In suspensión o deficiencia de dicho servicio 

o implique abuso o ejercicio indebido de un empico, cargo o comisión: 

11. Fonnulnr y ejecutar legalmente, en su caso los planes. programas y prcsu~ 

puestos correspondientes a su competencia, y cumplir las Leyes y otras nonnas que 

determinen el manejo de recursos económicos públicos: 

111. Utilizar los recursos que tengan asignados para el desempeño de su empleo, 

cargo o comisión, (a_o¡ facultades que le sean atribuidas o la información reservada a que tenga 

acceso por su íunción exclusivamente pam los fines a que están afectos: 
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IV. Custodiar y cuidar In documentación e infonnación que por razón de su 

empleo, cargo o comisión, conserve bajo su cuidado o a la cual tenga acceso, impidiendo o 

cvitnndo el uso, Ja suslmcción, destrucción, ocu1tamiento o inutilit.aci6n indebidas de aquellas; 

V. Observar buena conduela en su empico, cargo o comisión, tratando con. 

respeto, diligencia, imparcialidad y rectitud a las personas con las que tenga relación con 

motivo de éste. 

VI. Observar en la dirección de sus inferiores jerárquicos las debidas reglas del 

trato y abstenerse de incurrir en agravio, desviación o abuso de autoridad; 

VII. Observar respeto y subordinación legftimas con respecto a sus superiores 

jerárquicos inmediatos o mediatos, cumpliendo las disposiciones que ~stos dicten en el 

ejercicio de sus atribuciones; 

VIII. Comurúcar por escñto al titular de la dependencia o entidad en la que presten 

sus servicios el incumplimiento de las obligaciones establecidas en éste artículo o las dudas 

fundadas que le suscite la procedencia de las órdenes que reciba; 

IX. Abstenerse de ejercer lns funciones. cargo o comisión después de concluido 

el período para el cual se le designó o de haber cesado, porcunlquier otra causa, en et ejercicio 

de sus funciones; 
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X. Abstenerse de disponer o autorizar a un subordinando a no asistir sin 

causa justificada a sus labores por más de quince días continuos o treinta discontinuos 

en un ano, asf como de otorgar indebidamente licencias, pcm1isos o comisiones con goce 

parcial o total de sueldo y otras percepciones, cuando las necesidades del servicio público no 

lo exijan; 

XI. Absttncrse de dcscmpcnar algún otro empico, cargo o comisión oficial o 

particular que la Ley le prohiba. 

XII. Abstenerse de autorizar la selección, contratación, nombramiento o 

designación de quien se encuentre inhabilitado por resolución firme de la autoridad competente 

para ocupar un empico, cargo o comisión en el servicio público. 

XIJI. Excusruse de intervenir en cualquier forma en la atención, tramitación 

o resolución de asuntos en los que tenga interés personal, familiar o de negocios, 

incluyendo aquellos de los que pueda resultar algún beneficio para él, su cónyuge o 

parientes consanguíneos hasta el cuarto grado, por afinidad o civiles, o para terceros con 

los que tenga relaciones profesionales, laborales o de negocios, o para socios o sociedades 

de las que el servidor público o las personas antes referidas fonnen o hayan fomrndo 

parte. 

XIV. lnfonnar por escrito al jefe inmediato y en su caso, ni superior jerárquico, 

sobre la atención, tnimirc o resolución de los asuntos a que hace referencia Ja fr.icción anterior 
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y que sean de su conocimiento; y obscn-ar sus instrucciones por escrilo sobre su atención, 

tramitación y resolución, cuando el servidor público no pueda abstenerse de intervenir en 

ellos: 

XV. Abstenerse, durante el ejercicio de sus funciones de solicitar. aceptar o 

recibir, por sf o por intcrpósita persona, dinero, objetos mediante enajenación a su favor en 

precio notoriamente inferior al que el bien de que se trate y que lenga en el mercado ordinario, 

o cualquier donación, empico, cargo o comisión para sf, o para las personas a que se refiere la 

fracción Xlll, y que procedan de cualquier persona física o moral cuyas actividades profesio­

nales, comerciales o industriales se encuentren directamente vinculadas, ~guiadas o supervisadas 

por el servidor ptlblico de que se trnte en el dcscmpcflo de su empico, cargo o comisión y que 

implique intereses en conflicto. Esta prevención es aplicable basta un nilo despu~ de que se 

haya retirado del empico, cargo o comisión. 

XVI. Desempeñar su empleo, cargo o comisión sin obtener o pretender obtener 

beneficios adicionales a las contrnprestnciones comprobables que el Es1ado le otorga por el 

desempeilo de su función, sean para él o para lns personas a las que se refiere la fracción 

XIII; 

XVII. Abstenerse de inlervenir o participar indcbidamenle en la selección, nom­

bramiento, designación, contratación, promoción, suspensión, remoción, cese o sanción de 

cualquier servidor ptlblico, cuando tenga inlcn!s personal, familiar o de negocios en el caso, o 

pueda derivar alguna ventaja o beneficio para el o para las personas a las que se refiere la 

fracción XIII; 
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xvm. Presentar con oportunidad y veracidad la dcclarnción de situación patrimo­

nial ante la Secretarla de la Contrnlorfa General de la Federación, en los ténninos que sei\ala 

Ja Ley; 

XIX. Atender con diligcnci~ las instrucciones, requerimientos y resoluciones que 

reciba de la Secretaría de la Contraloría, conforme a la competencia de ésta; 

XX. Informar al superior jerárquico de todo acto, u omisión de los servidores 

ptlblicos sujetos a su dirección, que pueda implicar inobservancia de las obligaciones a que se 

refieran las fracciones de éste artículo, y en los términos de las nonnas que al efecto se 

expidan; 

XXI. Proporcionar en forma oportuna y veraz, toda la información y datos 

solicitados por la institución a la que legalmente le compela la vigilancia y defensa de los 

derechos humanos, a efecto de que aquella pueda cumplir con las facultades y atribuciones que 

le correspondan: 

XXII. Abstenerse de cualquier acto y omisión que implique incumplimiento de 

cualquier disposición jurídica relacionada con el servicio público, y 

XXIU. Las demás que le impongan las Leyes y reglamentos". 
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Además, de que en el primero de los Ordenamientos reglamentarios citado, se 

regulan las fallas leves o graves en que de igual forma pueden incurrir Jos juzgadores, 

disponiéndose en su artículo 301 respectivo, que: 

"También se castigarán como faltas leves o graves, segdn el caso, a juicio del 

funcionario encargado de imponer la pena y en los rérminos que prescriben Jos artlculos 295 

y 296 de esa Ley, las infracciones y omisiones en que incurran los funcionarios y empicados 

de la Administración de Justicia, con relación a los deberes que les imponen las disposiciones 

de ésta Ley y las demás sustantivas y adjetivas del Distrito Federal y los reglamentos 

respectivos•. 

Las sanciones por Ja comisión de las faltas previstas en el primero de Jos 

Onlenamientos citados, se hacen consistir en apercibimientos y multas, con una nnotación en 

el expediente respectivo; las correspondientes a el incumplimiento de las obligaciones 

genl!ricas contenidas en el segundo de los Ordenamientos bajo mención, se elevan a la 

aplicación de apercibimientos privados o pdblicos, amonestaciones privadas o pdblicas, 

suspensiones, destitución del puesto, sanciones económicas e inhabilitación temporal para 

desempei'lar empleos, cargos o comisiones en el servicio ptlblico, scglln lo que corresponda de 

acuerdo a la gravedad de la responsabilidad. 

&.iste Responsabilidad Penal para los servidores pdblicos -jueces- • cuando 
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ejecuten alguno de los hechos, o bien. cuando incurrnn en alguna de las omisiones sancionadas 

bajo et Tflu1o Dccimoprimcro del Código Penal para el Distrito Federal, en cuyo Capítulo 1, 

artículo 225, se dispone que: 

"Son delitos contra la administración de justicia, cometidos por servidores ptlblicos 

los siguientes: 

l. Conocer de negocios para los cuales tengan impedimento legal o abstenerse 

de conocer de los que les corresponda, sin tener impedimento legal para ello: 

11. Dcscmpci'lar algl\n otro t:mplco oficial o un puesto o cargo particular que la 

Ley les prohiba; 

111. Litigar por sr o por intcrpósita persona, cuando la Ley tes prohiba el ejercicio 

de su profesión; 

IV. Dirigir o aconsejar a las personas que ante ellos litiguen; 

V. No cumplir una disposición que legalmente se les comunique por su superior 

competente. sin causa fundada para ello; 
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VI. Dictar, a sabiendas, una resolución de fondo o una sentencia definitiva que 

sean ilrcitas por violar nlgtln precepto tcnninantc de Ley. o ser contrarias a las actuaciones 

seguidas en un juicio o al veredicto de un jurado: u omitir dictar una resolución de trámite, de 

fondo o una sentencia definitiva lícita, dentro de los ténninos dispuestos en la Ley; 

VII. Ejecutar actos o incurrir en omisiones que produzcan un daño o concedan a 

alguien una ventaja indebidos: 

VIII. Retardar o entorpecer maliciosamente o por negligencia la administmci6n de 

jus1icia; 

IX. Abstenerse injwtificadamente de hacer la consignación que corresponda c:on 

arreglo a la Ley, de una persona que se encuentre detenida a su disposición como presunto 

responsable de algón delito; 

X. Ordenar la aprehensión de un individuo por delito que no amerite pena 

privativa de libertad, o sin que proceda denuncia, acusación o querella; 

XI. No otorgar. cuando se solicite, la libenad cnucional, si procede 

legalmente: 

XII. Obligar al indiciado o acusado a declarar en su contra, usando la 

incomunicación o cualquier otro medio ílfcito; 
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XIII. No tomar al inculpado su declaración preparatoria dentro de tas cuarenta y. 

ocho horas siguientes a su consignación sin causa justificada. u oculla.r el nombre del acusador. 

la naturaleza y causa de la imputación o el delito que se te atribuye; 

XIV. Prolongar la prisión preventiva por más tiempo del que como máximo ftjc ta 

Ley al delito que motive el proceso: 

XV. Imponer gabelas o contribuciones en cualesquiera lugares de detención o 

internamiento; 

XVI. Demorar injustificadamente el cumplimiento de las providencias judiciales, 

en las que se ordene poner en libertad a un detenido; 

XVII. No dictar auto de formal prisión o libertad de un detenido como presunto 

res¡x>nsable de un delito, dentro de las setenta y dos horas siguientes a la puesta en disposición 

de ble al Juez: 

XVIII. Ordenar o practicar calcos o visitas domiciliariRs fuera de Jos casos . 

autorizados por la Ley: 

XIX. Abrir un proceso penal contra un servidor pdblico, con fuero, sin habt!rselo 

retirado ~te previamente, confom1e a lo dispuesto por la Ley: 

XX. Realizar ta aprenhensión sin poner al detenido a disposición del Juez. dentro 
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de IBs veinticuatro horas siguientes a ésta, segán lo dispuesto por el artículo 107 fracción 

XVIII, párrafo tercero. de la Constitución, salvo lo dispuesto en el párrafo cuarto de la propia 

fracción ya aludida; 

XXI. A los encargados o empicados de lugares de reclusión o internamiento que 

cobren cualquier cantidad a los internos o a sus familiares, a cambio de proporcionarles bienes 

o servicios que gratuitamente brinde el &tndo para otorgarles condiciones de privilegio en c1 

alojamiento, alimentación o ttgimen; 

XXII. Rematar, en favor de ellos mismos, por s( o por interpósita persona, los 

bienes objeto de un remate en cuyo juicio hubieren intervenido; 

XXIII. Admitir o nombrar un depositario o entregar a 6te los bienes secuestrados, 

sin el cumplimiento de los requisitos legales correspondientes; 

XXIV. Hacer conocer al demandado, indebidamente, la providencia de embargo 

decretada en su cont.m; 

XXV. Nombrar síndico o interventor en un concurso o quiebra, a una pcnona que 

sea deudor, pariente o que baya sido nbogndo del fallido. o a persona que tenga con el 

funcionario relación de parentesco, estrecha amistad o cst~ ligada con ~I por negocios de interó 

comlln; y, 
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XXVI. Pennitir, fuera de los casos previstos por la Ley, la salida temporal de las 

personas que están recluidas. 

A quien cometa los delitos previstos en las fracciones I, 11, 111, Vil, Vil, IX, XX 

XXJV, XXV, XXVI. se les impondrá pena de prisión de uno n seis aflos y de cien a trescientos 

días multa. 

En todos los delitos previstos en l!ste cap(tulo, además de la pena de prisión 

correspondiente, ci agente será privado de su cargo e inhabilitado para el descmpcf\o de uno 

nuevo, por el lapso de uno a diez anos". 

Lo que es complementado con lo sancionado en et artículo 227 del mismo Código 

Penal para el Distrito Federal, que scftala que: 

"Las disposiciones anteriores se aplicarán a todos los funcionarios o empleados de 

la administración pllblicn cuando en el ejercicio de su encargo ejecuten los hechos o incurran 

en las omisiones expresadas en los propios artrculos•. 

Ahora bien. y en virtud de que la Responsabilidad Penal en que pueden incurrir los 
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juzgadores es aún más extensiva, debe especificarse. que dentro del TUulo Décimo del 

Ordenamiento de que se trata, se regulan diferentes tipos penales adicionales en los cuales 

resultan susceptibles de encuadrarse las conductas desplegadas por los propios juzgadores, y 

que sean ilícitas. 

Acorde con lo anterior, y en fonna a6n más extensiva pero indirecta, se dice que 

los juzgadores pueden también incurrir en Responsabilidad Penal derivada, cuando·por la 

gravedad del incumplimiento de sus obligaciones, al caso referidas por el artículo 47 de In Ley 

Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, haya que dar In intervención 

correspondiente a la Autoridad conocedorn, de confonnidad con los artículos 61 y 6.3 de la 

propia Ley Federal de Responsabilidades. 

Existe Responsabilidad CivU para los jueces, cuando en el dcsempeHo de sus 

funciones infrinjan las Leyes por negligencia o ignorancia inexcusables. 

Para estos casos. dispone el artículo 1910 del Código Civil para el Distrito Federal. 

lo siguiente: 

•EJ que obrando ilícitamente o contra las buenas costumbres cause dnilo a otro, está 

obligado a repararlo, a menos que demuestre que el dano se produjo como consecuencia de 

culpa o negligencia inexcusable de la. víctima•. 
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Así mismo. y tratándose del dallo ocasionado por la actuación contraria a 1as Leyes, 

se dispone en el párrafo primero, del artkulo 1915 del Ordenamiento citado, que: 

"La reparación de1 daflo debe. consistir a c1ccción del ofendido en el restablecimiento 

de la situación anterior, cuando ello sea posible, o en el pago de daños y perjuicios". 

A lo anterior, debe agregarse la inclusión de In reclamación dc1 dru1o moral, cuando 

la afectación haya trascendido a los sentimientos, afectos, creencias, decoro, honor, reputación, 

vida privada, configuración y aspectos ffsicos, o bien en ta ronsidcración que des( misma tienen 

losdc1mb. 

El procedimiento que marca la Ley para hacerse efectiva dicha Responsabilidad 

Civil, queda contenido en el Capítulo IV, del T(tulo Decimoscgundo del Código de Procedi­

mientos Civiles para el Distrito Federal, en donde se hace referencia a el Recurso de 

Responsabilidad. 

La demanda de Responsabilidad Ci\•il debe ser promovida n instancia de la parte 

perjudicada o de sus causahabientes en juicio ordinario. ante las Salas del Tribunal Superior, 

sólo en forma posterior a el momento en que quede detenninado por sentencia o auto finne el 

pleito o causa en que se suponga causado el agravio. Como requisito de proccdibllidad, se 

requiere el haber ejercitado 11 su tiempo tos recursos legales ordinarios contra la resolución 
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que agravia. 

A la demanda anterior, deberán acompañarse los documentos fundatorios de donde 

se desprenda fehacientemente el agravio que se aduce; y debe hacerse valer dentro del término 

de prescripción de un nilo, contado a partir de la fecha de emisión de la resolución. En ningún 

caso la sentencia pronunciada en el juicio de Responsabilidad Civil alterará la sentencia firme 

que se dice, contiene la causa de Responsabilidad reclarm1:da. 

J. La lnnmovilldadjudldal. En nuestro paf s. ha existido una fuerte tendencia n revestir de 

inamovilidad a sus funcionarios judiciales: tendencia que se ha fortalecido en los llhimos 

tiempos, y que ha sentado bases firmes de credibilidad y de independencia, necesarias para la 

recta Administración de Justicia. 

La inamovilidadjudicinl se traduce "en la imposibilidad jurídica de que In persona 

frsica que encame en un momento dado un órgano judicial sea separada del puesto inherente · 

por voluntad de otra autoridad del &lado o por la expiración de un cierto t6nnino <te ejercido 

funcional". (21) 

Para que In inamovilidad sea una institución bcn6ticn, se requiere independencia 

21 JJurgoa Orih~la, /gturclo, Dueclw Cons1l1uclonal Mexicano. Edil. Porrúa, MI.rico, 1984, p. BH. 
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judicial y que sólo se otorgue a personas honorables, competentes, enérgicas, y con la 

personalidad bastante para descmpcftar cumplidamente sus obligaciones. Tnlcs indicativos son 

tomados en consideración en la actualidad, pues de acuerdo a 1as reformas constitucionules de 

1982, n los artículos 94 y 97 de nuestra Carta Magna, qucdnron as{ consignados. 

En el primero de los preceptos constitucionales citados, se hizo una importante 

modificación a su l11timo párrafo, para quedar en la forma siguiente: 

•Los ministros de la Suprema Corte de Justicia sólo podrán ser privados de sus 

puestos en los términos del Título Cuarto de esta Constitución". 

De forma semejante, en el segundo de los preceptos de rango constitucional 

enunciados, en su párrafo primero, quedó establecido que: 

"Los Magistrados de Circuito y los Jueces de distrito serán nombrados por la 

Suprema Corte de Justicia de la nación, tendrán los requisitos que exija la Ley y durarán 4 anos 

en el ejercicio de su encargo, al témúno de los cuales, si fueren reelectos o promovidos a cargos 

superiores, sólo podrán ser privados de sus puestos en los t~nninos del Trtuto cuarto de esta 

Constitución: 
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En ambos casos. sus encargos durarán hasta la edad de retiro (setenta años). o bien, 

porque sean destituidos cuando incurran en causas de responsabilidad. y sólo mediante los 

juicios de procedencia y político, de conformidad con el Título Cuarto de la propia Constitución. 

En materia de fuero común, se dispone, respecto de los Magistrados del Tribunal 

Superior de Justicia del Distrito Federal, algo semejante a lo relativo a los Magistrados de 

Circuito y Jueces de Distrito, pues se establece en el artículo 16 de la Ley Orgánica de los 

Tribunales de Justicia del Fuero Común del Distrito federal, lo siguiente: 

"Los magistrados durarán seis años en el ejercicio de su encargo, podrán ser 

reelectos. y si lo fueren, sólo podrán ser privados de sus puestos en los ténninos del Título 

Cuarto de la Constitución Política de los Estados Unidos mexicanos". 

Los criterios para las reelecciones aducidas en el texto de los preceptos anteriores, 

al no existir estipulados, se antojan apoyados en elementos objetivos, pues debe scleccionnrsc 

a quien se hayn distinguido en el campo de la administración de justicia. a quien haya mostrado 

elevados atributos de honorabilidad y conducta personal, y quien haya mantenido al corriente 

y dentro de Jos ténninos legales, el despacho de los asuntos a su cuidado. 

En materia de Jueces de Primera Instancia, no existe Ja inamovilidad judicial, y al 

cfedo se dispone en el artículo 17 de la Ley orgánica del Tribunal Superior, su temporalidad, 
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en los tém1inos siguientes: 

"Los jueces de primeen instancia y los de Paz serán nombrados por el Tribunal 

Superior de Justicia. en acuerdo Pleno: durarán en su encargo seis años". 

4. El Centro de Estudios Judklales. El Gobierno de Ja República con el firme propósito de 

promover la prof esionali1.ación del personal judicial adepto a el Tribunal Superior de Justicia 

del Distrito Federal. y mejorar con ello, Jos servicios a la ciudadanfa, abrió los caminos 

legislativos conducentes a tal fin; y fUc as(, como mediMtc decreto que reformó, adicionó y 

derogó diversas disposiciones de la Ley Orgánica de Jos Tribunales de Justicia del fuero Común 

para esta Entidad, que se creó el Centro de Estudios Judiciales. (22) 

Con Ja fundación de esta dependencia, se integró institucionalmente la fonnación 

profesional de Jos juzgadon:s, a travl!s de un órgano cxprcs:unente discftado para su preparación 

y actualización. instalándose en el servicio la camra judicial y fomentándose además, la 

difusión del matcrialjudicial necesario para mantener actualizado el acen>o de conocimienlos 

de dichos servidores ptlblicos en Ja práctica cotidiana. 

El dcsempcilo de las labores del Centro de Estudios Judiciales es rulizado, al 

22 Puhllcado 'n Diario OJklnl ck lo F,d,racúfn d' 21 ck r:,n,ro <k IWU. 
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través de una doble función: la impartici6n de cursos docentes y la impartici6n de cursos de 

actualización judicial. 

Fn los del pñmcr tipo. concum:n en distintos períodos, los cursos propedéuticos y 

tos cursos regulares. 

En los del segundo tipo, se realizan diferentes ciclos de actualización jurídica en 

las materias civil. familiar y penal. Además de la rcali71lción de círculos de estudio dirigidos 

a jueces, con la nsistcnciade los scnores magistrados como moderadores de las discusiones. 

Dada la trascendencia de lilS acciones desarrolladas por el Centro, de su importan­

cia para una impactición de justicia clara, pronta y expedita, que requiere de servidores pdblicos 

cada vez mejor preparados para atender las demandas de una de las ciudades más grandes de 

nuestra orbe. se ha considerado que entre más amplCe su ámbito de operación esta dependencia, 

se obtendrán resultados más inmediatos que repercutirán en un mejor servicio a la dudadanfa. 

(23) 

S. Dinctrlce5 de la reguladónjudldal, harta el año de 1988. En las 1lltima. d6cadas. nuostm 

2J M~1110riatk~1IMJ~JPM, Mar.c~~ntlnaGtltkl.1Jt~r. P.p.44-17 

66 



legislación judicial ha sido modificada y oñentada hacia el sentir ciudadano, rccogi~ndosc en 

foros de consulta popular, sus inquietudes y opiniones al respecto. 

Ha habido mt11tiplcs y muy variadas refonnns. sustentadas en urgentes realidades 

que apremian el cspfñtu humano de los legislndorc:s, y de la gente del gremio judicial, en lo 

general. 

Se ha actuado depurando las nonnas sustantivas, y afinando los mecanismos 

adjetivos en miras de bñndnr una adecuada protección n las partes económicamente d~biles, 

propiciándose una eficaz y oportuna administración de justicia. 

Se ha prestado especial importancia a las cuestiones 16:nicns y de fondo relativas 

a la familia y sus relaciones, como nt1clco básico de la Sociedad Mexicana; así como tambi~n. 

a In problemática inherente a los requerimientos generalizados de vivienda digna, en t~nninos 

del artículo 4o. Constitucional. 

En tales virtudes, oponunamcntc fueron recogidos estos requeñmientos y proce­

sados en el seno del Congreso de la Unión, para darse a la luz las reformas de todos conocidas. 

Así mismo, se han considerado para el planteamiento y resolución de tas reformas 



respectivas, la actuación procesa! de las partes, la cuantía en el conocimiento de los asuntos por 

los juzgados cspccializ.ndos, la preparación y actualización de los funcionarios encargados de 

administrar justicia, y la mayor eficacia y servicio de los órganos correspondientes. Todo ésto 

ha determinado la movilización hacia el presente del Tribunal Superior de Justicia del Distrito 

Federal, como el medio idóneo que ticnC!l los gobernados para satisfacer sus pretensiones y sus 

requerimientos reales, para un desarrollo ordenado y justo. 
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CAPITULO 111 

EL JUSTICIABLE Y SU DERECHO 

DE ACCESO A LA JUSTICIA 



CAPITULO III 

EL JUSTICIABLE Y SU DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA 

l. Importancia de In normntividad en la conflktlvn social. Nociones del justiciable. 

Para comprender cabalmente la notoria importancia de un orden normativo que rija 

las relaciones de los hombres dentro de una sociedad, por naturaleza conflictiva como la 

nuestra: se requiere destacar que en él se erige la estructura funcional de toda sociedad conocida. 

Sin él, ésta. no podría existir ni subsistir, pues requiere imprcscindiblcmenle de una regulación 

jurídica que le proporcione ~guridad dentro de su permanente diversidad. 

De esta manera, la seguridad es concebida como un elemento esencial del orden 

jurídico. Seguridad, que se dirige a el individuo, personalmente considerado, pues es 

precisamente el individuo, quien conforma a la sociedad. 

Para Jos efectos de la materiajudicial, se identifica a el individuo peticionario de 

justicia, como el justiciable: ténnino adecuado, considerando que se le sujeta a un juicio con 

todas las formalidades que prescriben lns leyes para la defensa de su dem;ho maleriaJ en pugna. 
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De lo anterior, es ineludible e innegable que la importancia del orden normativo, 

es determinada por su necesidad para regir y regular las relaciones conflictivas de los hombres 

en sociedad. 

2. Necesidad social de resolutiva pronta y expOO'ita. La necesidad de que sean resueltas 

rápidamente y sin obstáculos, las controversias que puedan originarse en el seno de una 

sociedad, es el índice indicativo del grado de seguridad de que se dispone en la misma. 

Este índice de seguridad antes infonnado, se detennina en nuestro ordenjurfdico 

por las disposiciones con~tituciona1cs de prontitud y expcditez que deben percibirse en la 

emisión de tas resoluciones judiciales. Disposiciones que, al contenerse en un ordenamiento 

de tal magnitud, conforman un derecho público subjetivo que viene a indicar una garantía plena 

de seguridad para los individuos a quienes rige en sus relaciones. 

De manera que la necesidad que se alude, queda conespondida en grado y en .. 

medida con los seftnlamienlos Constitucionales de prontitud y expeditcz; que determinan una 

necesidad alln mayor para su promoción y respeto ante los órganos encargados. 

3. El Artículo 17 Constlludolllll y d Dettcbo de Ac.:ao a la Justicia. Al ser mormado el 

texto del artículo 17 Constitucional, se contempla, ahora, un derecho de acercamiento a la 
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función jurisdiccional. que lleva implícita una obligación de resolver con prontitud y cxpcditcz. 

Aunado n ~sla obligación del Tribunal, se contiene en su texto un verdadero derecho a la tutela 

jurfdicn, que algunos proccsalistas mc?licanos conccpttlan como el derecho de acceso a la 

justicia. Entre estos autores. se encuentra el Lle. Gernrdo Gil Va1divia, quien refiere que, "el 

fundamento fitosófico·jurfdico de In función jurisdiccional a cargo del E.i;tndo se encuentra 

precisamente en dicho precepto, el cual demanda del individuo la renuncia a hacerse justicia 

por sf mismo y a ejercer violencia para reclamar su derecho, estableciendo en reciprocidad el 

acceso n In jurisdicción, para lo cual determina que los tribunales de justicia la impartirán en 

fonna expedita y gratuita". (24) 

Con la reforma a tan imponante precepto. se estableció una relación juridico­

procesal de permanente vigencia entre los tribunales y las partes conlcm.licntes: como un deber 

inaplazable para administrar justicia rápida y eficaz. resultante de la relación política del 

ciudadano con el Estado. 

El nuevo texto del anfculo 17 Constitucional, es ahora, del tenor siguiente: 

24 Gil Vo/div/a, G~rordo, !.cu Nunw &ues Comtltw:lonaks y /~goles dd Sistema Judicial mnicono. 
Edit. Pomln. Mb.ico, 1987. p. 2. 
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"Ninguna persona podrá hacerse justicia por sf misma. ni ejercer violencia para 

reclamar su derecho. 

Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que cstnrán 

expeditos para impartirla en los plazos y ~nninos que fijan las leyes, emitiendo sus resoluciones 

de manera pronta, completa e imparcial. Su servicio será gratuito, quedando, en consecuencia. 

prohibidas las costas judiciales. 

Lns leyes federales y locales establecerán los medios necesarios para que se 

garantice la independencia de los tribunales y ta plena ejecución de sus resoluciones. 

Nadie puede ser aprisionado por deudas de carácter puramente civil•. (25) 

4. La Jostlcill: 

Innumerables han sido los intentos de los pensadores de todos los tiempos por 

definir a la justicia, como un valor absoluto, pero en su esencia, ónicamcnte fue tratada por 

25 P11btlcado tn d Diario Oficial ch ta FtMrocidn dt 17 tk Mar:o M 1987. 
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Platón y por Aristóteles, quienes la definieron como "la virtud que mantiene la unidnd, el 

acuerdo y la armonía .... Más bien que una vinud especial, la justicia es la coordinadora y 

unificadora de todas las demás virtudes. porque indica a todas, éslo es, a la prudencia, n la 

fortaleza y a la templanza su propio fin y función", (26) En cuya citación, se desprenden 

cualidades esenciales que bien pueden ser válidas en el plano mínimo de los individuos, hasta 

en el plano máximo del Estado rector. 

Se dice por estos pensadores, "que la justicia cumple en la sociedad una función de 

proporción y medida, sin la cual seria imposible el mantenimiento del orden sociar. (27) 

a) Concepción tradicionnL De confomtldad a lo anterior, tenemos la conciencia 

de que la justicia es "la voluntad constante y perpetua de dar a cada uno lo que se merece"; 

definición a1guna vez proporcionada por Ulpinno, e intacta hasta nuestros días. (28) 

Esta noción, calificada de tradicionalista, sude ser confundida con la legalidad: 

tendencia que subsiste desde Jos sofistas, que opinaban que •10 justo no es obra de la naturaleza 

26 Pnllarn Eduardo. /Jlccinnario de /krtr-ho l'Tocesal Civil. F.Jil. l'omla. Ml:dco, 1973, p. 522. 
27 /Mm. p. 514 
28 /Mm. p. $21. 

74 



sino de la ley y de las convenciones humanas". (29) 

Así, se presupone que "administrar ju~ticia es aplicar las leyes en los juicios civiles 

o criminales y hacer cumplir tas sentencias relativas". (30) 

b) Significación requerida de Justicio. La modernidad con su cada vez más 

compleja urdimbre de relaciones intcr-humanas, requiere de un cambio en la significación de 

sus instituciones. Caso concreto, requiere modificar la significación que conoce de la justicia, 

ampliándola para hacerla poderosa y eficaz. 

Se requiere significarla más profundamente, refiriéndola en relación a la eficacia 

de la nom1a mediante la reivindicación a los particulares en el goce total de sus derechos; 

otorgándoles una mayor protección. La justificación para tal proposición se deriva de la 

modificación operada por el poder legislativo, a el artículo 17 de la Constitución. 

29 Pallarts, F.duardo. Op.cll.P.p,j2<J..52/. 
30 Idrm. p. 524. 

75 



En efecto, la extensión en la nonnatividad del artículo 17 Constitucional para 

allegarlo a la vida individualizada. debe llevar implfcita una modificación en la significación 

de la justicia para hacerla eficiente. Un concepto anquilosado e inadecuado, aleja a los 

tribunales de su función. Y a fin de evitarse la posesión de un concepto no acorde con la 

modernidad, se propone establecer una nueva significación de la justicia, como: "una 

vindicación a los particulares mediante el despliegue de la actividad estatal de jurisdicción, en 

el goce perfecto de sus derechos, haciendo a la nonna eficiente". (31) 

El apoyo doctrinal de la sigtúficación anterior, se encuentra en el Derecho Alemán, 

con James Goldscbmidt, quien afirma que el Den:cho Procesal forma parte del Derecho 

Justiciero, entendiéndose como un Derecho Justiciero Formal que viene a tener como fin la 

efectividad del Derecho Justiciero Material; asf mismo, en este Derecho Alemán, se reglamenta 

una relación procesal permanente entre el E.stndo y los particulnrcs, que genera una acción o 

derecho de obrar procesal como un derecho píiblico subjetivo dirigido contra el &lado para 

obtener la tutela jurídica del mismo mediante sentencia favorable. (32) 

JI Signljfcacldn ~laboradd por d JJUtt'nfanlt', '" ba.se a lllll1oÑITWJCl4nck5 a/los ck prddlca .wml· 
pro/4'Jlonal. 
J2 C1t1ldsrhmldt, Jmnies, [Hucho Prousal Civil. F.dil. Labor, F.spa/llJ, l9J6, P .p.1·9, 96-99. 
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Lo cual quiere decir, que el fin primario de cualquier Derecho es la justicia material 

y reaJ. Y el Derecho sera efectivo, en tanto que ta justicia sea entendida en una fonna más amplia 

y rigurosa, tocándose los niveles de satisfacción en los derechos de los justiciables. Su 

instrumentación compete a el Estado como supremo detentador de la función jurisdiccional. 

5. La Jorisdicclón como medio Idóneo para admlnlstrarwe Justlda. "Etimológicamente la 

palabra jurisdicción, significa decir o declarar el derecho. Desde el punto de vista más general, 

la jurisdicción hace referencia al poder del Estado de impartir justicia por medio de los 

tribunales .•. • (33) 

Carnvantes, abundando al respecto, afirma que "La jurisdicción es la potestad 

pilblica de conocer de los asuntos civiles y de los criminales o de sentenciarlos con arreglo a 

las leyes. La jurisdicción se dice púb1ica, ya por razón de su causa eficiente, porque emana de 

la autoridad pública, ya por razón del sujeto, porque quien la ejerce es persona póblica, ya por 

razón del fin porque se dirige a la conservación del orden y de la utilidad pt1btica. Se dice que 

consiste en conocer y sentenciar los pleitos, porque é;tos son los dos elementos que constituyen 

la jurisdicción, notio et judicium. Nolio, es decir, el derecho de disponer que se practiquen 

JJ Pallor~s, F.duardo. Op.clt.p.506. 
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todas lns pruebas y demás diligencins que sean necesarias para ilustrar el entendimiento y la 

inteligencia del magistrado, sobre los puntos de hecho y de derecho que los litigantes presentan 

a su decisión, lo que comprende también el llnmamicnto ajuicio de las personas que pueden 

ser útiles parn la recta administración de justicia, vocatio. Judicium, ésto es la facultad de 

pronunciar sentencias con arreglo a lns leyes, declarando el derecho que corresponden cada uno 

o aplicándole In pena en que ha incurrido. Además de estos elementos que constituyen la 

jurisdicción, va agregado a ella el mando o el imperio, para que tengan cumplido efecto sus 

prescripciones, pues sin él serian únicamente fórmulas o disposiciones vanas•. (34) 

Por su par1e, Ugo Rocco sostiene, que •1ajurisdicci6n es la actividad con que el 

Estado provee a la tutela de1 derecho subjetivo. o sea a Ja rcinteg.mci6n dc1 derecho amenazado 

o violado•. (35) Y en este respecto, c1 autor que se cita es coincidente con la proposición 

anterior de Ja justicia, como una reivindicación. 

En nuestro Derecho Positivo, e1 fundamento de Ja jurisdicción se encuentra en tos 

artículos to. y 2o. de la Ley Orgánica de los Tribunales de Justicia del Fuero Comdn, que 

disponen que: 

34 I'allar~s. F.d11ardo. Op. cit. p. S(J?. 
Jl lckm. p . .508. 
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ESTA TES\S K9 DEBE 
RE l~ üfü!OTEG~. 

Art. lo. "Corresponde a Jos Tribunales de Justicia del Fuero comtln del Distrito 

Federal. dentro de los términos que establece la Constitución General de la Rcptlblicn, la 

facultad de aplicar las leyes en asuntos civiles y penales del citado fuero, lo mismo que en los 

asuntos del orden federal en Jos casos en que eitpresnmenle las leyes de esta materia les 

confieren jurisdicción". 

Art. 2o. "La facultad n que se refiere el artículo anterior se ejerce: 

l. Por los jueces de paz; 

ll. Por los jueces de Jo civil; 

111. Por los jueces de lo familiar; 

IV. Por los jueces del arrendamiento inmobiliario; 

V. Por los jueces de lo concursal; 

VI. Por los árbitros; 

VII. Por los jueces penales; 

VID. Por los presidentes de debates; 
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IX. Por el jumdo popular; 

X. Por In oficina central de consignaciones: 

XI. Por el Tribunal Supctjor de Justicia: y 

XII. Por los demás servidores públicos y auxiliares de la administración de 

justicia. en los términos que establezca la ley, los códigos de proccdimicnlos y leyes relativas". 

6. Las Garantías constitucionales de ID Jurlsdkd6n, como Derechos Fundamentales del 

Justiciable. Como anterionncntc ha quedado mencionado, y a raíz de que fue modificado el 

teitlo del artículo 17 de nuestra Constitución PoHtica, se fortaleció a la jurisdicción, y se 

implantaron una serie importante de garantías de la misma, que la hacen más cercana a su fin 

primordial de proporcionar justicia. 

Por lo anterior, se elevaron a el rango de nonnas constitucionales las garantías de 

independencia, imparcialidad, eficacia, autoridad, gratuidad, y, las consabidas de prontitud y 

expeditcz. 

F.sto, vino a conformar el engrosamiento de los Derechos Fundamcntnlcs de los 

individuos, que son susceptibles de exigibilidad. 
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Como tales nhora se consideran: 

a) La lnde¡K!ndcncla. Que tiene su antecedente en el Principio de la División de 

Poderes, a que se refiere el artículo 49 de la propia Constitución, y que se hace consistir en que 

el juez jerárquicamente libre, depende sólo de la ley; 

b) La Imparcialidad. Que se estima nota esencial en la emisión de las resolu­

ciones, que deben marchar estrictamente apegadas a las nonnas; 

e) La Eficncla. Que se traduce en el hecho, de que sirva a los fines por los cuales 

los particulares la requieren; 

d) La Autoridad. Que se hace sentir por la cumplimentación, adn forza.da, de las 

resoludones; 

e) La Gratuldad. Que se traduce en el no-costo de las actuaciones judiciales, salvo 

los casos en que expresamente las leyes lo consignan; 

f) La Prontitud. Que queda constrcilida a la emisión de las resoluciones, con 

rapidez: y, 

g) La Expeditcz. Que busca la supresión de todo obstáculo innecesario en la 
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materia procesal. 

7. Vmculadcln delllc,..ho de A""'50 o la Jostlclo con los Derechos Hwnanos. Como nota 

introductoria para una mejor comprensión de éste punto de urúón, es requerido el aclarar, que 

el acceso a lajusticin, como manifestación de la eficacia del derecho, conlleva la evolución del 

Estado liberal abstencionista en tos procesos sociales y económicos al Estado social. Significa 

también et rechazo de la igualdad fonnal para buscar la igualdad real, ns( como la consagración 

y eficacia de los derechos sociales. 

Noción, la anterior, que es complcmcntnda con la uanscripción de Ja ideología que 

a nivel internacional se ha gestado en tas óltimas décadas, y que queda contenida en la siguiente 

definición de la Comisión de ta UNE..SCO de Julio de 1947: •Los Derechos Humanos son 

aquellas condiciones de vida sin las cuales, en cu'llquicr fase histórica dada de una sociedad, 

los hombres no pueden dar des{ lo mejor que hay en ellos como miembros activos de la 

comunidad. porque se ven privados de los medios para rcaliz.arsc como seres humanos•. (36) 

Con toque queda clnro que la perspectiva social del Estado, no debe ser ti[nit.ada 

a simplemente programar la defensa de los intereses individuales frente a sus iguales, y a si 

mismo. 

36 Cllada por d lk. Guardo Gil Valdivia ~n •JA' N11bm ~J Consrllwclonalu y l.11ak1 dd Sl.slnna 
Jiulklal AkxlcDJtO•, Op. c11. p.6. 
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Especrficamentc. los derechos humanos civiles se refieren al respeto de la vida 

misma. la libertad. la seguridad personal, la prohibición de castigos civiles y degradantes. la 

proscripción de la pena de muerte. In garantía de intervención judicial y de un proceso antes de 

condenar a alguien. Se incluyen también las libertades clásicas como las de pensamiento. de 

religión, de expresión, de asociación, de tránsito, y se consigna también el derecho a la propia 

intimidad. 

Nuestro reciente derecho de acceso a la justicia se une en las aspiraciones 

internacionales, en un doble nivel. Uno, como el medio para la satisfacción de una señc de 

necesidades de los ciudadanos, que podrían traducirse como la provisión de un conjunto de 

mínimos de bienestar, como la sa!ud, educación, vivienda, etcétera. El otro aspecto, más 

restringido, es en el sentido proccsnl, como acceso a los órganos jurisdiccionales para reclamar 

la eficiencia de ese derecho. 

En ambas instancias, se aprecia que existe una notoria comunidad de intereses, y, 

aún más, que el ámbito de la ideología internacional ha penetrado a la nacional. y resultado de 

ello, es la modificación a nuestro artfculo 17 Constitucional, con el beneficio t'ínico para los 

conciudadanos mexicanos. La justicia ya no es una ficción. 
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CAPITULO IV 

LA ABOGACIA Y SUS POSTULANTES. 

l. Influencia y cspcclnl slgnlllcad6n de la Abogada en d d<sam>llo de la vida en llOdedad. 

La Abogada, entendida como Ja expresa Angel Ossorio, es •una concreción profesional" (37) 

que descmpci1a en la sociedad un rol de orientación, de proveedora de las bases éticas que sirven 

para la coexistencia pacifica dentro de un orden juñdico justo. 

Su alta misión se hace consistir en hacer pcnnisible el ejercicio de las libertades de 

los hombres que buscan satisfacer su instinto gregario y. a la vez. continuar su progreso tanto 

individual como colectivo en busca de un futuro mejor. 

Todo hombre sabe sonar y sabe también, que ésto le es permitido, pero al surgir· 

obstáculos de cualquier tipo, busca un apoyo, y casi siempre lo cncucntm en Ja abogacfa, que, 

con un alto ideal de justicia permanece permeable a los fines humanitarios del derecho, 

logrando, su aplicación. 

J7 Ciladn en El Alma de la Toga. Edil, Imada. S.A., ~nru A.Ju,, p. U. 
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En la conciencia de su indispensabilidad, debemos propugnar por su mejoramiento. 

2. Concreción de la Abogada en la figura del A.bogado. Nociones del postulante: 

Ln. misión de la abogacía se encama en la figura del abogado, que es aquel ente que 

en íonna previa ha obtenido título habilitante de Licenciado en Derecho y que tiene por 

costumbre en su vocación, el dar consejos jurídicos y pedir justicia en los Tribunales. 

Tal es el abogado postulante, que es quien vivifica y nutre con su actual cotidiano 

Ja tarcajurisdicente del Tribunal. Aceren de su identidad, se informan los siguientes elementos: 

a) Coalidades necesarias en el abogado postulante. Debido a lo ingente de su 

labor social, es requerido que el postulante reuna una serie de atributos que constituyen las 

garantías de su recto obrar para beneficio de sus consultantes. 

Así deben confluir en su persona: 

l. La vocadón profesional, que implica voluntad de servicio; 
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U. EJ talento jurídico. que se significa en la cficicncin; 

111. La emotividad y el sentido de justicia, que se traducen en una expansión 

espiritual que libera y oñcnta su esfuerzo cotidiano: y, 

IV. La libertad profesional, que permite la libre elección de los asuntos que se le 

plantean. 

b) Deberes del abogado postulante. E abogado que postula debe desplegar su 

actividad toda con sujeción a las reglas de ética; que contienen su actuación. De entre éstas, 

se destacan: 

l. Asesorar con veracidad: 

11. Defender diligentemente y con estricto apego n las nonnns morales, los 

derechos de su cliente; 

111. Defender gratuitruncntc 11 los indigentes; 

IV. Mantener el honor y la dignidad profesionales: 

V. Obrar con probidad y buena fe: 

VI. Guardar el secreto profesional; 
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VII. Guardar respeto a los Tribunales y otras autoridades; y, 

VIII. Ser caballerosos con sus colegas. 

J. Tendencias en la actuad6n del o.bogado: El abogado como taJ, y en vista de lo pcrsonalfsimo 

de su labor intelectual, ha de seguir una trayectoria y poseer y mantener una idcologíe, una 

tendencia, un sistema. Esto detcm1ina en detalle el despliegue de su actuación; y así, para 

efectos de este trabajo, se distinguen las siguientes tendencias: 

a) La glorlrtcadora. En ella. el abogado pone como guía a su vocación de servicio, 

entregando en cada acto todo cuanto sabe y le dicta su conciencia de justicia. 

La bondad le impulsa a actuar con durez.a defendiendo el derecho transgredido, y 

se contenta con mirar rostros de satisfacción. 

b) El prosaísmo pecuniario. En ésta, el abogado carece de valores y la fuerza que 

le guía es la meramente económica. No sabe mirar el interés jurídico que cada asunto reviste. 

sino ¿cullnto puede obtener?. En consecuencia, su inclinación y su tendencia pcmumentc es 

el prosaísmo pecuniario. nocivo parn el arte de Ja abogacía. 

4. La Etka profesional del abogado: 

a) Conceptuación conUmponinea. El profesor Carlos Arcllano Garda citando 
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al procesalista venezolano Brice, sostiene que la ética profesional "es el código que contiene 

las reglas de conducta del abogado, las cuales deben observar en sus relaciones con el Poder 

Judicial y los particulares, así como en su vida saciar. (38) 

En la anterior transcripción, se encuentran implicaciones o connotaciones que 

elevan el carácter de la moral profesional a un nivel jerárquico supeñor que lo es el ámbito 

jurídico. Esto resulta modificado en su esencia al contenerse codificado, descrito y enumerado, 

detallándose las conductas debidas en los profesionales de la abogacía. Por lo cual, lo moral 

se convierte a lo jurídico y se le reviste de los atributos propios de lo coercible: tendencia 

modernizadora que aparece sustentada por la necesidad colectiva de moralizar a una profesión 

como la nuestra. 

b) Preceptos sugeridos de 'tico profesional ~n el abogado. Debido a la natu­

raleza especial de las reglas de conduela forzosas aducidas para los abogados, se adopta el 

Código de Etica Profesional de la Barra Mexicana, que por su buena redacción y alcances ha 

trnscendido a niveles internacionales, (39) Así pues, se sugieren los ~iguientes preceptos: 

JB Op.rlt.p.26J. 
J9 Como lo a/frmnn M. Mor,l/rJ, AuguJto y o. &rl:onr,, Ro,,,rto 'n A/logada .Y Cotrslarlrfn. T::dlt. 
llammNrnbl, Bwnoi A./uJ, 1981, P.p. 29-J/. Al tlrc/r que, "lm Nonnm tlr f)lca tlel Colrglodr A.bogndo1 
de la I'nwlnrla dr bueno1 AiN"s, aprobadas rn 19$4, tul·/rron romo anurr-dmtts, enttr otrvJ, d 
Ankproyttto fannulado por ta /Ja"a Mrxicana. • 
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Deberes de los Abogodos. 

Art. lo. Esencia del deber profesional. El abogado ha de tener presente que es un 

servidor del derecho y un coadyuvante de la justicia; y que la esencia de su deber profesional 

es defender diligentemente y con es trie lo apego a las nonnas morales, los derechos de su cliente. 

Art. 2o. Defensa del honor profesional. fl abogado debe mantener el honor y la 

dignidad profesionales: no sólamentc es un derecho, sino un deber, combatir ~r todos los 

medios tecitos la conducta reprochable de jueces, funcionarios pUblicos y compafteros de 

profesión, y hacerla conocer, sin temor, a las autoridades competentes o a los Colegios de 

Abogados, apartándose de una actitud pasiva. 

Art. Jo. Honradez. El abogado debe obrar con probidad y buena fe. No ha de 

aconsejar actos dolosos, afirmar o negar con falsedad, hacer citas inexactas, mutiladas o 

maliciosas, ni realizar acto alguno de estorbe la buena y expedita administración de justicia. 

ArL 4o. Abusos de procedimiento. El abogado debe abstenerse del empleo de 

fonnnlidades y recursos innecesarios, de toda gestión puramente dilatoria que entorpezca 

injustamente el normal desarrollo del procedimiento y de causar perjuicios injustificados, 

aunque sea con pretexto de escrupulosa observancia de reglas legales. 

ArL 5o. Cohecho. El abogado que en el ejercicio de su profesión coheche a un 
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funcionario público o auxiliar de la administración de justicia, faltará gravemente al honor y 

a la ética profesionales. El abogado a quien conste un hecho de esta naturaleza, tiene el deber 

de hacerlo saber a su Colegio de Abogados, a fin de que éste proceda en la forma que 

corrcsponda. 

ArL 6o. Accptuci6n y rechazamiento de asuntos. E1 abogado tiene libertad para 

aceptar o rechazar los asuntos en que se solicite su patrocinio, sin necesidad de expresar los 

motivos de su resolución, salvo el caso de nombramiento de olicio en que la declinación debe 

ser justificada. Al resolver, debe prescindir de su interés personal y cuidar que no iníluyan en 

su ánimo el monto pecuniario del negocio, ni el poder o ta fortuna del adveruño. No aceptará 

un asunto en que h~ya de sostener tesis contrarins a sus convicciones, inclusive las poHtica.s o 

religiosas, y cwmdo no esté de acuetrlo con el cliente en la forma de plantearlo o dcscovotvcrlo, 

o en caso de que pudiera ver menoscabada su independencia por motivos de amistad, parentesco 

u otros. En suma, no deberá hacerse cargo de un asunto sino cuando tenga libertad moral paro 

dirigirlo. 

Los abogados que rccib.an una iguala, que presten servicios a virtud de un contrato 

de servicios exclusivos o que ejerzan la profesión como funcionarios póblicos, estarán 

obligados en principio a aceptar todos los asuntos que se les encomienden, de la clase 

comprendida en el contrato que hayan celebrado o en el cargo o empleo que desempcftcn¡ pero 

deberán excusarse de atender un asunto concreto cuando se encuentren en los casos de 

prohibición del párrafo anterior. Si c1 cliente, patrón o superior jerárquico no admitiere la 

excusa y e1 abogado confinnarc, despu~ de un sereno eumcn, que es fundada, deberá sostener 
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enérgicamente la independencia que constiluyc un rasgo distintivo de la nbogncía. 

Art. 7o. Defensa de indigentes. La profesión de abogado impone defender 

gratuitamente a los indigentes, así cuando lo soliciten, como cuando rccniga nombramiento de 

o(icio; el incumplimiento de este deber, si no median causas justificadas y suficientes de 

excusa, relacionadas con la actividad profesional que se cultive, el lugar de prestación de los 

servicios u otras circunstancias semejantes, es falla grave que dcsvirt1ía la esencia misma de In 

abogacía. 

Art. 8o. Defensa de acusados. El abogado tiene derecho de hacerse cargo de In 

defensa de un acusado, cualquiera que sen su opinión personal sobre la culpabilidad de ~ste; y 

habiéndola aceptado, debe empicar en ella todos los medios lícitos para el mejor resultado de 

su gestión. 

ArL 9o. Acusaciones penales. El abogado que tenga a su cargo la acusación de 

un delincuente, ha de considerar que su deber primordial es conseguir que se haga justicia, y 

no obtener la condenación. 

ArL IOo. Secreto profcsionaJ. Guardar el secreto profesional constituye un deber 

y un derecho del abogado. Es hacia Jos clientes un deber que perdura en lo absoluto aún después 

de que les haya dejado de prestar sus servicios; y es un derecho ante los jueces y demás 
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autoridades. Unnuido a declarar como testigo, debe el letrado concurrir a la citación y. con toda 

independencia de criterio, negarse a contestar las preguntas que lo lleven a violar el secreto 

profesional o lo expongan a ello. 

Art. 1 to. Alcance de la obligación de guardar el secreto. La obligación de 

guardar el secreto profesional abarca las confidencias hechas por terceros ni abogado en rnzón 

de su ministerio y las que sean consecuencia de pláticas para realizar una transacción que 

fracasó. 

El secreto cubre tambi~n las confidencias de los colegas. El abogado no debe 

intervenir sin consentimiento del cliente que le confió un secreto, en nJgt1n asunto con motivo 

del cual pudiera verse en el caso de revelar o de aprovechar tal secreto. 

Art. 12o. Extinción de la obligación de guardar el secreto. El abogado que sea 

objeto de un ataque grave e injustificado Je su cliente, estará dispensado de la obligación de 

guardar el secreto profesional y podrá revelar lo indispensable para su defcn53, Cuando un 

cliente comunicare a su abogado In intención de comcter un delito. tal confidencia no quedará 

amparada por el secreto profesional y el abogado deberá hacer las revelaciones necesarias para 

prevenir un neto delictuoso o proteger a personas en peligro. 

Art. 13o. Fonnación de clientela. Para la formación de clientela, el abogado debe 
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cimentar una reputación de capacidad profesional y de honradez. y evítnr la solicitación directa 

o indirecta de clientes mediante publicidad o gestiones excesivas o sospechosas. Asf. el reparto 

de tarjetas meramente enunciativas del nombre. domicilio y especialidad, o su publicación en 

directorios profesionales o en revistas especializadas, no suscita objeción; en cambio, la 

solicitación de asuntos por avisos o circulares o por entrevistas no basadas en previas relaciones 

personales, es contraria a ta ética de la profesión. 

Toda publicidad provocada directa o indirectamente por el abogado con fines de 

lucro o en elogio de s{ mismo, menoscaba la tradicional dignidad de In profesión. 

Art.14o. Publicidad de litigios pendientes. El abogado no debe usar de la prensa 

para discutir Jos asuntos que se le encomienden, ni publicar en ella piezas de autos. saJvo para 

rectificar cuando Injusticia o In moral lo exijan. Aunque no es recomendable como práctica 

general mientras no esté concluido el proceso. podrá publicar f ollctos en que se exponga el caso, 

con apego a las constancias de autos. guardando siempre el respeto debido a los tribunales y 

funcionarios. a la panc contraria y a sus abogados, y usando el lenguaje mesurado y decoroso 

que exige la dignidad de la profesión. Si la publicación puede perjudicar a una persona. como 

cuando se tratan cuestiones penales o de estado civil que afecten la honra, los nombres se 

omitirán cuidadosamente. 

ArL lSo. Empleos de medios publicitarios para consultas. Falta a la dignidad 
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profesional el abogado que habitualmente de! consultas o emita opiniones por conducto de 

pcri6dicos, radio o cualquier otro medio de publicidad, sobre negocios jurídicos concretos que 

se le planteen, sean o no gratuitos sus servicios. 

Art. l6o. Incitación directa o indirecta a litigar. No va de acuerdo con la dignidad 

profesional. el que un abogado espontAnenmentc ofrezca sus servicios o de opinión sobre 

determinado asunto, con el propósito de provocar un juicio o granjearse a un cliente; salvo 

cuando lazos de parentesco o íntima amistad lo induzcan a obrar asf. 

Art. 170. Puntualidad. Es deber del abogado ser puntual en todos sus actos 

profesionales. 

Art. 18. Alcance del Código. Las normas de este Código regirán todo el ejercicio 

de la abogada. De consiguiente serán aplicables cualquiera que sea la forma que revista Ja 

actividad del abogado; la especialidad que cultive: la relación exislenle entre el abogado y el 

cliente; la natumlcz.a de la retribución; y la persona a quien se presten los scr\'icios. 

Art. 19o. Aplicación del Código. En la observancia y nplicación de este Código 

se atenderá el espíritu de elevada moral y superior justicia que Jo inspira. En consecuencia. 
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al resolver sobre las quejas o acusaciones que se presenten por infracción de sus preceptos, se 

tomarán en cuenta todas las circunstancias del caso para determinar, en conciencia. si se ha 

violado dicho espíritu. 

Art. 20o. Deber del abogado hacia los tribunales y otras nutorid::1des. Debe el 

abogado guardar respeto n los tribunales y otras autoridades, y ha de apoyarlos siempre que 

injustamente o en fonna irrespetuosa se les ataque, o se falte al acatnmiento que manda la Ley. 

Cuando haya fundamento serio de queja en centra de un funcionario, el abogado debe presentar 

su acusación ante las autoridades competentes o ante su Colegio de Abogados. Sólamcnle en 

este caso serán apoyadas tales acusaciones y los abogados que las fonnulen, sostenidos por sus 

colegio!. 

ArL 21o. Nombramiento de jueces. E.'i deber del abogado luchar por todos los 

medios lícitos porque el nombramienlo de jueces se deba exclusivamenle a su aptitud para el 

cargo y no a consideraciones políticas ni ligas personales, y también porque ellos no se 

dediquen a otros actividades distintas de la judicatura que pudieren privarlos de imparcialidad 

en el cumplimiento de sus funciones. 

Art. 22. Extensión de los dos artículos antcñorcs. l.ns reglas de los dos artículos 

anteriores se nplicnrdn respecto de todo funcionario ante quien habitualmente deban actuar los 

abogados en el ejercido de la profesión. 
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Art. 23o. Limitaciones a ex-funcionarios. Cuando un abogado deje de desempeftar 

In judicatura o algíin otro puesto pilblico, no debe aceptar el patrocinio de asunto del cual 

conoció con su carácter oficial: tampoco patrocinará el que fuere semejante a otro en el cual 

expresó opinión adversa durante el dcscmpci'!.o de su cargo. 

Es recomendable que durante algún tiempo el abogado no ejerza ante el tribunal al 

que perteneció, o ante la dependencia oficial de que fonnó parte. 

Art. 24o. Ayuda a quienes no están autorizados parn ejercer la abogada. Ningt1n 

abogado debe pennilir que se usen sus servicios profesionales o su nombre parn facilitar o hnccr 

posible el ejercicio de la profesión por quienes no est~n legalmente autoriz.ados para ejercerla. 

Salvo el caso de asociación o colaboración profesionales, amengua el decoro del 

abogado finnar escritos en cuya redacción no intervino, y la respetabilidad de su finna impide 

que la preste, sobre todo a pets0na no autoñzadn para ejercer la profesión. 

ArL 2So. Influencias personales sobre el juzgador. Es deber del abogado no 

tratar de ejercer influ~ncia sobre el juzgador, apelando a vínculos políticos o de amistad, 

usando de recomendaciones o recorriendo a cuaJquier otro medio que no sea el convencer 

con razonamiento. Es falta grave entrevistar en Jo privado al juzgador sobre un liligio 

pendiente de resolución para hacer valer argumentos y consideraciones distinto~ de Jo que 

consta en autos. 
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Art.. 26o. Atención personal del abogndo a su cliente. Las relaciones del abogado 

con su cliente deben ser personales y su responsabilidad directa, por lo que sus servicios 

profesionales no dependerán de un agente que intervenga entre clicnlc y abogado. 

Art. 'rlo. Limite de la ayuda del abogado a su cliente. Es deber del abogado para 

con su cliente servirlo con eficacia y cmpcfto para que haga valer sus derechos, sin temor a la 

animadversión de las autoridades, ni a la impopularidzd; y no debe supeditar su li™-'.rtad ni su 

conciencia a su clienle, ni exculparse de un acto ilícito atribuyéndolo a instrucciones del 

mismo. 

Art. 28. Aseveraciones sobre el buen éxito del negocio. Nunca debe el abogado 

Megumr a su cliente que su asunto tendrá buen ~xi to, ya que influyen en Ja decisión de un caso 

numerosas circunstancias imprevisibles, sino sólo opinar, según su crilerio, sobre el derecho 

que lo asiste. Debe siempre íevorecer unajusla lransacción. 

Art. 29o. Responsabilidad del abogado. El abogado debe reconocer esponlá­

neamcnle la responsabilidad que Je resultare por su negligencia, error ine:\cusable o dolo, 

allanándose a indemnizar por los dal1os y perjuicios ocasionados al clicnlc. 

Art. 30o. Conflicto de intereses. Tan pronto como un clienre solicite para cierto 
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asunto los servicios de un abogado, si éste tuviere interés en él o algunas relaciones con las 

partes, o se encontrara sujeto a influencias adversas a los intereses de dicho cliente, lo deberá 

revelar a éste, para que, si insiste en su solicitud de servicios, lo haga con pleno conocimiento 

de esas circunstanch1s. 

Es gravemente indebido patrocinar o servir profesionalmente en cualquier forma 

a quienes tengan intereses encontrados, excepto cuando las partes lo autoricen en forma 

expresa, después de conocer plena y ampliamente las circunstancias de1 caso. Esta regla será 

aplicable tanto cuando el abogado p~tc servicios simultáneamente a los contendientes, como 

cuando intervenga en favor de uno después de haberlo hecho en pro del otro. aunque ésto tenga 

lugar después de haberse separado del negocio por causa justificada o de haber sido relevado 

justa o injustamente por el clienle. 

Art. 31. Renuncia ni patrodnio. Una vez aceptado el patrocinio de un asuntJJ, el 

abogado no podni renunciarlo sino por cnusajustiri~dn superveniente. especialmente si afecta 

su honor o su dignidnd profesionnles, o porque el patrocinio vaya contra su conciencia. A pesar 

de lo anterior, al renunciar no debe dejar indefenso a su cliente. 

ArL 32. Conducta incorrecta de un cliente. El abogado ha de velar porque su 

cliente guarde respeto tanto a los jueces y otros funcionarios, cuando a la contraparte, a sus 

abogados y a los terceros que intervengan en el asunto, y porque no ejecute actos indebidos. Si 

et cliente persiste en su actitud reprobable, el abogado debe renunciar al pattocinio. 
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Art. 33o. Descubrimiento de impostura a cquivocnción durante el juicio. Cuando 

et abogado descubra en el juicio una equivocación que beneficie injustamente a su cliente o a 

una impostura. deberá comunicárselo para que rectifique y renuncie ni provecho que de e11as 

pudiere obtener. Bn cllSO de que el cliente no esté confonnc. debe el abogado renunciar al 

patroc:inio. 

Art. 34o. Honorarios. Al estimar sus honorarios, el abogado debe recordar que su 

profesión lo obliga, ante todo, a colaborar en In aplicación del derecho y a favorecer el triunfo 

de In justicia. y que la retribución por sus scr.'icios no debe constituir el fin principal del 

ejercicio de aquella: tal retribución no ha de pecar por exceso ni por defecto, contnuios ambos 

a la dignidad profesional. 

ArL 35o. Bases para la estimación de honorarios. Para la estimación del monto 

de los honorarios. el abogado debe atender a to siguiente: 

l. La importancia de los servicios. 

11. La cuantía del asunto. 

111. El éxito obtenido y su trascendencia. 
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IV. La novedad o dificultad de las cuestiones jurídicas debatidas. 

V. La cx.pcricncia, la reputación y la especialidad del abogado. 

VI. La capacidad económica del cliente; su pobrcz.a obligan cobrar menos y at1n 

a no cobrar nada. 

VII. La costumbre del foro del lugar. 

VIII. Si los servicios profesionales son aislados, fijos o constnnlcs. 

IX. La responsabilidad que se derive para el abogado de la atención del asunto. 

X. El tiempo empleado en el patrocinio. 

XI. El grado de participación del abogado en el estudio, planteamiento y 

desarrollo del asunto. 

XII. Si el nbog:ido sólamentc patrocinó al cliente, o si tambi~n lo sirvió como 

mandatario. 

XIII. la posibilidad de rcsullar el abogado impedido de intcivcnir co <>Iros asuntos 

o de dcuvcnirsc con otros clientes o terceros. 

Art. 36o. Pacto de cuota litis s6Jamente es admisible el pacto de cuota litis 
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celebrado sobre bases equitativas, teniendo en cuenta Ja posibilidad de no percibir los 

honorarios con sujeción a las siguientes reglas. 

f. La participación del abogado nunca ha de ser mayor que In del cliente. 

11. El abogado se reservará la facultad de separarse del patrocinio o mandato, y 

del mismo modo se establecerá la faculrad para el cliente de retirar el asunto al abogado y 

confiarlo a otro; en estos casos, si el negocio se gana, el abogado tendrá derecho a cobrar una 

cantidnd proporcional n sus servicios y a la participación c.onvenida~ si el negocio se pierde, el 

abogado podrá cobrar los honorarios comunes que se estimen devengados cuando el clicnle Je 

baya retirado el asunto sin causajusdficada. 

111. Si el nsunto se perdiere, el abogado no cobrará, excepto CWlndo se hubiere 

estipulado a su favor una suma razonable para cubrir los gastos. 

Art. '370. Controversia con los clientes acerca de honorarios. El abogado debe 

cvilar toda controversia con el cliente acerca de sus honorarios. hasta donde ésto sea 

compatible con su dignidad profosional y con su derecho a una adecuada retribución por sus 

servicios. En caso de surgir la controversia. procurará que se someta al arbitraje de su Colegio 

de Abogados. Si se viere obligado a demandar al cliente, es preferible que se haga representar 

por un colega. 
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ArL 38o. Gastos del juicio. No es correcto que el abogado convenga con el cliente 

en expensar los gastos del juicio: sin embargo puede anticiparlos sujetos a reembolso. 

Art. 390. Adquisición de intereses en el litigio. Fuera del caso de cuota litis, el 

abogado no debe adquirir interés pecuniario de ninguna clase relativo ni asunto que patrocina 

o haya patrocinado. Tampoco debe adquirir directa ni indirectamente bienes relacionados con 

el litigio en los remates judiciales que sobrevengan. 

Art. 40o. Manejo de propiedad ajena. El abogado da.ni aviso inmcWnto a su cliente 

de los bienes y dinero que reciba para él; y se los entregará tan pronto como aquél lo solicite, 

Falta gravemente a la ética profesional el abogado que dispone de fondos de su cliente. 

Art. 410. Fmtemidad y respeto entre abogados. Entre los abogados debe haber 

fraternidad que enaltezca la profesión, y respeto recíproco. sin que influya en ellos la 

animadversión de tas partes. 

Se abstendrán cuidadosamente de expresiones malévolas o injuriosas y de aludir 

a antecedentes personales, ideológicos. polfticos o de otra naturalc1.a, de sus colegas. 

ArL 42o. Caba11erosidad del abogado y derecho a actunrcon libertad. fl abogado 

debe ser caballeroso con sus colegas y facilitarles la solución de inconvenientes momentáneos 

cuando por causas que no les sean imputables, como ausencia, dueto o enfcnncdad, o de fuerza 

mayor, estén imposibilitados para prestar sus servicios. No ha de apartarse, por apremio de 
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su cliente, de los dictados de la decencia y del honor. 

Art.. 43o. Relaciones con la contrapane. fl abogado no ha de entrar en relaciones 

con la contraparte ni directa, ni indirectamente sino por conducto de su abogado. Sólo con 

intervención de ésle debe gestionar convenios o tmnsaccioncs. 

Art. 44o. Testigos. El abogado puede entrevistar libremente a los testigos del 

negocio en que intervenga, pero no debe inducirlos por medio alguno a que se aparten de la 

verdad. 

Art. 4So. Convenios por abogados. Los convenios celebrados por abogados con 

relación a los asuntos profesionales que patrocinen, deben ser estrictamente cumplidos, aunque 

no se hayan ajustado a las fonnas legales¡ los que fueron importantes para el cliente deberán 

ser escritos, pero el honor profesional exige que, atln no habiéndolo sido se cumplan como si 

llenaran todos los requisitos de Ley. 

Art. 46o. Colaboración profesional y conflicto de opiniones. No debe interpretar 

el abogado como folla de confianza del cliente. que le proponga la intervención de otro letrado ~ 

en el asunto que le ha encomendado; a pesar de ello podrá. rechazar la colaboración propuesta 

cuando tenga motivo para hacerlo, sin necesidad de expresar ~ste. Si e1 primer abogado objetare 

la colaboración. el segundo se abstendrá de intervenir. si el primero se desligare del asunto, 

podrá aceptarlo el segundo. 

Cuando los abogados que colaboren en un asunto no puedan ponerse de acuerdo 
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respecto de un punto fundamental para los intereses del cliente, le infonnnn1.n francamente 

del conflicto de opiniones, para que resuelva. Su decisión se aceptará, a no ser que la 

naturalew de In discrepancia impida cooperar en debida fonna al abogado cuya opinión fue 

rechazada. 

En este caso, deberá solicitar ni cliente que lo releve. 

Art. 470. Invnsión de la esfera de ncción de otro abogado. El abogado no 

intervendrá en favor de persona patrocinada en el mismo asunto por un colcgn. sin dar 

previamente aviso a éste, salvo el caso de renuncia expresa del mismo. Cuando conociese la 

intervención del colega despu~s de haber aceptado el patrocinio, se lo hará saber desde luego. 

F.n cualquier caso, tiene la obligación de nscgurarsc de que los honorarios del colega hnn sido 

o serán pagados. 

Art. 48o. Participación de honorarios. Sólamcnte está permitida la participación 

de honorarios entre abogados. basada en la colaboración paro la prestación de los servicios y 

en la correlativa responsabilidad. 

Art. 49o. Asociaciones de abogados. B abogado sólo podrá asociarse para ejercer 

la profesión con otros abogados. En ninglln caso deberá hacerlo con et propósito ostensible o 

imptrcito de aprovechar indebidamente su influencia para conseguir asuntos. 
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El nombre de la nsociación habrá de ser el de uno o más de sus componentes, con 

cxc~usión de cualquier otrn designación. En caso de fallecer o retirarse un miembro, su nombre 

podrá mantenerse si consta claramente esta circunstancia. Cuando uno de los asociados acepte 

un puesto oficial incompatible con c1 ejercicio de la profesión, deberá retimrsc de la asociación 

n que pertenezca y su nombre dejará de usnrse. 

e) Carencln nbsolota de órgonos reguladores de la conducta ~Uca. A pesar de 

lo expuesto con anterioridad, en relación con el Código de Etica Profesional y su obligatoricdnd 

para los abogados, ocurre que debido n In libertad imperante en nuestro sistema jurídico 

nncionaJ, para ejercer la abogacía, que carecemos en fonna absoluta de órganos que regulen y 

estimen 1115 conductas éticas de estos profcsionistas. 

A colación de esta particular situación, y de la ideología natural del abogado 

mexicano. el limbito forense del Tribunal se encuentra manchado. y se obstaculiza grandemente 

su labor juzgadora por innumerables entes que valiéndose de un conocimiento aceptable del 

Derecho Positivo. lo utilizan en fonna degenerada a fin de autosatisfacer sus inquietudes y de 

justificar su actuación frente a sus clientes. Esto, lejos de beneficiar, perjudica. y se estima 

indispensable el establecimiento de un Orgnno Específico que sostenga en forma coercitiva y 

sancionable 1115 conductas ~ticas o anti-éticas de los abogados postulantes. Fl ámbito forense 
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así lo reclama. 

S. Subjetivfdnd e idealismo crmnte en la llamada Libertad en el Ejercicio de la Proíesi6n 

del Abogado. Siguiendo el espíritu y la filosoffa social que inspiraron a los Constituyentes del 

17. nos encontramos con que en la actualidad se preve y se protege en el texto del nrtfculo So. 

Constitucional, la libertad para ejercer con acomodo y con licitud. Sin embargo, reparamos 

en que tales imperativos sólo resultan de verdadera productividad en el ámbito de lo social 

obrero, y nunca en lo superior de lo profesional, que conlleva a la lnrga una ofensa a los derechos 

de la sociedad. 

En efecto, el Estado reconoce y garantilll la libertad a que se alude, ni mismo ticrnpo 

de que regula todas Jac; formas de contratación y empico tanto en lo individual como en lo 

colectivo; (40) pero situándonos en un punto rigorista, caemos en la cuenta de que 

~stos reconocimientos y garantías en el ámbito de lo profesional resultan meras ilusiones 

que no corresponden con el ideal primario de Ja libertad instituida para beneficio de la 

colectividad. 

40 Conwntarioa ti nrtfrulo So. ComtllUC'inMI dt' lkrrnjcu Monlt'1 dt Ora, .'iat1lfnt10, ""la Conslil11C'lón 
Polftlro dt' 101 Estodo1 Unldo1 Mt.rirnno1 ·COtnt'ntada. t:dilado por la Rt'clorfa y ti /mtltulo tk 
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Un profcsionisla que es dotado de libertad para ejercer. suele abusar. y en todo 

momento pensar.\ y siempre s.itisfaccrá su interés particular; lo que constituye una contradicción 

con el ideal constituyente. Se busca un compromiso de scr'\'icio que entrañe bases sólidas de 

moralidad, a la vez de que en JXK'O restituyan a la sociedad lo que en conocimientos y prestigio 

han cobrado estos profesionistas, que se encuentran en tal sitial no precisamente por méritos 

propios y para su exclusivo beneficio, sino por motivo de una vocación que encuentra sus 

orígenes y su fuerza de aliento en la colectividad. Se busca establecer no un prototipo o un 

modelo que rija sus propias riendas sin ton ni son, sino un ente que contribuya fácticamcntc a 

el progreso colectivo en miras de una convivencia superior. 

El profesional tiene un compromiso de servicio mayor, y corresponde al ~Indo 

reglamentar su ejercicio sin entender su ingerencia en detrimento de su libertad, sino por el 

contrario dándole así un verdadero sentido a dicha libertad. Se considera que se yerra al 

incidirse constantemente en la libertad profesional como un atributo de los profesionistns o 

lmotJtlgnrioMJ Jurfdira!I th la U.N.A./tf., Mbiro. 1985. J,J•. J.1./1 
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como una garantía individual, ya que se estima. ello es plasmado en beneficio y como garantía 

de la coleclividad que resiente sus desatinos. 

6. Los Colegios de Abogados: 

L'l fibertnd absoluta en donde se le conciba es improductiva, y más que improductiva 

es ociosa y hasta perjudicial. Trasladándonos a el ámbito de lo pmíesional, aWt conociendo que 

tras de un profesionista Je antecede loda una fonnnción académica que podrfa considerarse 

como una bn~e sólida, crea en Jos tales una conciencia de que habiendo llegado a Ja mela 

preconcebida, es tiempo de cobrarse el costo de esfuerzo y económico invertidos, sin atender, 

precisamente, a reglamentación alguna, salvo la legal a Ja que se ven eslrictamenle obligados, 

pues en ello les va el asunto y hasta las ganancias. 

EJ comcntruio anterior parcccrfa morbido o ajeno, pero por más que se lo parezca 

no Jo es, puesto que no debemos olvidar que lo humano es falible. Tratándose de lo humano­

profesional lAmbil!n es factible, y nunc:1 pcnnisiblc, considerándose que Jo que se trabaja entre 

los Abogados son vidas humanas , patrimonios, libertades, tranquilidades que importan 

seguridad, estabilidad y progreso. como bases de una Jfcita convivencia protegida por nuestro 

Derecho Positivo, en el cual se inspira. 
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En México. y en el mundo. se regulan fonnns de control profesional 

denominadas como Colegiación Profesional, y al decir de ésto, algunos autores de renombre 

hnccn referencia a ella. como unn sociedad mutualista, así Bernardo Pércz Fcmándcz 

Del Castillo afirma que : "Los colegios de profcsionistas hnn respondido invnriablcmcntc a 

una necesidad de unión, defensa y clcvac.ión, tanto del nivel ético, como del técnico y científico 

de sus asociados". (41) 

La postura anterior tiene mucho de cicrt.1, pero es bastante limitativa pues se enfoca 

'llnicnmcntc a la consideración del Colegio como una asociación para el mcjornmicnto de los 

abogados agremiados. A este respecto, Angel Ossorio y Ga11ardo especifica que: "FJ Colegio 

significa dos cosas: por una parte, es estímulo para el compañerismo, fncilidaJ para las obras 

culturales. posibilidad pnrn las mutualidades económicas y benéficas; por otro lado es un 

mlnimo de disciplina frntcrna1mente exigida. un aumento de la autoridad colectiva. un órgano 

de relación con el mundo exterior y un medio de vigilancia y discrctn presión sobre los 

Tribunales". Agregando que: •Aparte de ésto, en España los Colegios de Abogados vigilan 

In conduela de los colegiados y pueden imponer castigos en una amplia escala que llega desde 

In simple advertencia hasta ta privación del ejercicio profesional. Este último, naturalmente 

.f I I'lu:. f'trndndt:. Del Ccutitlo, IWrnnrdo, Rtprtstntncldn, Podtr y Alnndato. PrtJtación dt Strvklo1 
l'roft1lonalt1 y Ju f1ica. f:dll. Pomla, Atl:dro. /9H7, p. /9J, 
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en casos muy graves, con un Tribunal muy complejo y con apelación ante la Junta General.• 

(42) 

Semblanza la cual, que describe mayor y más cualitativamente a la reunión de 

abogados para fines, inclusive, de fiscalización y de control profesional. 

El Doctor Burgoa Orihucla desde un punto de visur. constitucionalista, visualilll al 

Colegio de Abogados como un fador real de poder, y así lo expresa en los términos siguientes: 

"Uno de los deberes del abogado es Juchar contra las injusticias y actuar, en su carácter de 

jurisprudente, con el ideal de contribuir al pcñeccionamicnto del Derecho Positivo. Los 

abogados, en lo individual, no tienen la fuerza moral y cívica suficiente para lograr estos 

propósitos, en cuya mera manifestación un sólo abogado, cuando mucho, puede ser un ejemplo 

a imitar, pero nada más. Por csl.3 razón. entre todos los proícsionalcsjurídicos debe halx:r un 

espfritu de solidaridad que los agrupe pcnnanentc111ente con cohesión y en fonna colegiada 

para que taJes objetivos sociales se puedan alcanzar. La colegiación de los abogados es. 

consiguientemente, el medio indispensable para que puedan llegar a ser un factor real de poder .. 

que tenga influencia cultural y moral para mejorar el orden jurídico.• (43) 
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F.n Argentina, a los Colegios de Abogados se les denomina "cuerpos intcnnedios 

que permiten organi1 . .ir, estructurar un sistema de convivcncin estable que, individual y 

rolcc1ivamcntc. pcmtilcn ganar en dignidad, en creación, en madurez." (M) Más cxtcnsivnmentc, 

y abarcando el pensamiento de la Iglesia, se considera que: "todas las encíclicas papales han 

hecho hincapié en esta instanL·ia renovadora donde la persona se realiz..i. como tal, no s61amcntc 

en lo individual. sino fundmncntalmcntc, en lo scctorinl, en el grupo." (45j 

F.n resumen, el Colegio y la Colegiación se estiman como los medios idóneos para 

la clc\•ación del servicio de los abogados, quienes con ello ven su propio hcncíicio. 

a) Colegiación \'oluntaria. Como antcrionnentc ha quedado mencionado. en 

México se regula la Colegiación volunlruin como una posible fonna de control de profcsionistas 

pretendiéndose darle un sentido social a su servicio, y de colabornción con las autoridades y el 

propio Tribunal. 

Ln reglamentación cspccflica se conccntm en la Ley de Proícsioncs paro el Distrito 

y Territorios Federales. bajo su Capítulo VI. en cuyo artkulo 44 respectivo. se dispone que: 

·14 M. MorC'//11, A11.i:11\111 )' (l. lleri:1111n', Hol'C•rt(I, Ot'· dt. /'.p. 171 · 171. 
45 ,.,,.,,,,,,, ,,_, 
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"Todos los profcsionist.1s de una misma rama podrán constituir en el Distrito y 

Territorios Federales, uno o varios colegios, sin que excedan de cinco por cada rama 

profesional, gobernados por un Consejo compuesto por un presidente, un vicepresidente, dos 

sccretnrios propietarios y dos suplentes, un tesorero y un subtcsorcro, que durnrán dos años en 

el ejercicio de su encargo. 

El Consejo será electo por mayoría mediante voto individual escrito y pllblico que 

cada profcsionistn emitirá desde el lugar en que se encuentre por envío postal ccrtHicado, coa 

acuse de recibo a la sede del colegio. 

Las asociaciones se denominarán: •colegio de .... ", indicMdose la rama profesional 

que corresponda. Cada Colegio tendrá secciones locales regidas en igual fonna que la anterior. 

Todo profcsionista cumpliendo con los requisitos que exijan los reglamentos respectivos. 

tendrá derecho para fonnar parte del Colegio de Profcsionistas. 

Cuando sean varios los colegios de profesionistas. éstos dcsigll3rán por mayoría, 

el representante a que se refiere In parte final del artículo 22 de cslD ley; y en caso de empate, 

será la Dirección General de Profesiones la que elija entre las personas designadas quien debe 

representar al Colegio de que se trate.• 

Asf mismo. se dispone en el siguiente artículo SO de la propia Ley de Profesiones 
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citada, los propósitos del Colegio de Proíesionislas: 

•Art. SO. Los Colegios de Proícsionistas tendrán los siguientes propósitos: 

a) Vigilancia del ejercicio profesional con objeto de que éste se realice dentro del 

más alto plano legal y moral; 

b) Promover In c~pedición de leyes, reglamentos y sus rcformns. relativos al 

ejercicio profesional: 

e) Amdliar a la Administración Pública con capacidad para promover lo condu­

cente a la moralización de la misma; 

d) Denunciar a la Secretaria de Educ.ación Púb1ica o a las autoridades penales las 

violaciones a la presente Ley; 

e) Proponer los aranceles profesionales; 

1) Servir de árbitro en los connictos entre profesionales o entre éstos y sus clientes, 

cuando acuerden someterse los mismos a dicho arbitraje; 

g) Fomentar la cultura y las relaciones con los colegios similares del pafs o 

extranjeros. 
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h) Prestar la más amplia colaboración al Poder Público como cuerpos consultores: 

1) Representar a sus miembros o asociados anlc la Dirección General de Profcsio--

nes: 

j) Fomtulnr los estatutos del Colegio depositando un ejemplar en la propia 

Dirección; 

k) Colaborar en la claboraci6n de los planes de estudios profesionales; 

1) Hacerse representar en los congresos relativos al ejercicio profesional; 

m) Formar lista de sus miembros por especialidades para llevar el tumo confonnc 

al cual deberá prestarse el servicio social; 

n) Anotar anualmente los trabajos dcsempcílados por los profesionistas en el 

servicio social; 

o) Formar listas de peritos profcsionaJcs, por especialidades, que serán las 11nicns 

que sirvan oficialmente; 

p) Velar porque los puestos ptlblicos en que se requieran conocimientos propios 

de detcnninada profesión estén dcsempcnados por los t&nicos respectivos con título lcgalmcn· 

te expedido y debidamente registrado: 
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q) Expulsar de su seno, por el voto de dos terceras partes de sus miembros, a los 

que ejecuten actos que desprestigien o deshonren a In profesión. Será requisito en todo caso 

el ofr al interesado y darle plena oportunidad de rendir las pnicbas que estime convenientes, en 

la fonna que dctcnnincn Jos estatutos o reglamentos del Colegio; 

r) Establecer y aplicar sanciones contra los profcsionistns que faltaren al cum­

plimiento de sus deberes profesionales, siempre que no se trate de actos y omisiones que deban 

sancionarse por las autoridades; y, 

1) Gestionar el registro de los Utulos de sus componentes." 

En el foro mexicano, siguiendo Ja tendencia de In Colegiación voluntaria, existen 

algunas asociaciones que se erigen propugnando por el mejoramiento de sus asociados, 

impulsando una daiil coadyuvnncia con la administración de justicia. Este es el caso de la 

"Asociación de Abogados Litigantes de México. A.C.". que se constituyó con tales prcmisns 

por un lapso de duración de 99 nflos, y de cuyos estatutos se desprende que buscan en algo 

cooperar para la más rápida movilización de asuntos en el Tribunal: así se observa de su artículo 

So., que establece que: 

"La Asociación tendrá por objeto el desarro1lo y rcali1~ión de los fines para la que 

es constituida. no tendrá cnrácler prcpondcramcnte económico. sin fines de lucro y sus 

objetivos principales son: 
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a) Coadyuvar a la mejor administración de justicia buscando un aparato jurídico 

capaz de administrar el caudal en constante aumento de situaciones jurídicas. que requieren 

soluciones prácticas. efectivas y más que nada expeditas e inaplazables. 

b) ..... • 

e) Llevar a cabo eventos, mesas redondas. cursos scminnrios, así como conferen­

cias de relevantes juristas y litigantes, para obtener los integrantes de la Asociación un mejor 

conocimiento de la ciencia del Derecho, para su mejor aplicación en la sociedad que 

representamos, y servimos.• 

Lo que constituye un propósito de mejora plausible, pero insuficiente; la mayoría 

de los abogados postulan libremente sin rendir cuentas más que a su propia conciencia. 

Así pues, conocemos de que en nuestro pars impera In colegiación voluntaria 

prescindiéndose de toda coerción a los profcsionistas, quienes se parapetan falsamente en 

el hecho de que obligándosclcs a su colegiación, se les infringe su garantía de libertad, como 

lo menciona Nicclo Alcalá Zamora y Castillo al pronunciarse en conlra de tales postulantes., 

(46) 

46 A.kaJd.7.mnora y Clutillo. Nlceto, lkrtí'ho Pro«W Meikano. F.Jll. Pomla, Mlilco, 1966,p. 109. 
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b) Coleglad6n obligatoria. De ésta, pocos son partidarios porque la mayorla cree 

ver en ésto un atentado a su libertad. Y n este decir, Angel Ossorio y Gallardo concita lo 

siguiente: •aran cosa es la libertad y pocos habrá que hayan luchado y luchen por c11a tanto 

como yo. Pero en el mundo todo tiene limitaciones y la libertad no puede escapar a esta regla. 

Todos defendemos la libertad de conciencia, pero ella está limitada por el respeto debido a los 

actos de los cultos que no compartimos. Todos amamos la libertad de pensamiento y de 

expresión, pero ésta tiene sus cotos y vallas en el Código penal y en las leyes de policía de 

imprenta. Todos reputamos como esencial para la sociedad la libertad del sufragio, pero el 

sufragio, aón siendo universal, tiene estrechas reglamentaciones paro que no se ejerza de un 

modo anárquico. Y así en todo, absolutamente en todo. ¿Quién podrá. pues. extraftnrse de que 

la libertad de la defensa, m1n siendo no ya rcspctnble sino sagrada, tenga un reglamentación y 

unos ataderos?.• (47) 

La libertad es algo que se saborea sólo cuando no somos totalmente libres, el 

hombre en su marcha suele desconocer de Hmites y entonces vive sujeto a sus puiioncs y sus 

deseos, pero existiendo un tope de acción, se detiene y puede contemplar que bien valió la pena 

haberse detenido. En este sentido, los autores Augusto M. Morclto y Roberto O. Bcrizoncc se 

pronuncian porque el Estado contribuya a ta Colegiación obligatoria, ya que de lo contrario, lo 

que hará será seguir •ta poUtica del avestruz. en donde lejos de canalizarlos institucionalmente, 

47 Op.dt.P.p.161·162 
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para hacerlos rendir a satisfacción y articularlos en un nivel deseado en el marco de la 

democracia, importaría, sencillamente, desacomodarlos empujándolos n un destino aloca-

do .... " (48) 

Al instituirse In Colegiación obligatoria, no debe actuarse paramilitariz.ando 

a los abogados, imponiéndoles riendas tirantez, puesto que de tal manera sí se pierde 

la libertad que tnnto defienden. Un ejemplo contrario, Jo es el vigente en Alemania, en 

donde se dice que: "El abogado es el competente y asiduo representante consejero en 

todos los negocios jurídicos. Su profesión no es una industria, sino un servicio al Derecho." 

(49) Estableciéndose que para ser admitido en la calidad de abogado, "es necesario hacer 

prúcticas de aspirante durante un ano; decide sobre la admisión a la prestación de tnl 

servicio de prácticas, la Autoridad superior en materia de Justicia: siendo revocable la 

reícrida admisión. Transcurrido el tercer afio de aspirante en prácticas, puede !olicitarse 

la admisión como Abogado. La admisión es de libre decisión del Estado; y ya no existe 

una acción para solicitar la admisión por reunir las condiciones legales. Sobre la solicitud 

decide la más alta autoridad en materia de Justicia. Antes de la admisión debe pedirse 

infonne al Presidente de 1 Colegio de Abogados del Reich. En ningún t.ribuno.J. deben . 

ser admitidos más Abogados que los que convenga a su ordenada administración de -

48 Op. cit. p. 115. 
49 Schonit, Mnlfa. Ihrrcho Proasal Civil. Traduccldn tspailola dt la Qalnra Edlcldn Altmana, 
IJa«tlona, J9j(} p. lJJ. 
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justicia.• (50) 

Como se aprecia, lo anterior es extremista, y lo que se busca es un punto medio 

efectivo que agrupe y rinda, moralizando y no dejando nada a la conciencia sino a un control 

jurídico puro y coercible. 

En nuestro pa(s, como lo nfinna la voz de Niccto Alcalá-Zamora y Cnstit1o, se 

conoce esta tendencia a la Colegiación obligatoria, lo cual se confirma de lo siguiente: 

"Advirtamos, sin embargo, que aún cuando no con carácter general, la colegiación obligatoria 

IC conoce en la legislación de algunas entidades fcdcralivas mexicanas como requisito 

Indispensable para el ejercicio profesional, si bien no implantan el colegio dnico, sino que 

penniten la existencia de varios, siempre que reunan un mfnimo de socios, a veces sumamente 

mínimo (por ejemplo cinco). Tal sucede en los Estados de Chihuahua (cfr. el acuerdo de 18 

de íebrcro y el decreto de 16 de mayo, ambos de 1957). Qu<rétaro (ár., los artículos 2, 22 y 41 

de su Ley de Profesiones de 16 de mano de 1966, hecha la aclaración de queante 185 protestas 

1u1citadas por la colegiación obligatoña entre los miembros de las distintas profesiones 

afectadas, poco dcspui!s el decreto de 31 de marzo dispuso que aquella. en lugar de cnlrar en 

\·igor al dla siguicnlc de su publicación en el periódico oficial del Estado, no comience a regir 

:JO 1-.p.8/ 
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sino hasta que se publique el reglamento de la misma) .... " (51) 

Indiscutiblemente, el régimen de la Colegiación obligatoria que se alude, reporta 

grandes ventajas para sus agremiados, y para más, pero antes de su instauración debe 

denumbarsc la muralla de ignorancia y de incertidumbre de que se encuentran fortalecidos los 

postulantes en la actualidad. 

7. Eficacia o!tlco social de la Coleglacl6n Obligatoria. El cuidado de las conduelas ~ticas 

en el quehacer abogacil debe recaer en los propios pares, como es opinión de los autores 

Augusto M. Morcllo y Roberto O. Berizoncc, quienes propugnan abiertamente por los 

beneficios de la Colegiación Obligatoria, en donde deben regir los Tribunales de Disciplina 

Colegiales. (52) 

Así pues, a lo menos en Argentina en donde existe implantada Ja Colegiación 

Obligatoria, se pueden apreciar ventajas que indican eficiencia ética, y que bieo podrían ser .. 

trasl11dadas a nuestro foro. Estas, son las siguientes: 

j/ Op. cit. p. 108. 
32 0p. c11. r.p.106-116. 
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a) F'isrn.lizad6n de Cédulas Profesionales. A través de la inscripción de la 

matricula en el Colegio respectivo, como requisito indispensable para poder postular. (53) 

b) Dictado y apUcaci6n de sanciones en conduelas antio.ética. Al encontrarse 

inscrito en el colegio, y procurarse alguna o algunas de las conductas consideradas como anti­

~ticas, se dictan y aplican por el Tribunal Colegial, las sanciones siguientes: 1) Advertencia 

Individua) o en presencia del Consejo Directivo, según la importancia de la falta; 2) Censura 

en In misma fonna; 3) Multa; 4) Suspensión en el ejercicio de la profesión hasta 6 meses; y 

5) Exclusión del ejercicio profesional. (54) 

e) Defensa y asistencia de pobres. De cump1imcntación forzosa. Los abogados 

serán designados por el presidente del Colegio. (55) 

d) Estrecha colaborad6n con el Poder Judklal. Circunscritos los abogados a 

una conducta ética obligadn. a la vez se encuentran sujetos a la supervisión del Tribunal, con 

el que contribuyen eficientemente. (56) 

5J M. Mor tilo, AM,cwlo y O. Dul:onct, Robu10. Op. cll, p. 242. 
54 ldltn. P.p. 26·29. 
55 /4tttt. P.p. l lll-12S. 
56 ltkm.p. 79 
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8. Notoria lneOcacla o!Uco-50Clal del Libre E;jercldo de la Profesl6n de la Abopcla. Se 

abunda tanto en el lema porque su naturaleza y su redundancia en lo social, así Jo reclaman. 

8 libre ejercicio de la proíesión de la Abogada carece en su generalidad de bases 

~ticas finnes que puedan sostenerse a sus profesionistas en el diario acontecer. En este aspecto, 

parecerla caeríamos en consideraciones filosóficas que estiman, que la conducta recta es el 

resultado de un adicstmmiento, no de la rcflcx.ión. (57) fJ conocimiento abstracto del bien 

y del mal no contribuye más a la formación del carácter que el conocimiento de la fisica al 

ciclismo. 

Por lo anterior, la tendencia universitaria a impartir cursos de ~tica constituyen 

ejercicios sin sentido. La honradez, el trabajo y el respeto a los demM fonnan et giróscopo que 

estabiliza al individuo en su viaje por la vida. Distinguir lo correcto de lo incorrecto en la vida 

diaria no es tan dificil; lo que sf resulta arduo es vencer la pereza y la cobardía para haett lo que 

sabemos perfectamente bien que debemos hacer. Estas consideraciones como moc:ivos, nos • 

orientan a pensar que se requiere ávidamente de un organismo cspcclfico que englobe a lales 

profcsionistas, y que además los haga pcnnancccr, por una constante vigilancia, en un 

depurado ambiente libre de conductas Mti.aicas. 

S7 Tomado tk •m anfculn tk lnln. Mi<'~I. ¡.blkodo nr 111 Rnúta S«-lttcúMts Dtl Rrotlu's Dlft#. <k 
Fdwro ck /990, I' .p. J-6. 
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Está visto que por nuestro libre atbcdño permanecemos distantes a deberes básicos 

que nos incumben y que repercuten socialmente. Así, el libre ejercicio de la abogada, conlleva 

grandes desventajas, entre las cuales se pueden seftnlar las siguientes: 

a) CasubtJca demostrativa. A manera de ilustrar el presente trabajo en tema tan 

comentado, se anuncia del asunto de Queja promovido ante la Junta de Honor de la Barro 

Mexicana de Abogados por sus agremiados, y en contra de 48 de sus integranles que laborando 

en despachos americanos, se ostentaban como afiliados a la Barra Mexicana, obrando en una 

fonna desleal, y que tan pronto conocieron del escrito de queja, dieron su baja en bloque; sin 

que cJlo les hubiera afectado, puesto que continuaron ejerciendo la abogada como antes, sin 

más consecuencia que la de una sanción ética, que pronto echarán al olvido y que. desde luego, 

no los hizo siquiera desmerecer en el concepto pt1blico. (58) 

b) Evidente perjuicio social. Con el ejemplo anterior, qucdn en lrasluz la total 

ineficacia ético-social del libre ejercido de nuestra profesión; ineficacia que se ve Rflejada en 

el consecuente perjuicio que n la sociedad se ocasiona. Fn más de una vez hemos mencionado 

que la labor de In abogacía es la de servir, y si han de servir, que sirvan bien. 

58 Alcal4·7.amora y Casdllo. Niu10. Op. cit. /'.p. 102-114. 
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e) Falta de credibilidad en la Abogada y sus postulantes. Sobre ~sto, no es 

necesario el vertir mayores comentarios, todos sabemos la posición de descre!!dito y 

desmerecimiento de que gozan los abogados en la actualidad. Y ello se hace extensivo a la 

abogacía, en consecuencia. 

d) Detrimento de la Admlnistrnci6n de Justicia. Las labores de los abogados 

recaen en Jos Tribunales, y si éstas deslucen en el concepto ético actúan en detrimento de la 

función con la cual deben coadyuvar. 
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CAPITULO V 

LA LENTITUD DE LOS PROCESOS Y SU GRAVEDAD IMPLICITA 

l. El sentido de la Justicia ante la connictiva social. Nuestra Justicia es tan rica y flexible 

que desciende y ascienden todos los niveles. En su andar no distingue posiciones ni ideologías, 

su paso debe ser firme e indeclinable. 

Ante ~sto, resulta de suma conveniencia c1 recordar que, In estructura nommtiva de 

toda sociedad se sostiene en un orden jurídico que el Estado instrumenta, aún para regir y 

regular sus propios actos. A su administración de Justicia compete enfrentar la conflictiva 

social, procurando una efectiva tutela en los derechos de sus gobernados. 

la Justicia act6a, entonces. inspirando y creando caminos para la solución de tales 

conílictos. Se crea una relación en constante movimiento, Su protección se extiende en el 

espacio y en el tiempo en fonna pcnnnncntc. 

2. Vigencia del mandato constitucional de Prontitud y Eq>edltez. Como anteñonnentc ha 

quedado mencionado, en 1a actua1idad permanecen vigentes los mandamientos constitucionales 

de prontitud y cxpcditez; refrendados con mayor auge, al reformarse el texto del artículo 17 

constitucional correspondiente. 
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La reforma comentada vino a establecer una rclnción jurfdico-proccsat de pcnna­

ncnte vigencia entre los tribunales y las partes contendientes: ésto, como un deber inaplaz.ablc 

para administrar justicia rápida y eficaz, resultante de la relación política del ciudadano con el 

Estado. 

3. El Proceso: 

La prolección específica que el Estado allega a sus gobernados, se materializa en 

et proceso, considerado como "una rtlación en movimiento". (59) 

Esta institución estatal garantiza el tratamiento juñdico de los conflictos sociales, 

en miras de la bdsqucda o estabilidad de la ~guñdad y la justicia, como clcmcntM esenciales 

de una an_hclada paz social. (60) 

Para su mejor conocimiento, se consideran los siguientes elementos: 

a) concepto. El autor cspailol Pedro Aragoneses Alonso, plantea al proceso como 

•una instituciónjurldica estatal que tiene por objeto la resolución en forma coactiva e imparcial 

J9 Vakn:Mda, Ar1uro, Dtrtcho Proctsal Civil. IJbrtrfa Canlllo Htrmano1 t lmprtwrtl, S.A.. MI.rico, 
1981,p. 14. 
60 Aragont:it1 A/01110, Ptdro, Tlí"nlca Proetsal (l'roctsn tk Cognlcldn y Juicio VtrbalJ. Edil. A&•llar, 
Madrid, 19.JIJ, P.p. 73.74, 
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de las controvcrsiasjurfdicas, mediante el procedimiento adecuado y con sujeción a las normas 

dictadas por el legislador•. (61) 

De cuya proposición se desprenden, como elementos esenciales del proceso, el 

principio de imparcialidad y la resolución coactiva de las controversias jurídicas. El primero, 

principio clave de la institución procesal que viene a hacer cf ectivo el compromiso del Estado; 

y, el segundo, nota esencial que significa la fuerza que se acompaña a las decisiones así 

obtenidas. 

Abundando ni respecto, se considera tnmbién la proposición del Doctor Cipriano 

Gómez Lara, quien habla del proceso como •un conjunto complejo de actos del estado como 

soberano, de las partes interesadas y de los terceros ajenos a la relación substancial, actos todos 

que ticnd~n a la aplicación de una ley general a un caso concreto controvertido pam solucionarlo 

o dirimirlo". (62) 

Lo cual puede ser considerado como una visión de Ja integración concrela del 

proceso, pero nunca como una noción del mismo, ya que no implica sus cualidades que lo 

vuelven como prololipo de solución hcrcrocompositiva, coactiva e imparcial, a travc!s del cual 

61 Op. cit. P.p. 14-75. 
62 Citada ~n Tror(a lkMral dd f>ro«so. &111. llarla, Mlxlro, 1990. p. /31, 
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el Estado puede cumplir su elevado fin de proporcionar justicia y scguñdad, (6.1). 

b) Etapas. El desarrollo de la función jurisdiccional a través del proceso, no se 

agota en un sólo aclo sino que requiere ~e una sucesión de actos que tienen su realización en 

un espacio de tiempo. 

Esta circunstancia permite distinguir tres etapas principales en el dcsnrro11o del 

proceso: la postulatoria, la probatoria y la resolutoria. 

l. La clapa postulatorfa comprende todos aquellos actos que tienen por objeto 

plantear ante el órgano jurisdiccional el conílicto jurídico que habrá de resolver. 

11. En la etapa probatoria, el órgano jurisdiccional parn resolver el conflicto 

jurídico necesita, a fin de fonnarsc una convicción, que los hechos alegados por los interesados 

estén probados. 

Toca a las partes proporcionar todo este material de convicción. 

111. En la etapa resolutoria, el órgano jurisdiccional mediante el juicio lógico 

establece cuál de los diferentes intereses invocados por las partes. es el tutelado por la nonna 

6J Arag011t'srs A.Ion.to, l'rdw. Op. di. p. 74. 
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y una vez establecido, el Estado en la sentencia, se apropia ese interés y lo realiza 

jurisdicciona1mcnte. (64) 

e) Flnalldades. Para cnt~ndcr cnbalmentc el aspecto de las finalidades del 

proceso, se requiere comprender que se fusionan en uno, tanto el interés que el &tado 

persigue, como el interés que las partes litigan; y ns( llegamos a In conclusión, de que "el lin 

del proceso es la actuación del derecho objetivo, mediante la tutela concreta del derecho 

subjetivo•. (65) 

El desglose de lo anterior se significa, en el hecho de que la actuación de la nonna 

jurídica debe coincidir con la sntisfacci6n de los derechos subjetivos. cuando han sido 

desconocidos o violados. El repunte de i&to, hace que In misión que se le cnconúenda al proceso 

en la sociedad, sea la vuclla al orden, fonnndo la ejecución de las actividD.des compatibilizadoras. 

ya ni rcn!izar una declaración, ya ni mover por la inminencia de la coacción potencial la voluntad 

del obligado. (66) 

Cuando se logra esta coincidencia, el fin de In parte se identifica con el fin del 

64 \-'nkn:u,.la, Anuro. Op. dt. /l.p. 145·1-ló. 
65 /dl'm.p.144. 
66 <"tdtnt': IAM, (_'/prlnnn. Op. C'lt.p./J5. 
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F.stado; por eso hace suyo el inlcrés y fo reafi7 .. 1 con loda la íueu .. 1 de su soheranía. (67) 

4. Principios básicos que rigen lu acth'idnd dentro del Procl•su: 

En malcría del dcscnvolvimicnlo proce~1J, c~islcn polí1icas pre\·iamcnle esuiblc­

cicfas, consistcnlcs en principios infomrnti\'Os que rigen In ac1ivid:1d pmcesal. Como tales, se 

conocen los siguientes: 

a) Di'i¡>OSith'o. Este principio consiste en que las partes poseen dominio romplclo 

tnnlo sobre su derecho suslanti\'o, como sobre los derechos procesales implícitos en el juicio. 

en el senlido de que son libres de ejercilarlos o no. (68) 

Bajo csle principio, el F.slado es un cnle de autoridad que tiene sus alrihucinncs 

delimitadas. El juez es un mero espcclador pm•i\'o de In contienda, su papel se contrae a \'igilar 

que las reglas del juego se cumplan. Una vez desenvuelta In conliendn, dicta su rcsolució11 

61 Vn/en:.uelt1, A.flUTtl. Op. rit. p. /.U, 
68 Am.i:o11eu1 A.lo1uo, l't'dro. Op. rlt.p. 2tU. 
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determinando a quien le corresponde la razón jurídica. (69) 

b) lnquislth·o. En éste, el proceso se ha de considerar como un medio al servicio 

del Estado para la administración de justicia. (70) 

Aquí, el juez ejerce el poder que le ha sido delegado por el soberano, sin ninguna 

limitación; además, es un investigador con amplios poderes. (71) 

De ambos principios suele decirse que, atln cuando puedan tener un carácter 

preponderante, pueden coexistir en un mismo ordenamiento jurídico. 

5. Leyes que rigen el desarrollo del Proceso y que disponen el fondo del lltfgfo: Nuestro 

sistema de derecho para su mejor funcionalidad, consta de ordenamientos sustantivos y 

adjetivos que complementan el buen uso y disfrute de los derechos subjetivos de los 

ciudadanos. 

Así, connuycn en el ámbito de lo normativo en tomo del proceso, los siguientes 

69 <"1tM: /Ara, Ciprlana. Op. cl1.p. 77. 
70 kagoMus Alomo, l'~dro. Op. cil.p. 20J. 
71 ~:/Ara, Clprlano. Op. cll.p. 76. 
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ordenamientos: 

a) Código de Procedimientos civiles. F_,.lc. proviene de la pluma y de la visión 

procesal de notables juristas que. con fecha 30 de Agosto de 1932, culmimtron su trabajo, 

rcfonnando, innovando y creando, respecto del código de Procedimientos antecesor de 1884... 

En su esencia, se trabajó reduciendo a casi la mitad sus preceptos (de 1952 del 

Código de 1884, a 986 en el de 1932); pero fundamentalmente, se trató de implantar en una 

forma brusca y repentina la oralidad, al tenor de sus artículos 299, y 385 a 402. 

De estos preceptos cabe scllalarse, concentran en manos del juzgador facultades 

suficientes como para mantener ágil y desahogado el procedimiento, pero lamentablemente, en 

el proceso civil mexicano impera el pñncipio dispositivo y la iniciativa de las partes. (72) 

b) C6dlgo Civil. E derecho sustanlÍ\'O ci\'il contenido en el correlativo Código 

civil de 1884, encerraba una clara tendencia individ1mlista que particulnri1 . ..i.ba esta rama del 

derecho, como si pudiese considerarse que In misma debe ocuparse exclusivamente de las 

relaciones entre particulares que no afecten dircclmncntc a la sociedad. Imperaba. indebida· 

72 AfC"alJ-7Amora y Cmllllo, Ni<'tlo, Op. cit. P.p. 143-181, 
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111cnlc, el conocido principio del "dejar hacer y dejar pasar" de la escuela liberal; pero la 

socialit.ación de nuestro derecho ha puesto pie en la legislación civil, y tal es el postulado que 

inspiró n los legisladores que redactaron el proyecto aprobado del Código Civil de 1928. 

Se dice que, sociali1.ar el derecho significa extender la esfera del derecho del riro 

ni pobre, del propietario ni trabajador, del industrial al asalariado, del hombre a la nntlcr, sin 

ninguna restricción ni exclusivismo. El derecho, como fenómeno social, debt! ser eco de las 

condiciones socinlcs nuevas, de los sentimientos y de las necesidades nuevas; y entonces, las 

sanciones del legislador de 1928, deben ejercer una acción propulsiva y estimular a reivindi-

cacioncs. 

A In anlcrior, obedece la nueva orientadón que se dan nuestro Código Civil de 

1928, que ahorn se contempla como annoni1.ador de los inlcrescs individuales con los sociales. 

Su prcs.lnnL·ia a una mayor prolccción es c\'idente. (73) 

6. l .u 1.en1itud de los Procesen;. Su gr.wusa presencia en In actualidad: 

7.1 Tt111111d" d1• lt1 fap111idtf11 tlr MotilYn ''"' Oh/i,i;o l"fril dt• /IJ2H, "" nftfiKo C.:frll pttra t!I IJiJtrito 
for•1fn11I. 1-tlil. /'(lm/¡1, Mi.r/J'o, /W/, t•.p. 7-111. 
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El aparato jurisdiccional actual adolece de una sensible lentitud en sus procesos, 

aún a pesar de la multitud de esfuerzos, y de las acciones concentradas a su disminución. 

Para su mejor conocimiento:. se aportan los elementos siguientes: 

a) E&tad{sticas. Apreciables gráficamente; (74) y consideradas en un lapso 

comprendido entre 1983 y 1988, de la suma de asuntos ingresados y de las sentencias dictadas 

en los mismos, de donde puede apreciarse la comentada lentitud de los procesos. 

b) Medidas implementadas. La Presidencia del Tribunal Superior de Justicia del 

Distrito Federal a instancias de la Presidencia de la República, en 1986, inició una serie de 

acciones diñgidas a transformar los juzgados del fuero común en verdaderas unidades de 

trabajo eficaces y eficientes, (75) 

A resultas de ésto, en fonna resumida, se tomaron las siguientes medidas: 

74 -~&lln CIUJdrru No. S y 6. y Cirdjinu No. J y 4 dd AM.ro f:stadfitlro rn M•1norla tk laboTn 19&1· 
19U. Mag. Clm•~nllnn Gil d~ l.ntu, 
75 &l••oriatk laborw• JMJ./988, Mag. Clrnwntlnn Gil tk ILJtrr. l'.p. 2·8 
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l. Reubicación fCsica de los Tribunales de Justicia del Distrito FederaJ, en una 

zona de concentración de servicios de Ja administración de justicia. 

JI. Duplicación del m.1mcro de juzgados de primera instancia, reestructurando 

su plantilla tipo. 

111. Creación de juzgados especializados. 

IV. Desconcentración de actividades no jurisdiccionales a cargo de juzgados de 

primera instancia: y. 

V. Prcparnción y actualización permanente de todo el persona! que integra un 

juzgado. 

e) Resultados obtenidos. En palabras de Ja propia Lle. Clementina Gil de Lcstcr, 

anterior Presidenta del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, dadas a conocer en 

su período de labores, sabemos Jo siguiente: 

"Lo alcanzado no es m.tn salisfactorio, estamos conscientes que cuesta mucho 

trabajo cambiar Jo que por rulos ha pem13necido contra todo desenvolvimiento social, esUttico: 

algo se hizo y queda mucho por hacer"'. (76) 
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No obstante lo cual, es plausible el esfuerzo imprimido, y Jos resultados obtenidos, 

no lo son para menos; nuestro Tribunal se ha reivindicado en un poco, pero m1n queda camino 

por recorrer. 

e) Perjuicio social. siendo los destinatarios de la administración de justicia, los 

gobernados, se entiende que los mismos son quienes sufren los atrasos o los retrasos de los 

órganos encargados. 

EJ perjuicio social es innegable, aunado a el hecho de que edstc una gmndl' 

conlradicción con el postulado constitucional de pronlilud y cxpedílcz. El desarrollo social se 

entorpece, se irritan los ánimos, y se gaslnn los bolsillos. 

7. lnteffil del Eslado Mexicano en la probl<mátlcn de la Lentitud d< los Proeesos. Es más 

que evidente, a la vista de los conocedores, que en realidad el Estado Mexicano comparte de 

la inquietud de lodo el pueblo por alcanzar una administración de justicia honesta, pronta y 

expedita: asI lo indican con roda claridad la serie de reformas a nucslros ordenamientos 

sustantivos, adjetivos, y, a nucslrn misma Carta fundamental, en pro de la consecución de tales 

postulados básicos. 

Ejemplificando, conocemos de Ja Reforma Jurídica efocluada en el ano de 1983 en 

la Administración de Justicia, y en cuya exposición de motivos quedó dicho que: 
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•EJ derecho es consubslancia1 ni Estado, como ésto lo es de aquel, y ambos 

tienen como verdad fundamental y fin primordial mantener la paz, la cual no es una 

simple ausencia de guerra, ni el resultado del sólo equilibrio de las fuerzas, sino que con 

toda exactitud y propiedad se llama Obra de la Justicia. Es el producto del orden cimentado en 

la sociedad y que los hombres siempre sedientos de una más peñcctajusticia, han de llevar 

a su madurcL EJ bien común del género humano se rige primariamente por la ley; pero en 

sus exigencias concretas, durante el transcurso del tiempo está sometido a continuos 

cambios; por éso la paz jamás es una cosa del todo hecha, sino un perpetuo que hacer que 

requiere vigilancia por la autoriclad legítima y a ésto obedece la refomm de la ley; reforma 

que en materia de Organi:zación Judicial es motivo de eslos comentarios, ya que el continuo 

cambio que se observa en todos los ámbitos de Ja sociedad, impulsado entre otros factores, 

por los de orden económico y aumento de población, origina que tal vigilancia se encamine a 

buscar con ahinco su nctualiz.nción a ese desenvolvimiento, pues In paz y tranquilidad social 

no se puede lograr si no se obtiene con nonnas que correspondan a un orden que lleve al 

aseguramiento del bien de las personas e incluso a la comunicación entre los hombres de sus 

riquezas de orden intelectual y espiritual, ns[ como a buscar que haya en el terreno de lo 

económico un sistema que pennita un equilibrio entre las fuerzas que en él concurren, con un 

finnc propósito de respeto a la dignidad de toda persona y a la de la propia sociedad, 

para que sus miembros renunciando a la violencia en la e:idgencia de sus derechos acudan a los 

medios de defensa que el EMado ponga a su alcance, sobre todo de los más débiles , mediante 

un adecuado sistema judicial que sirva de contrapeso a las desigualdades económicas y que 

elimine In lentitud en la aplicación de las soluciones necesarias. Dada la fragilidad humana. 

el cuidado por la paz reclama no sólamcntc un constante dominio de uno mismo, sino 
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también la vigilancia por parte de la autoridad legítima". (77) 

Inquietudes que han sido impulsadas benéficamente parn, entre otras finalidades, 

agilizar nuestra administración de justicia. 

Estas inquietudes se han visto aumentadas, y se les ha cnnnlizado, postcrionncnte, 

en basen la Convocatoria que para el foro de Consulta Popular para el Mejoramiento y Apoyo 

de la Administración de Justicia del Fuero Coml'in en el Distrito Federal, lanzó la Presidencia 

de la República en 1986, con resultados óptimos. (78) 

As( mismo, existe latente el compromiso asumido por el actual Presidente, Lle. 

Carlos Salinas de Gortari, quien en sus discursos de campana manifestó que: 

77 Tomado dt 111 Rtfonna Jurldir'a dt 198.J tn la Admlnbtrad6n dt JuJticla. l'rocuradurfa <~naal tk la 
~p1lbllnr, Mixlco, 1984, P.p. 61J.tH6. 
15 Cfr. Programa para d Mtjornm/tnfo y Apoyo de In Admlnú1rarld11 dt J¡utkla dtl f"Utro t'OltlÚtf"' ti 
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"No estoy atado a dogma o fónnula alguna, ni en materia económica ni en ningón 

otro ámbito, sabré cambiar los métodos y las formas d~ hacer las cosas, para resolver los 

problemas y lograr nuestros objetivos fundamentales. No tengo compromiso con ninguna 

continuidad, excepto el de fortalecer los principios fundamentales del pueblo me:iticano. Mi 

único compromiso es continuar la defensa de In independencia y de la soberanía de México; 

In promoción de la democracia: la defensa de las libertades que tnnto amamos los mexicanos, 

y hacer realidad el viejo, pero pcnnancnte, anhelo de todos mis compatriotas: el de la justicia. 

Esos son los compromisos con los que tengo compromiso de continuidad". (79) 

"En México sigue existiendo la demanda de justicia pronta y expedita que la 

Constitución otorga a los mexicanos. Hemos dado pasos muy importantes en esa dirección. No 

cabe dudo. deberemos redoblar esfuerzos poro satisfacer a plenitud esa justicia de los 

mexicanos". (79 bis) 

Dl.urilo Ftchral. ror ti Ttibunnl s11ptrlordt Jurlkln dtl Dlnrllo Ftdtral, Ml.rlco. 1986. 
79 Como M ~spundt dt sus discursos ik Campaíla. 1•arlldo lleWJlw:ionar/o fnsll/IU:lonal. Comlli 
E}tcutlvo Nadonal. Stc•rtlatfa dt ln/ormacldn 1 rropaganda, Mlxlco, 1988, tomo IV, p.U. 

19DJs ldtm. Tomo VII. p. 254 
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8. Derrotero de la Adnünlstraclón de Justkla con la l..cntitud de sus Procesos. Opiniones 

de destacados Juristas. 

Ahora bien, se estima que resultaría incompleto el panorama del proceso y su 

comentada lentitud, si no se aprecia la opinión de quienes confluyen regularmente en tomo de 

su ejercicio. Así, se comprenden las siguientes: 

l. Lic. Rafüel Avante Mart{ncz. Magistrado de la Segunda Sala del Tribunal 

Superior de Justicia del Distrito Federal. 

Pregunta: 

¿Creé Usted que exista lentitud en tos procesos? 

Respuesta: 

No, los procesos se ajustan a la ley, y si hubiera lentitud estaría programada en la 

propia legislación. 

Pregunta: 

¿Cuál cree Usted que sea el futuro próximo de nuestra Administración de Justicia'! 

Respuesta: 

Actualmente, el Magistrado Presidente trabaja a fin de corregir los problemas que 
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aquejan al Tribunal Superior, y el futuro que se avisara es la mejora en el servicio que presta, 

erradicándose Ja corrupción. 

ll. Lic. Yolanda de la Cruz Mondragón. Juez Vigésimo Séptimo de Jo Familiar 

del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal. 

Pregunta: 

¿Creé Usted que exista lentitud en lo~ procesos? 

Respuesta: 

sr. pero es atribuible a las partes que cuando no tienen intcrb: no ejercilan el 

impulso procesal. En cambio, cuando las partes demuestran interés, los procesos se resuelven 

rápidamente porque los jueces tienen marcados ténninos que se respetan. 

Progunta: 

¿Cuál creé Usted que sea el futuro próximo de nuestra Administración de Justicia? 

Respuesta: 

Durante los llltimos doce anos se ha trabajado para agilizar los juicios, los 

Magistrados han cuidado mucho este aspecto cuando se trata de causas atribuibles al personal 

judicial. Si hubiera más voluntad en cuanto a los postulantes, los procesos se resolverían más 

rilpido. 
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Se requiere una reeducación general para que el servicio que se presta se desempeilc 

con eficiencia, y, en beneficio de quienes acudan al Tribunal a tratar de resolver sus 

controversias. 

111. Lic. Héctor Molino Gonzólez. Director del Seminario de Derecho Procesal 

de la Facultad de Derecho, de la Universidad Nacional Aulónoma de México. 

Prq¡unla: 

¿Creé Usted que exista lentitud en los procesos? 

Respuesta: 

sr. es obvio, hny lentitud en los procesos porque unjuicio puede durar un afto o dos 

aitos; hay muchos juicios, huy poca cantidad de juzgados y jueces ineptos. 

Pregunta: 

¿Cuál creé Usted que sea el futuro pró:itimo de nuestra Administración de Justicia? . 

Respuesta 

Que necesariamente las Autoridades Administrativas deben procurar solucionar In 

lentilud en los procesos, creando juzgados, seleccionando jueces y rcfonnnndo leye5, 
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IV. Lic. Santos Mnrtínez Gómez. Maestro de Práctica Forense de Derecho 

Privado en la Facultad de Derecho, de la Universidad Nacional Autónoma de M6xico. 

Pregunta: 

¿Creé Usted que cdsta lentitud en los procesos? 

Respuesta: 

sr. y es imputable ni elemento humano, aún cuando las rcfonna.s opcrada.'i a nuestro 

Código de Procedimientos Civiles tienden a expcditar los procedimientos. 

Pregunta: 

¿Cuál creé Usted que sea el futuro próximo de nuestra Administración de Justicia? 

Respuesta: 

Creo que debe profesionalizarse a los jueces. E juez tiene que conocer las leyes 

y aplicarlas con valor civil. 

Debe haber acciones encaminadas no sólo a la labor de los jueces, sino tambi6n e 

los postulantes quienes las más de las veces obstruyen la administración de justicia. 
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Si no se pone remedio, lo anterior nos conducirá a un demérito mayor, y _a C¡uc se 

incrementen las lacras. 
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ASUNTOS INGRESADOS 
1983-1988 

~ s 1983 198 4 1985 1986 1987 1988 !;/ 

CIVILES 217,852 197 ,995 48,165 38,907 34,690 40,100 

PENALES 17,003 13,627 11,937 11, 544 12,0 11 13,249 

FAMILIARES 38,458 37,590 25,84 5 3 2,985 35,541 36,897 

A¡lRENDAMIENTO • 
40,304 63,225 56,493 57,231 INMOBILIARIO 

CONCURSALES • • 346 120 

MIXTOS DE PAZ 19,737 18,361 16,248 32, 715 35,447 34,133 

TOTAL: 286,050 267 573 1 26,251 146,661 174,528 1 81,730 

~¡; DATO ESTIMADO 

• El 26 de flbrtro de 1985 los Ji.¡z9ado5 CNlles, de acuerdo o la upeclollzaclón por materia, 11 dividieron en 
Juzgados del Arrendamiento lnmoblllarlo y Jut;odo1 Civiles, realizándose lo transferencia de asuntos rnptcllvos. 

• • Con la cr1addn de los Juzgadoa Concunollc el 13 de abril d1 1987, los Juzgados Civiles lrancflrieron los o~nto1 
de nta l'l'lateria o los nuevos Juzgados. 



TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL DISTRITO FEDERAL 

ASUNTOS INGRESADOS 
JUZGADOS 

CIVILES ,.6.2 
217852 

FAMILIARES 20.3 'Wo 
36897 

1983 

12.7% 

PENALES 4.2% 
12003 

TOTAL 286.051> 

DE PAZ 18.S "'-

PENALES 7.3% 
13249 

CONCURSALES 0.1 'Wo 
~~..,.,"i-'4'~/ 120 

CIVILES 22. l'Wo 
40100 

1988 181.730 



SENTENCIAS DICTADAS 
1983 - 1988 

~ JUZGADOS 
1983 1984 1985 1986 1987 1900 !U 

CIVILES 30,944 28,680 13,238 11,763 9,594 12,864 

PENALES 5,172 6 504 7 364 7,282 6,5Í 5 6,64 1 

FAMILIARES 9,094 9,844 7,059 7,295 9 0 13 11,616 

ARRENDAMIENTO * 
INMOBILIARIO 6,393 6,997 9,574 10,597 

CONCURSALES * * 19 36 

MIXTOS DE Pl>:Z 4,092 4,518 5, 129 5,904 5, 640 5,107 

1 
TOTAL: 

1 
49,302 49, 737 39,183 39,241 41, 155 46,861 

~': DATO ESTIMADO 

• Esto• )UZQadOI emperOfOtl a fundoMr 1128 dt ftbrtro di 1985 

* • Ettoc ju.ZQodos 1•pucr0ft o fuftdonot el 1:5 d1 obrtl di 1981 
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SENTENCIAS DICTADAS 
JUZGADOS 

FAMILIARES ISA% 
9094 

ARRENO. INMOB 22.6 
10597 

FAMILIARES 24.8 % 
11616 

1983 

1988 

10.5"' 

TOTAL 49.302 

14.2% 

CONCURSALES 0.1 % 
36 

TOTAL 4 8.881 
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CAPITULO VI 

EL PROCESO CIVIL Y SUS RELACIONES EN EL 

DERECHO EXTRANJERO 

Para una concepción global del proceso que contenga elementos universalmente 

válidos, se requiere contar con elementos del Derecho Extranjero que proporcionen una visión 

genérica de sus nvnnccs en la mntcrin procesal. 

Con esta intención, se incluyen en el presente trabajo una scmblan1.a de lo esencial 

de los Derechos de Norteamérica, del Canadá y de Austria. Oc cuya lectura se de~prcnden 

aspectos también conocidos en nuestro Derecho patrio, pero, valorados en una forma distinta; 

valoración que anexada notros ámbitos de naturaleza polftica y, aún económicos, achian 

determinando la mayor o menor funcionalidad y el servicio que prestan sus respectivas 

unidades de trabajo, rememoradas en el Derecho Mexicano en la figura de los juzgados del 

fuero comt'ín. 

Así, y por los motivos c:itprcs.idos, se considera el Derecho Extranjero bajo los 

siguientes postulados: 

t. Derecho Camón de Nor1earmrica: El Derecho básico de los Estados Unidos de Nor­

teamérica se integra por •et conjunto de constituciones, leyes, decisiones de tribunales 

judiciales compclcntcs al interpretar las constituciones y leyes, así como las reglas sustantivas 

y de proccdimicmo y los rcglnmcnlos adoptados por otros organismos institucionales distintos 
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de la legislatura, y los lratndos entre los Estados Unidos y países extranjeros en tanto afecten 

los derechos legales sustantivos". (80) 

En el desglose de lo anterior, se aprccin que su derecho básico deriva mayonncntc 

de prescripciones constitucionales; y los procedimientos para hacerlos efectivos derivan de 

leyes o reglamentos, o de la tradición que fonna el cuerpo del Derecho Común (Common Lnw) 

contenido en las decisiones judiciales. (81) 

El panorama funcional del sistema americano, gestado a través de poco más de 

doscientos nflos de esfuerzo y adaptación, constituye "una aproximación a la justicia"; (82) 

como lo expresa el Doctor John C. Chommic, al referirse a el "Imperio del Derecho•, como nota 

esencial que lo caracteriza; destacando sobremanera, la protección del individuo en el ejercicio 

de su libertad de elegir en cuanto a la completa expresión y desarrollo de su personalidad f rcnte 

a las intromisiones del gobierno. (83) 

80 C. Clwrnmlt', John, I:'/ ~ucho th los l~tadm Unidos. Unlvt'rslty o/Mlami Prt'ss, F..U.A. .. 1963, p. /2. 
81 JJ~m. p. 12 
82 ldt'mp. JO 
IU lckm p. 14 

153 



a) El Imperio del Derecho. Desde el punto de vista norteamericano el imperio 

del derecho es concebido "como un conjunto de preceptos relativos n los derechos individuales 

fundamcnt.a1es protegidos por la ley, moderadores de la acción de aquellas instituciones 

gubernamentales que se hallan investidas con adecuados poderes coercitivos y aqucl1os 

procedimientos mediante los cuales pueden ser aplicados tales preceptos, para hnccr efectivos 

dichos derechos". (84) 

Esta, que es una destacada característica del sistema legal norteamericano, deriva 

de la tradición legal anglo·sajonn del "Rule of Law" (que se traduce como "imperio del 

derecho") y que es una expresión sintética que abaren los derechos, privilegios e inmunidades 

legales fundamentales del ciudadano·súbdito en este nspeclo de las relaciones humanas. (85) 

El imperio del derecho refiere tres elementos: 

l. Preceptos admitidos en derecho o derechos legales fundamentales; 

11. Instituciones por medio de las cuales esos derechos pueden ser mantenidos 

y adaptados a condiciones cambiantes: y. 

IU C. C.:JwmmTr, 101111. Op. rit. p. J 
85 /dt'm. p. /O. 
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111. Procedimientos mediante Jos cuales tales derechos puedan ser innovados y 

hechos efectivos en la práctica. 

Y su funcionalidad. se orienta a In protección de los derechos fundamentales del 

individuo. 

b) El debido proceso. Equivalente a el derecho a ser oído: constitucionalmente 

se considera previsto bajo la fórmula de "que ninguna persona podrá ser privada de la vida. de 

la libertad o de la propiedad sin el debido proceso". (86) 

Los elementos de la audiencia plena incluyen, por lo menos: 

l. La notificación de los cargos o de la demanda, suficiente para preparar la 

defensa. 

11. El conocimiento de la prueba presentada por la pnrte contraria; 

111. La oportunidad de impugnarla presentando otras pruebas o repreguntando a 

los testigos del contrario; y, 

M C. Chommle, John. Op. di. p. 59. 
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IV. La oportunidad de argumentar sobre el derecho y los hechos. 

Estos elementos se exigen sólo en la e:itlcnsión necesnrin para producir un 

procedimiento justo. 

Las Cortes tienen poder pam decidir qué clase de audiencia requiere el debido 

proceso. seglln las circunstancias particulares del acto que habrá de privar de Ja vida, Ja libertad 

o la propiedad. (87) 

En procedimientos criminales que impliquen la posible pérdida de la vida o de Ja 

libertad, se otorga el grado más alto de protección judicial. En estos casos, las constituciones 

garantizan el juicio por jurado, no como una implicación del debido proceso, sino como un 

derecho específico distinto. (88) 

F.1 debido proceso. en lo que loca a procedimiento, es otra fom1a de designar el justo 

trato en lo legislativo, en lo judicial y en lo ejecutivo. No signilica que sea esencial que un 

tribunal o un jurado sea el que resuelva; los procedimientos justos de una institución 

administrativa son suficientes. (89) 

111 C. Chnmmle, Jolrn. (}p. ril, p. 60. 
M ldnn,p.60 
R9 l«m. p. 60 
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A mayor abundamiento, el debido proceso es algo más que el derecho n todos los 

elementos de una audicncinjusta según las circunstancias; incluye además, derechos sustan· 

tivos mfnimos, tales como la libertad del individuo de usar sus facultades en todas las fonnas 

legales, a ganarse la vida por cualquier medio lícito, n seguir su vocación u ocupación, a 

concertar todos los acuerdos propios y necesarios a esos fines. La privación de In libertad o de 

la propiedad que se haya consumado o se amenace realizar por razones carentes de estos 

derechos sustantivos, resultan ilegales, aunque se hayan cumplido todos los requisitos 

procesales. (90) 

e) l..a profesión legol. EJ "Bar", o sea, el conjunto de abogados admitidos al 

ejercicio de su profesión en las cortes, es una institución investida con poderes para iniciar 

acción disciplinaria contra sus propios miembros, protegiendo los derechos de clientes que 

puedan haber sido perjudicados por su letrado (91) 

No existe distinción o separación formal entre los que ejercen ante los tribunales 

o en sus bufetes; hay una sola catcgoña de miembros del roro. Fn los Estados Unidos, las cortes 

tienen poder inherente pnra supervisar y controlar el ejercicio del derecho, dentro y fuera de las 

Cortes, y para corregir disciplinariamente a los miembros de la profesión. Este poder le ha sido 

00 C. Chonunl~. John. Op. cit. p. 67. 
91 lcktn. p. }9. 
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reconocido desde hace tiempo por las ramas legislativa y ejecutiva del gobierno. La pnklica 

de la abogac(n es una profesión que afecta el interés público, y por esa razón, también se 

reconoce que la legislatura pueda prescribir requisitos mínimos para In admisión de abogados 

a la práctica y para su disciplina. Las cortes han declarado que ni actuar de esa fom1a las 

legislaturas lo hacen en auxilio del podc.r judicial y no negando o excluyendo el poder básico 

constitucional que el mbtmo tiene para admitir, rechazar o expulsar del foro. (92) 

A falta de legislación que cspccíftcamcntc disponga las causns de expulsión del 

foro, las cortes mismas pueden ejercer sobre los abogados los poderes disciplinarios de 

amonestarlos, suspenderlos o expulsarlos del foro. (93) 

d) Principales Proc:edinúentos. Se distinguen entre genéricos y cspecificos. (94) 

Los del primer tipo, son los siguientes: (95) 

J. El juicio por jurados; 

11. fl debido proceso: y. 

92 C. Clwmml«", John. Op. cit. p. 56. 
9J ldtm. p. $6. 
94 /Mm.p . .5. 
95 /Mm. p. 22. 
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111. B habeas corpus. 

Los procedimientos específicos o particulares que se pueden utilizar para hacer 

efectivos los derechos fundamentales de garantía y protección, anleriorcs, caen dentro de cinco 

carcgorfas: 

l. EJ primero es Ja orden prohibitiva: una orden de la Corte a un particular o a 

una entidad, n una oficina del Gobierno o a una rama del mismo, y a1in a una Corte de inferior 

rango, de abstenerse de ejecutar ciertos nclos contrarios a Ja ley. Trata de prolcger conlm la 

conducta ilegal futura; no es un castigo o rcpnración por un acto pasado. (96) 

11. EJ mandamiento de habeas corpus es una forma especial de procedimiento 

afirrnarivo, iniciado por un individuo bajo arresto o confinamiento y proseguido contra el 

funcionario público que mantiene presa a dicha persona, a fin de dctcnninar la legalidad de 

dicha detención. Presentado en la corte, se celebra rápidamente la vista. Si se deniega la 

petición de libertad. el prisionero es remitido a Ja custodia del funcionario. Si 13 petición se • 

estima justa. la Corte dircctamcnlc fo pone en libertad,. basada en el hecho de que ha habido una 

infracción constitucional en la detención original. El habeas corpus es a veces contemplado 

9ó C. Cfwmmle. Jolut. Op. c/1. p. 20 
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como un derecho fundamentalmente substancial; a veces como un derecho procesal. (97) 

111. La dec1aración de los derechos y las autoridades públicas que los amparan 

constituyen la tercera categoría, de muy distintas formas. Entre litigantes privados, las Cortes 

concederán como remedio una declaración de derechos sólo si c"-iste una controversia actual: 

por ejemplo, nombrando un tutor para representar a menores. Los funcionarios ptíblicos 

pueden intervenir o demandar a nombre de las corporaciones de caridad o a nombre de 

particulares para impugnar actos de invasión cometidos por una entidad privada u otra sujeta 

a Estatutos públicos, o por un funcionario público. (98) 

IV. FJ cuarto tipo son los pleitos sobre compensaciones, en dos formas. La acción 

puede pretender que el peticionario sea restaurado en una situación anterior. bien mediante una 

devolución de propiedad o mediante una rescisión y una restitución. La otra fonna consiste en 

tratar de llevar a vía! de hecho las pretensiones de las partes concediendo indemni1.aci6n 

pecuniaria por daño o incumplimiento de contrato. (99) 

V. El quinto tipo es la promoción y seguimiento de procedimientos criminales por 

el gobierno por actos ilegales, sancionables mediante multas. prisión, pena capital o privación 

91 C.Chommle. John.Op.dt.p.21. 
98 ltltm.p. 21. 
99 ldem.p.21. 
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de propiedad. Otras sanciones pueden ser impuestas por la Corte para hacer cumplir tas órdenes 

que ha dictado a fin de hacer efectivos 1os derechos legales fundamentnlcs, por ejemplo: multa 

o prisión por desprecio a la Corte al desobedecer sus órdenes. ( 100) 

Lns alegaciones de derechos constitucionales pueden venir de los particulares 

actuando como partes ante las cortes, en cualesquiera de estas formas de procedimiento. La 

mayor parte de estos procedimientos son inherentes al poder tradicional, no escrito, de lns 

Cortes de justicia; algunos, tales como las sanciones por violaciones del derecho criminal, son 

creados o puestos en pr.1ctica o hechos explícitos por la ley. Los delitos contra la autoridad 

federal sólamentc existen en virtud de una ley federal; no existe un Derecho Camón federal. 

l.Ds delitos sancionados por el derecho estatal pueden tener su origen en el Derecho Camón o 

scrcrcado!lpor1alcy. (101) 

e) Fuentes de los Proccdúnfentos. La Constitución federal es la primera y 

primario fuente de estos procedimientos. Las leyes suplen y ponen en práctica tanto ta 

Constitución federal. como las estatales. 

Las reglas de las cortes son los detalles, las partes más finas de la maquinaria, que 

100 C. Chomml~. John, Op. cl1.p. 21. 
101 ldmi.p.21. 
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son las leyes y las costumbres judiciales. (102) 

fJ Procedimientos esenciales. Los procedimientos esenciales para invocar y 

hacer efectivos los derechos sustantivos fundamcntaJcs, son establecidos primordialmente por 

la legislación y In decisiones judiciales. en menor grado por reglas dictadas por la Corte, y 

sólamcntc en grado mfnimo por la Constitución federal. (103) 

Como antes ha quedado mencionado, los derechos legales íundamcntalcs son 

puestos en práctica, complcmcntndos y hechos explícitos por medio de legislación. Como 

ejemplos, pueden citarse las Leyes de Derechos Civiles, de 1875 y 1957, que detallan y 

particularilJ\O lílS garantías contrn su in\•asión o transgresión por acción del Estado; también 

111 Ley Federal de Comunicaciones de 1934, que scnaló sanciones penales a la revelación de 

ciertas comunicaciones interceptadas en el comercio interestatal como invasiones de la 

privacidad, conducentes a registros y arrestos ilegales. La más imponante legislación federal 

en esta área es la Ley Judicial de 1789 que creó Ja estructura de las Cortes infeñorcs federales, 

de jurisdicción originaria y de apelación (por debajo de la Suprema Corte, que es Ja única Corte . 

102 C. Chommle. John. Op.cll.p. 22 
JOJ lúm.r.p.JJ~J2. 

162 



espcc(ficamente requerida por la Constitución). (104) 

2. Derecho contún y Legislac16n Canadienses: Fl sistema lcgnl en Canadá está 

constituido por leyes y jurisprudencia .. Las leyes son promulgadas por el Parlamento y los 

legislativos provinciales. 

Existe también el cuerpo legal casuístico que proviene principalmente dc1 derecho 

común ingl~s y consiste en principios legales surgidos de sentencias dictadas por los tribunales 

superiores n trnv~s de los siglos. El derecho común inglés llegó a Canadá con los primeros 

colonizadores y constituye la base principal de la legislación federal, provincial y territorial. 

l.Jl provincia de Qucbcc, sin embargo, fue originariamente pobl:lda por inmigrantes franceses. 

quienes trajeron consigo leyes civiles de origen francés. Por este motivo los principios de 

derecho civil rigen sobre asuntos personales, familia y propiedad en Qucbcc: la provincia ha 

desarrollado su propio Código Civil y el Código de Procedimiento Civil, y ha adaptado el 

derecho civil francés a las necesidades de Quebcc. 

Además de las le)'cS del Parlamento federal y legislativos provinciales, hay un 

amplio cuerpo legal en fonna de reglamentos. Esta legislación subordinada se promulga en 

104 C.Chommle.John. Op.rlt.p.JI. 

16.1 



virtud de Ja autoridad conferida por et Parlamento a los legislativos provinciales. ( 105) 

a) El PodcrJudlcfal. El papel de suma importancia que desempenan los jueces 

en Canadá, es garantizado por la Constitución que establece Ja independencia del poder 

judicial. 

Existe para ellos, inamovilidad. por Jo que su edad de retiro es al cumplir los 75 

nitos. La. titularidad de Jos jueces nombrados por las provincias para desempeftarse en 

tribunales inferiores está regulada por las leyes provinciales, y los nombrados por el gobierno 

federal, sólo pueden ser eliminados del cargo por el Gobernador en consejo a solicitud del 

Senado y la Cámara de Jos Comunes. 

EJ nombramiento y el sueldo de los jueces reflejan la vinculación entre los distintos 

poderes del sistema constitucional canadiense. 

En Canadá, el poder para crear tribunales está dividido. Algunos son creados por 

el Parlamento, como la Corte suprema de Canadá, y otros por los legislativos provinciales. Sin 

105 /:'/ SUtnna /~gal tn Canaád. DlvUldn tk Programa..t dt lnfarmarlónal f:.tltrfor, Mi~tulo dt 
Asuntar f:.tkriortJ, Collddd, 1984,p. J. 
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embargo, la corte suprema de Canadá y los tribunales provincialc.-s son parte de un todo integral. 

Los tribunaJcs fcdcraJcs de Canadá incluyen la Corte Suprema, el Tribunal Federal 

de Canadá y varios tribunales especializados como la Junta de Revisión de Impuestos, la Corte 

Marcial de Segunda Instancia y la Junta de Apelación de Inmigración. 

La Corte Suprema, establecida en 1875, es c1 tribunal de casación para cuestiones 

civiles y penales. Cuenta con 9 magistrados, de los cunles 3 deben ser de Qucbcc, un requisito 

que se agregó debido al carácter especial del derecho civil de Quebcc. La ley del Parlamento 

define las causas de apelación. La Corte Suprema recibe apclncioncs de los tribunales 

provinciales de apelación y del Tribunal Federal. También asesora ni gobierno federal cuando 

se lo solicita cspccialmcntc. Por lo general, 5 magistrados resuelven, pero cuando C"-isten 

asuntos de mayor trascendencia, resuelven los 9 magistrados. 

Las Cortes provinciales han sido constituidas por legislación provincial y, por lo 

tanto, sus nombres varían de provincia a pro..,inda. Funcionan en tres nivc1es. Cada provincia 

cuenta con Cortes inferiores, como son lns de menores, de familia, de juzgado municipal y de 

deudas menores: c!stas se ocupan de asuntos civiles de menor cuantía y faltas que en la mayoría 

de los casos instruyen y deciden. Con la citccpción de la provincia de Quelx.-c, todas las demás 

cuentan con juzgados de distrito o condado. &tos tienen una jurisdicción intermedia y deciden 
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asuntos referentes a demandas de menor cuantía y causas por faltas. Estos juzgados, además 

de Cortes de Primera instancia, condado y distrito, tienen competencia limitada para oír 

apelaciones de las decisiones de los juzgados municipales. Las Cortes con mayor jerarquía en 

la provincia son sus tribunales superiores, que resuelven asuntos civiles de mayor cuantía y 

acerca de delitos. Los tribunales de apelación tienen ambos niveles: apelación y primera 

instancia. Los tribuna1cs de apelación, con algunas excepciones, resuelven las apelaciones de 

los tribunales de primera instancia de la provincia y también puede pedírseles que dictaminen 

sobre cuestiones presentadas por procedimiento especial, por sus respectivos gobiernos 

provincinlcs. (106) 

b) La proíesión lega1. En las jurisdicciones de derecho comlln en Canadá, los 

abogados son. al mismo tiempo, procuradores. En Qucbcc la profesión lcga1 está dividida en 

ramas separadas de letrado y notario. En todos los casos, 13 admisión en la plictica de la 

profesión depende de cada provincia. ( 107) 

e) Asistencia legal. En los últimos aflos, todos los gobiernos provinciales han 

creado programas de asistencia legal, a cargo del erario público, para ayudar a las personas de 

106 FJ sls~ma liga/ ~n Canadd. Op. di. P.p. 2-4. 
107 ldnn.p ••. 
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pocos recursos a obtener asistencia legal en cuestiones civiles y penales, asistencia que se 

bñndn sin costo alguno o, de acuerdo a la situación económica de la persona, a un costo 

modesto. Estos programas varían de provincia a provincia. Algunos de los programas son 

respaldados por legislación provincial, otros existen y funcionan mediante acuerdos entre los 

gobiernos provinciales y el colegio de a_bogados de la provincia. Algunos brindan cobertura 

amplia en asuntos civiles y penales, mientras que otros sólo cubren asuntos penales. Existen 

casos en que se utilizan fondos federales para el desarrollo o expansión del programa de 

asistencia legal. B objetivo pñncipal de estos programas es asegurarse de que todos reciban 

consejo legal adecuado sin tener en cuenta su situación económica. (108) 

3ª Leglslncl6n Austriaca: Austria es una democracia parlamentaria en la que los derechos 

fundamentales de sus habitantes están garantizndos por Ja Constitución. (109) Dentro de ésta 

en el subcaprtulo denominado •oc la Jurisdicción•, se regulan ampliamente las cuestiones 

judiciales cscncinles, quedando estnblecidos como postulados básicos los de que: 

"1 Toda juñsdicción emana de la Federación. 

108 1-J J/stt'ma l1gnt t'n Canadá. Op. ril. J•.p. 4.j. 
109 f.1 sislt'tna polflico ''"' Awtri11. J-:dltaJo por,, Strvlclo Ft'dnal dt' l'Ttrua. Vlt11a. 1987. p. l. 
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2. Las sentencias y declaraciones se proclamarán y confeccionarán en nombre 

de la Rcpablíca". (110) 

"l. Los jueces serán independientes en el ejercicio de su función jurisdiccional•. 

(111) 

"1. En la Ley Judicial se establecerá un límite de edad. pasado el cual los 

magistrados scránjubilndos definitivamente. 

2. Por lo demás, los jueces sólo podrán ser depuestos del cargo o trasladados 

contra su voluntad o pasados a la situación de jubilados en los casos y fonnns previstos por la 

ley y en virtud de un auto judicial solemne ... " (112) 

"l. Serán orales y públicas las vistas en los litigios de derecho civil y penal, si 

bien se podrán establecer excepciones mediante ley•. ( 113) 

"1 El pueblo deberá colaborar en la administración de justicia•. ( 114) 

110 Articulo 82 k la Cmutitución Fethral Austriaca. 
111 A.rllcuto 87 de la Comtilucidn Federal Austriaca. 
J 12 A.rtfr:uto 88 tk In Cotutltucldn frdtral AJLStrfaca. 
l IJ Artfculo 90 tk la CotUtltucldn 1-'edtrol Nutrfaco. 
J J.I Artfc,Jo 91 tk la Con.1ti111ción frtkral Alutrfaca. 
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Postulados los cuales, que robustecen la ya de por sf fortalecida Ordenanza 

Procesal Civil Austñaca de lo. de Agosto de 1895, procedente del Proyecto fonnulado por un 

vidente de finales del siglo XIX. La obra de Franz Klcin ha contribuido al perfeccionamiento 

de la ciencia procesal, aumentando las discusiones sobre los sistemas procedimentales. Su 

influencia hn inspimdo las leyes procesales civiles de Hungría, Polonia, Yugoslavia, Che· 

coslovaquia, Dinamarca, Suecia, Noruega, Brasil e Italia: por lo que algunos autores, como 

Víctor Faircn Guillen, afinnan que no parece exagerado que el código de Klein se aproxima, 

el que más de Jos exislentes en el mundo, a lo que debe ser un proceso concebido idealmente. 

(115) 

El autor del proyecto comentado hizo depender n las fomrns del proceso de su 

practicabilidad y de su adecuación. 

KJein se mostraba decidido partidario del principio de la ornlidad e inmediación del 

procedimiento, pero anade que sería un error considerar que estos principios sean la clave del 

nuevo procedimiento; un procedimiento infonnado por tales principios puede ser malo, y la 

corruptela puede, por otra parte, acabar con ellos. 

/IS F.n RI l'myuto ~la Ordf'llan:a /"rore.rol Cfril Alutriara v/J.tn por Fran: Klrin. Rt.'\'Úta de IHru/10 
Pr0ttsal, Ma VI, No. l. l:..,1~ro·F~bruo-Mt1r:ad~ /950, fapaifa, /".p. 8-9. 
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Habfa dicho este eximio proccsaHsta que, en cuestión de la forma de\ proceso no 

puede decirse que haya una solución rotunda y absoluta; la mejor será Ja que sea más apropiada 

para facilitar el cumplimiento de tos objetivos del proceso; y será ta más apropiada la que haga 

mlis cómoda y segura fa cognición del fondo de ta cuestión. 

Consideraba Klcin como aventurado y desventajoso el acudir aJ debate sin haber 

presentado previamente escritos fundados. Es decir, que Klein somete la oralidad a la 

necesidad de que sea adecuada al proceso y sus fines. Para él, los principios de adecuación y 

practicabilidad del procedimiento mis se han de referir al fondo de los litigios que a la fonna 

de dcsruroltar los mismos. 

Muy poca importancia tiene para él una dctcnninada cuestión técnica a regular 

(evitación de retrasos por diversos medios, etc.) en comparación con las cuestiones de fondo. 

La base de Klein cree más importante para conseguir Ja adecuación del proceso a 

sus fines es la de que sea sencillo y cómodo. 

En méritos de Ja sencillez, deben ser eliminadas del proceso las formaJidades 

superfluas y conservarse sóJamcnte las precisas, que deben ser a su vez sencillas y comprensibles 

parn Jas partes; c11o favorece por su parte 1a comodidad del procedimiento. Bimina Klcin como 

superfluos, por cjempJo, los escritos de las partes para acompai\ar en su presentación a Jos 

TribunaJcs autos y documentos; basta con una sencilla exhibición y testimonio de los mismos 

por el Secretario. No precisa un debate oral cuando un interrogatorio puede dar buen resultado 
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si es escrito; se debe dnr posibilidad a las partes de renunciar a detem1inados debates 

ora1cs si ello no les causa perjuicio: se introduce el principio de impulso oficial del 

procedimiento, suprimiendo con ello la muy pesada carga para las partes de instar su curso 

y las notificaciones. Aquf Klein auna lo que presenta como principios introducidos en 

el procedimiento en mejora de la condición de las partes con el principio oficial, necesario para 

que el proceso cumpla sus fines de obtener una justicia material y no simplemente fonnal. 

Como medio técnico para actuar los principios de sencillez y rapidez (adecuación) 

del procedimiento, Klein estatuyó en su Proyecto, la necesidad de aportar el material 

instructorio y en especial los medios de prueba; las excepciones son resueltas por los jueces a 

la vez que deciden sobre el fondo del litigio, o bien mediante un procedimiento separado que 

no suspende el proceso sobre el fondo. 

Klcin, previó los inconvenientes de la oralidad y con el fin de evitarlos impuso en 

su Proyecto el principio de la concentración, completado por una minuciosa regulación de la 

protocolización de lo tratado en los debates orales. 

Para conseguir la concentración, Klein recurrió a diversos medios t~nicos. Entre 

los cuales pueden citarse: 
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a) La creación de la audiencia preliminar, en la que se resolvfo )' limpiaba el 

proceso de obstáculos para evitar interrupciones del debate sobre el fondo del asunto. 

b) El establecimiento de la necesidad de evacuar el estudio del fondo de la 

cuestión en la misma audiencia principal. 

e) La dctem1inaci6n de que el examen del proceso en apelación debe reducirse 

al de la sentencia dictada por el Juez inferior. 

d) El apoyo de la protocolización con la necesidad de proveer n remediar un 

inconveniente de la oralidad: es decir, el causndo por las inevitables interrupciones del debate. 

Mediante aque1la, el Juez ha de estar eh condiciones de poder dictar, en el momento en que 

considere que el asunto está sulicicntementc instruido, una buena sentencia sobre la base de 

existir documentados los elementos precisos. 

Klcin no olvida al principio dispositivo: su más importante manifestnción 

procedimental (la de incoación del proceso a instancia de parte) aparece plasmada en su 

Proyecto. bajo la simiente de que "queda confiado a las panes el derecho sobre el cual han de 

atacar y defenderse. y sobre cuya pretensión solicitan un pronunciamiento judicial; en tanto que 

se tralc de derechos privados, son las partes las que resuelven sobre la extensión y contenido 
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de sus peticiones, no pudiendo actuar sobre las mismas el poder de dirección del proceso del 

Juez". ( 116) L'l petición de lns partes dctcrrnina, de modo vincuhmtc el objeto de In resolución 

judicial, y tiene el valor de expresar lo que las partes quieren en materia de tutela jurídica; ahora 

bien, el poder de dirección procesal del Juez se manifiesta mediante el auxilio que éste les presta 

en las alegaciones y actividades que han de desplegar para conseguir el objetivo del proceso; 

de aquí el derecho de interrogación de aquellas por el Juez; el derecho de exigir la compare~ 

ccncia personal de las mismas; la presentación de piezas, objetos o documentos que éstas tengan 

en su poder, así como si se hallasen en poder de autoridades, notarios, etc .• y el de ordenar que 

se practique un reconocimiento judicial o pericia). Todo ello de oficio, sin necesidad de petición 

de parte. 

Klcin, da una gmn importancia al principio de dirección del proceso por el Juez. Su 

necesidad, está fuera de duda, cuando varias personas se ponen en contaclo para discutir sobre 

sus intereses, como ocurre en el proceso, ha de haber alguien que diñja esa discusión, la haga 

progresar y nvani.ar, dctcm1inc sus límites y engarce lógicamente sus actos sucesivos unos con 

otros, ya que de ello depende la solución del connicto. 

A la actividad directiva del proceso por el Juez se han atribuido dos fines; 

IM Hr/mríitt/llt'n, Vktor,Op.cit.p. /5. 
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ta instrucción de aquel hasta que esté comp1cto, maduro y pueda sentenciarse sobre él. y In 

ordenación del debate (su dcsmcmbrnción mediante la agrupación ordenada del mntcria1 

procesal). 

K1cin. al construir su proceso sobre la base dd citado principio, actuó influido por 

las dcsvcntojas que mostraba el principio de dirección dc1 proceso por las partes; estas 

desventajas se explican en c1 hecho de que mediante el mismo se obtiene una justicia fonnal, 

que c1 Juez dchra de hacer constar en su resolución, aunque estuviese convencido de que no 

correspondían una verdadera justicia matcrinl: agregando que en el principio de dir~ción del 

proceso por el Juez. el objetivo legislativo era la ndmisi6n de la necesidad de que los Tribunales 

pudieran utilizar para elaborar sus sentencias todas las consecuencias extraídas por e11os del . 

debate del asunto. 

Klcin, llevó hasta el campo de actunci6n de tas partes las consecuencias de dicho 

principio, introduciendo en su Proyecto figuras como lo son las obJigacioncs proccsnles. 

Este procesulistn partió de la necesidad de que las sentencias fueran materialmente 

ciertas y justas. Para llegar a este resultado es preciso el completo conocimiento del asunto~ 

y a su vez, para conseguir ésto, es preciso que la parte nportc completamente los hechos que 

conoce con referencia ni mismo. "E.-. lamentable, decla K1cin, que en dctcnninado porcentaje 

las sentencias, contrastadas con ta realidad de los hechos. vengan a resultar injustas o 
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defectuosas'"; (117) ello ocurre en muchos casos porfa1ta de diligencias; en otros, por haberse 

visto obligado el Juez diligente a fallar. a pesar suyo, sobre la base de hechos injustos. inciertos, 

dudosos. 

A lo anterior, Klcin afinna que •el reconocimiento del deber de la parte de expresar 

vmwcntc todos las hechos, se ha llevado a cabo, mejor que mediante la imposición directa 

de sanciones n quien vulnere, mediante la concesión de las suficientes facultades de dirección 

procesal al Juez, c1 cual está as( capacitado para completar en el proceso lo que estime en falta•. 

(118) 

B principio general del Proyecto sobre la forma del procedimiento es el de la 

oralidad; las partes sólamcnlc actúan por escrito cuando existe la mediación. Los escritos tienen 

diferente contenido, según que se destinen simplemente a preparar una audiencia o bien que 

tengan por objeto provocar una resolución del Juez; son e1.igibles en los escritos de la segunda 

especie, las relaciones de hecho que fundnmcritan In petición; y en los de la pñmera, una 

exposición de las relaciones de hecho en las cuales se basará la parte en el debate oral para 

fundar sus peticiones o combatir las del contrario. 

117 fiúr~n Clulllm, Vfct<1r. Op. cit. p. 17. 
JIB ld~m.p.18. 
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No se admite la fundamentación jurídica de los cscñtos preparatorios. pues ello les 

podría dnr calidad de actos principales y no simplemente prcparntorios del dcbalc oral, en el 

cual precisamente es donde las partes han de fundantcnlar jurídicamente sus peticiones. 

Ln oralidad sólo se utili7.a a fin de conseguir la inmediación de partes y Juez. La 

oralidad es un enemigo peligroso si se la acepta como un fonnalismo; en rcnlidad, dice Klcin, 

ha de suponer sólo una ayuda para la mejora del procedimiento. ( 119) 

De acuerdo con los principios derivados de la aceptación de la oralidad como forma 

del procedimiento, Klcin estima que la audiencia principal (debate sobre el fondo del asunto) 

se ha de considerar como una unidad desde su comienzo hasta su cierre, Esto por el principio 

general de que todo cuanto obste o dificullc los objetivos del proceso debe ser evitado. 

(120) 

a) El Poder Judlclal. El principio supremo del sector judicial en Austria es la 

independencia de la jurisdicción. Lnjurisdicción civil y penal se realiz.a por regla general, en 

119 ¡."aJr~n GuJl/~n. Vlrtor, Op. rlt.p. 21. 
110 tckm. r. p. J·25. 
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tres instancias. siendo la última instancia el Tribunal supremo de Viena. 

E pueblo participa de manera directa en la administración de justicia mediante la 

institución del juez lego (jurado de juicio). En la jurisdicción civil, los jueces legos son citados 

principalmente en base a sus conocimientos técnicos (Tribunales Comerciales y Tribunales de 

Trabajo). (121) 

b) Ordennnza Procesal Civil Austriaca de to. de Agosto de 1895. Puntos de 

innovación: 

8 Proyecto de Frnnz Klcin antcñonncntc comentado, fue sometido para su estudio 

a una Comisión Pemtancntc el 2 de Junio de 1894, para finalmente aprobarse con ligeras 

correcciones de estilo, y con extensiones en el desarrollo de sus principios: promulgándose y 

declarándose como obligatorio en la Ordenanza Procesal Civil de Austria de lo. de Agosto de 

1895. (122) 

El Derecho Austriaco contemporáneo tiene dos componenles que determinan la 

apariencia actual de su proceso civil: su función de gamntiz.ar al individuo. de la manera más 

121 l:"l .1lskmapolflicodeAu.Jtrla.0p.clt.p. l2. 
/22 f"airen Guillen, Víctor, Op. cJt. I' .p. 4.fJ 
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libre y sencilla posible. Ja protección de sus derechos subjetivos y el propósito adicional de 

tomar siempre en cuenta para la estructuración de este enjuiciamiento sus repercusiones sobre 

la vida de la comunidad jurídica. (123) 

El Alemán Hans WnJtcr Fasching se refiere a la liberalización y socialización de 

~te proceso civil, (124) entendidas estas cualidades como la disponibilidad más amplia posible 

de la vfajurisdicdonal, además de la consideración del interés de la colectividad en una garnntfa 

jurisdiccional expedita, segura y que conduzca a un resultado justo. 

En la consideración del carácter social del procc~o civil de Austria, existe una 

conciliación de los intereses del individuo con los de la comunidad. Y entre sus principales 

puntos de innovación se cncuent.ran los siguientes: 

L El Proceso como rco6meno &0elal Para Franz KJcin, el proceso no podl'.a seguir 

siendo ronsidcrndo como unn cuestión privada entre las partes. Su intcñcn:ncia con los 

12J Waltl'r fiurhlng, llans, IJMrnliUJC'i6n y Sorlnll:nc/6n tú/ l'rouso Civil. /Joll'tfn All':dcano tú 
IÑr«ho Comparado, vol, V, No. JJ-14. f:Nro.¡4.gottodl' 1972, Mi.tiro, P.p. 21·24. 
124 Op. cit. P.p. 24-2.J. 
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intereses de ta colectividad tcn(a que manifestarse, consecuentemente, en una nueva ordena­

ción de las relaciones entre juez y partes. De esta manera, la estructura del proceso se ajustó 

a los requerimientos sociales. 

Se incrementó la autoridad del juez. y se consideró al proceso como una "comu­

nidad de trabajo". El progreso más significativo consistió en que el principio dispositivo pudo 

ser limitado no sólo técnicamente, al nivel del impulso procesal, sino también, materialmente 

por lo que toca al ámbito de la aportación del material procesal. ( 125) 

11. El incremento de lo. Autorldod del Juez. La función material cstructuradora 

a cargo del juez supone amplios medios procesales para cumplir con las novedosas tareas de 

carácter social. Nuevos métodos para lo. dctcnninación de la verdad hacen posible al juez.. aón 

si se atiende a algún m~lodo cienUfico particular, un esclarecimiento de la causa tan comprensivo 

como debe serlo para que la resolución sen realmente justa. 

A este paulatino incremento de la autoridad del juez corresponde la limitación 

gradual de la autonomfa de las partes en el derecho civil. 

125 Walur Fo.schln1. llans. Op. cit. P.p. 2l·26. 
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Al reestructurarse la posición del juez su tarea ya no fue de simple vigilante de 1a 

legalidad del conflicto procesal, sino de conductor del litigio. El descubrimiento de la verdad, 

la justicia de la resolución y la ordenación consciente del litigio se convirtieron en la función 

primordial del juez. (126) 

111. Principio de Oralidad. Se le adopta con el fin de conseguir la i.nmcdiación 

de partes y juez, y como una ayuda para la mejora del procedimicnlo. (127) 

IV. La concentración del Proct.>so. El incremento de la autoridad del juez ha de 

servir sobre todo a la concentración del litigio. Da al juez la posibilidad de intervenir 

efectivamente contra la falta de actividad de las partes. 

El Derecho austríaco confiere al juez la facultad de constrcnir a las partes a 

presentar el material procesal en tiempo. ( 128) 

V. La (acuitad de esclarecimiento del Juez. Un elemento esencial en cualquier 

estruclurnción del proceso consiste en la cuidadosa preparación de la audiencia que comprende 

126 IValur Faschlns. llnn..t. Op. cit. P.p. 26·21 
127 ld,m.p. 21 
128 /d,m. p. 27 
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el ofrecimiento de oficio de medios probatoños. La facultnd discrecional habilita al juez para 

tener una participación activa en el esclarecimiento de la causa y lo hace responsable de sus 

resullados. (129) 

VI. Principio Inquisitivo y Deber de Veracidad. La Ordenanza Procesal CiviL 

Austríaca cstablcci61a facultad discrecional del juez para tomar en cuenta hechos no seflaJados 

por las partes. y ofrecer pruebas. Se instituyó el deber de veracidad de las partes. es decir. el 

deber que tienen a declarar de acuerdo con la verdad y en fonna completa respecto de los hechos 

decisivos. 

8 derecho del juez a interrogar sólo deviene eficaz si se hace correlativo al deber 

de veracidad de las partes. ( 130) 

129 lV"lltt FcuC"hing, llaru:. Op. cit. P.p. 28·29. 
/JO ld~m. P.p. 28·29. 
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CAPITULO VII 

PROPUESTA DE SOLUCIONA LA LENTITUD DE LOS PROCESOS 

Al finalizarse el presente trabajo, queda demostrada la existencia de ta lentitud de 

los procesos en el ámbito civil de la administración de justicia del fuero comdn del Distrito 

Federal. 

Por lo anterior, y debido n que las causas principales de ello, lo son: la falta de ética 

en el servicio que prestan los malos abogados postulantes, la falta de pericia de los jueces que 

no interpretan correctamente las nonnas legales, la gran cantidad de litigios, los bajos sueldos 

de los funcionarios judiciales, etc.: se propone solucionar esta lentitud, con base en los 

siguientes postulados: 

a) Promover la constante selección, capacitación y actualización de los jueces, 

a través del Centro de Estudios Judiciales. 

b) Proporcionar asesoóa a las personas que sean defraudadas por los malos 

abogados postulantes, n través del Tribunal superior de Justicia del Distrito Federal. 
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CONCLUSIONES 

1. La ndministración de justicia ha existido en México desde la época prccor~ 

tesinna. 

2. La evolución de la administración de justicia en México, ha sido siempre una 

preocupación constanlc. 

J. El pueblo mex.icano ha demostrado, a lo largo de su historia, su preocupación 

por _una buena administración de justicia. 

4. El proceso como institución estatal, debe garantizar la Hdln solución de los 

conflic1osjurfdicos. 

S. En la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se establecen 

las bases fundamentales que garantil..an un proceso justo, pronto, expedito, completo e 

imparcial. 

6, En el ámbito prcx:csal internacional, se ha d:.tdo la lcndcucia de Ja protección 

de los Derechos Humanos. 

7. La administración de justicia mexicano, en el ámhilo civil es lenta y 

defectuosa. 
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8. En México, las causas que provocan In lentitud de tos procesos en materia 

civil en el fuero común, entre otras, son: la falta de ética en el servicio que prestan los abogados 

postulantes, la impericia de los jueces que no interpretan correctamente las normas lcga1cs, 1a 

gran cantidad de litigios, los bnjos sueldos de los funcionarios judiciales, etc. 

9. El abogado postulante es el profesional que en forma previa ha obtenido 

título de Licenciado en Derecho, y que tiene por actividad principal dar consejos jurfdicos )' 

pedir justicia en los Tribunales, representando los intereses de sus clientes. 

10. El buen abogado postulante es el más eficaz au~iliar del juez en su labor de 

administrar justicia. 

11. El mal abogado postulante carece de ética en la prestación de sus servicios 

profesionales y desprestigia la profesión. 

12. FJ Gobierno Fedcrnl ha impulsado la profcsionnlización de los jueces a través 

de la creación del Centro de Estudios Judiciales. 

13. En la administración de justicia del Distrito Federal, se necesita la capaci­

tación y nctualiznción de los jueces del fuero común. 

14. E Tribunal superior de Justicia del Distrito Federal, debe prestar asesoría n 

las personas que son defraudadas por los malos abogados postulantes. 
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15. La eficacia de la norma en el ámbito forense mexicano, sólo podrá lograrse 

mediante la capacitación y actualización de los jueces del fuero común. 

16. En México, es en compromiso del Gobierno Federal proveer lo conducente 

para el respeto de la prontitud y expcdit.ez en la administración de justicia. 
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